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Señor: 
JUEZ CONSTITUCIONAL - H. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA (REPARTO) 
E. S. D. 
 
REFERENCIA:  ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL POR 

VULNERACIÓN AL DERECHO DEL DEBIDO PROCESO, A LA 
DEFENSA Y CONTRADICCIÓN, ACCESO A LA 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA E IGUALDAD. 

 
ACCIONANTE:  SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. 
 
ACCIONADOS:  TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE CALI – SALA 

SEGUNDA DE DECISION LABORAL Y JUZGADO TRECE 
LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI. 

 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, mayor de edad, identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 19.395.114 expedida en Bogotá D.C., abogado en ejercicio, portador de la 
Tarjeta Profesional No. 39.116 del C. S. de la J, actuando en calidad de apoderado judicial de 
SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., conforme al poder conferido y el cual se adjunta 
al presente escrito, interpongo ACCIÓN DE TUTELA en contra del TRIBUNAL SUPERIOR 
DISTRITO JUDICIAL DE CALI – SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL y el JUZGADO 
TRECE LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI, por la vulneración al derecho a la defensa y 
contradicción, debido proceso, acceso a la administración de justicia e igualdad, teniendo en 
cuenta que mediante Auto Interlocutorio No. 2713 del 18 de septiembre de 2023 el Juzgado 
Trece Laboral del Circuito de Cali resolvió rechazar la nulidad procesal por indebida integración 
del contradictorio, con base en que mi representada nunca tuvo participación alguna por cuanto 
no existía algún dictamen emitido por esta compañía, decisión la cual, fue confirmada por el 
Tribunal Superior Distrito Judicial de Cali – Sala Segunda de Decisión Laboral en Auto 
interlocutorio No. 0020 del 27/01/2025. 
 

I. HECHOS 
 
1. El señor DAVID SEPULVEDA TENORIO, el 09 de junio de 2017, inició proceso ordinario 

laboral de primera instancia en contra de la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACION DE 
INVALIDEZ pretendiendo la nulidad del dictamen de PCL No. 16703758-3585 del 13 de 
enero del 2016 emitido por la JNCI, bajo el argumento de que las patologías calificadas por 
dicha entidad son de origen laboral y no común.  
 

2. La demanda instaurada por el señor SEPULVEDA fue asignada por reparto al Juzgado 13 
Laboral del Circuito de Cali, bajo la radicación No. 76001-31- 05- 013-2017-00297-00. 

 
3. Pese a que se estuviera solicitando la práctica de un nuevo dictamen en el cual se pretendía 

que las patologías que padecía el afiliado eran de origen laboral, SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A. en calidad de ARL, no fue integrada al presente proceso en calidad 
de demandada ni en calidad de litisconsorte necesario, aun conociendo el despacho y la 
parte actora que las resultas del nuevo dictamen de PCL y consigo, las decisiones 
adoptadas en primera y segunda instancia podían ser desfavorables para la ARL a la cual 
se encontraba afiliado el demandante. 

 
4. En la etapa de practica de pruebas, se ordenó la emisión de un nuevo dictamen de PCL 

ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, quien mediante dictamen 
de PCL No. 16703758-1392 del 27/11/2019 se le otorgó al demandante un grado de pérdida 
del 32.30% de origen laboral y con fecha de estructuración del 03/06/2014. 

 
5. En la etapa de practica de pruebas, se ordenó la emisión de un nuevo dictamen de PCL ante 

la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, quien mediante dictamen de PCL 
No. 16703758-1392 del 27/11/2019 le otorgó al demandante un grado de pérdida del 32.30% 
de origen laboral y con fecha de estructuración del 03/06/2014. 
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6. Al no estar vinculada SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. en el proceso ordinario 
laboral no tuvo la oportunidad de controvertir el dictamen antes referenciado con base en las 
acciones señaladas en el artículo 228 del CGP aplicable por analogía y remisión expresa del 
artículo 145 del CSPTSS.  

 
7. Del proceso referenciado el Juzgado Trece Laboral de Cali emitió la sentencia No. 202 del 

23/10/2020, resolviendo lo siguiente:  
  

1. DECLARAR no probadas las excepciones propuestas por la JUNTA NACIONAL DE 
INVALIDEZ, frente al origen de la enfermedad padecida por el demandante señor 
DAVID SEPULVEDA TENORIO, por las razones manifestadas en precedencia.  

  
2. DECLARAR que el señor DAVID SEPULVEDA TENORIO, identificado con cédula de 

ciudadanía No. 16.703.758, tiene una pérdida de capacidad laboral del 32.20% de 
origen laboral con fecha de estructuración 3 de junio de 2014, conforme las 
consideraciones de la presente sentencia.  

  
3. CONDENAR en costas a LA JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 

a favor de la demandante, para lo que desde ya se fijan las agencias en derecho la 
suma equivalente a 1 S.M.L.M.V., independiente de los costos procesales, entre ellos 
la experticia rendida por la JUNTA REGIONAL DE INVALIDEZ DE RISARALDA.  

  
De la anterior decisión, los apoderados judiciales de las partes interpusieron recurso, el cual 
fue resuelto por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala laboral mediante 
sentencia No. 1882 del 23/07/2021, de la siguiente forma:  
  

PRIMERO. REVOCAR el resolutivo tercero de la apelada sentencia condenatoria No. 
202 del 23 de octubre de 2020, sin costas a cargo de la Junta Nacional de Calificación 
de Invalidez. En lo demás se confirma la referida sentencia. COSTAS a cargo del 
apelante demandante infructuoso y en favor de la demandada<JNCI>, se fija la suma 
de doscientos mil pesos como agencias en derecho. LIQUÍDENSE de conformidad con 
el art. 366 del C.G.P.  

 
6. En atención a lo anterior, el señor DAVID SEPULVA TENORIO, adelantó Proceso Ordinario 

Laboral de Única Instancia, pretendiendo lo siguiente:   
  

1. DECLARAR que el señor DAVID SEPULVEDA TENORIO tiene derecho al 
reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD PERMANENTE 
PARCIAL por parte de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. conforme a su 
porcentaje y origen de pérdida de capacidad laboral ya determinado a través de la 
Sentencia No. 202 del 23 de octubre de 2020 confirmada por Sentencia No. 1882 del 
23 de julio del 2021 emitida por el Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral.  

  
2. Como consecuencia de lo anterior, se CONDENE a SEGUROS DE VIDA 

SURAMERICANA S.A. al reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR 
INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL en favor del señor DAVID SEPULVEDA 
TENORIO por tener una pérdida de capacidad laboral del 32.20 % de origen laboral 
con fecha de estructuración 03 de junio de 2014, monto que asciende a $ 18.655.274  

  
3. CONDENAR a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. para que, al momento 

del pago, indexe el valor conforme a lo establecido en el Parágrafo 1 del Artículo 5 
de la Ley 1562 del 2012.  

  
4. Que se condene a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. al reconocimiento y 

pago de los INTERESES MORATORIOS por el no pago de la INDEMNIZACIÓN POR 
INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL solicitada, mismos que deben liquidarse 
desde el 01 de diciembre del 2021, término legal en el cual se tuvo que haber 
reconocido la prestación conforme a lo establecido en el inciso 5 del parágrafo 2 del 
Artículo 1 de la Ley 776 del 2002.  
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5. Así mismo, solicito que se CONDENE al reconocimiento y pago de las costas y 
agencias en derechos en favor del demandante  

  
6. Que se CONDENE a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., en los demás 

derechos reconocidos extra y ultra petita.  
 

8. Se colige con lo anterior que, el señor DAVID SEPULVEDA TENORIO solicita mediante el 
proceso laboral de única instancia, el reconocimiento y pago de la indemnización por IPP 
tomando como base el dictamen de PCL No. 16703758-1392 del 27/11/2019 emitido por la 
JRCI de Risaralda, practicado en el proceso ordinario laboral de primera instancia bajo la 
radicación No. 76001-31- 05- 013-2017-00297-00. Dictamen el cual no fue controvertido por 
la ARL SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. en razón a que esta no fue vinculada al 
presente proceso, vulnerándose así los derechos de contradicción, debido proceso y 
derecho a la defensa. 
 

9. Las sentencias de primera y segunda instancia proferidas en el proceso ordinario laboral de 
primera instancia bajo la radicación No. 76001-31- 05- 013-2017-00297-00 no son oponibles 
a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. en razón a que no erigen una obligación 
clara, expresa y exigible a la ARL. 

 
10. Mi representada no se encuentra en la obligación de reconocer y pagar el rubro pretendido 

en el proceso de única instancia ya que la indemnización por IPP está siendo solicitada con 
fundamento en un dictamen de PCL el cual no fue notificado mí representada y, por lo tanto, 
no tuvo la oportunidad de controvertirlo. 

 
11. El día 19 de abril de 2023, el suscrito elevó solicitud de NULIDAD PROCESAL POR 

INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO, ante el Juzgado 13 Laboral del 
Circuito de Cali, la cual fue rechazada a través del Auto Interlocutorio No. 2713 del 18 de 
septiembre de 2023, afirmando que en el proceso la ARL SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A., nunca tuvo participación alguna por cuanto no existía algún 
dictamen emitido por esta compañía, sin embargo, olvidó este Juzgador que, el solo hecho 
de que la pretensión estuviese dirigida a obtener una nueva calificación de patologías y, 
consigo la declaración de origen laboral, inmediatamente se podrían ver afectados intereses 
de la ARL frente al reconocimiento y pago de prestaciones económicas o asistenciales.  

 
12. Frente a la anterior decisión, se interpuso recurso de apelación, que fue atendido por el 

Tribunal Superior de Cali, Sala Laboral, el cual mediante Auto Interlocutorio No. 0020 
resolvió confirmar el auto recurrido, argumentando que dentro del proceso ordinario laboral 
no se pretendió la obtención de prestaciones económicas del sistema general de seguridad 
social de riesgos laborales, pues las únicas pretensiones fueron dirigidas a dejar sin efecto 
el Dictamen de perdida de la capacidad laboral No. 16703758-3585 proferida por la JNCI. 

 
13.  A pesar de lo resuelto por el Tribunal, el magistrado Carlos Alberto Oliver Gale integrante 

de la sala, presentó salvamento de voto argumentando lo siguiente: “con base en el art 134 
del Código General del Proceso al tratarse de falta de integración del litisconsorcio necesario 
no interesa que la sentencia esté ejecutoriada pues, se busca proteger el derecho de 
defensa y en ese sentido el CGP amplió dicha oportunidad y no se trata de revivir un proceso 
legalmente concluido como en alguna parte de la sentencia lo insinúa la mayoría”.  
 
Asimismo, indicó que la sentencia afecta a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. ya 
que el dictamen de PCL practicado en el proceso, implica el reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de la no vinculada. 

 
14. De conformidad con el artículo 228 del C.G.P., encontrándose en un proceso en el cual se 

emita un dictamen pericial, se podrá aportar otro en el momento del traslado, en aras de 
controvertirlo y ejercer el derecho a la defensa, pudiendo además solicitar el interrogatorio 
el perito y así formular las preguntas a la que haya lugar por la emisión de tal dictamen. 

 
15. En el proceso bajo Rad: 2017-297, SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., no tuvo la 

oportunidad procesal de solicitar la comparecencia del perito a la audiencia, presentar otro 
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dictamen pericial o realizar las dos actuaciones señaladas de manera conjunta, en razón a 
que la ARL no fue vinculada al proceso ordinario de la referencia, aun conociendo el 
despacho y parte actora que las resultas de la prueba pericial y consigo, las decisiones 
adoptadas en primera y segunda instancia podían ser desfavorables para la ARL a la cual 
se encontraba afiliado el demandante.  

 
16. De la decisión anteriormente relatada, se evidencia que el Ad-quem efectuó un análisis muy 

superficial del caso concreto, y en las consideraciones del auto se limita a indicar que en las 
pretensiones de la demanda no se planteó condena alguna para la obtención de 
prestaciones económicas del Sistema General de Seguridad Social en Riesgos Laborales y 
que el objeto del litigio se circunscribió en debatir cuestiones técnicas de un dictamen emitido 
por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez. Sin embargo, no tuvo en cuenta que, 
solicitud de nulidad del dictamen de PCL pretendida por el actor, eventualmente acarrearía 
efectos adversos a la Administradora de Riesgos Laborales a la cual estuviese afiliado el 
actor, pues precisamente se encontraba discutiendo el origen de sus patologías, por lo que, 
era necesaria la comparecencia de la ARL SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. para 
ejercer su derecho de defensa y contradicción frente a las resultas de un posible nuevo 
dictamen o fallo del juzgador. 

 
La decisión del despacho vulnera a todas luces el derecho de defensa y contradicción, 
debido proceso, acceso a la administración de justicia e igualdad de mi prohijada, por 
cuanto, con base en el artículo 133 y 134 del Código General del Proceso al tratarse de falta 
de integración del litisconsorcio necesario, sin importar que la sentencia esté ejecutoriada 
ya que, se busca proteger el derecho de defensa, por otro lado, es claro que cualquier 
decisión judicial que se tome con fundamento en un dictamen de pérdida de capacidad 
laboral, involucra directamente a las entidades de seguridad social, pues las resultas del 
mismo acarrean cargas prestacionales en contra de aquellas, como lo ocurrido en el 
presente caso con la ARL SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A.  
 

II. DERECHOS VULNERADOS 
 
En virtud de lo expuesto, el Tribunal Superior de Cali – Sala laboral y, el Juzgado Trece Laboral 
del Circuito de Cali, han vulnerado los derechos fundamentales a LA DEFENSA Y 
CONTRADICCIÓN, DEBIDO PROCESO, ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA e 
IGUALDAD por las razones que a continuación se esbozan:   
 
1. La presente acción de tutela se sustenta bajo la premisa de vulneración de derechos de rango 

constitucional, por ende, es menester traer a colación el artículo 2° de la Constitución Política 
de Colombia, el cual reza en su tenor literal:  

 
“Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados 
en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan 
y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 
pacífica y la vigencia de un orden justo”. 

 
Sumado a lo anterior, el artículo 4 ibidem, del que se resalta que, cualquier incompatibilidad 
entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales, esto teniendo en cuenta la supremacía de la norma constitucional, razón por 
la cual no le asiste razón alguna al A-quo y al A-quem, violentar los derechos de mí 
representada en el asunto que aquí nos atañe. 

 
2. Respecto del derecho fundamental a la igualdad, se resalta que el artículo 13 de nuestra carta 

magna, expone que absolutamente todas las personas tanto naturales como jurídicas gozan 
de los mismos derechos, libertades y oportunidades, por ende, les corresponde a los jueces 
de la república como garantes del cumplimiento normativo y constitucional, establecer de 
manera particular cuando le son aplicables dichos lineamientos conforme al caso particular. 
Por lo que, revisado el caso de marras, se observa que el Juzgado Trece Laboral de Cali y el 
Tribunal Superior, únicamente realizaron un análisis generalizado y subjetivo, sin adentrarse 
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en las obligaciones particulares de las partes, inobservando la oportunidad que debía tener 
mi representada para objetar el dictamen de PCL que se practicó en el proceso ordinario 
laboral conforme lo dispone el artículo 228 del C.G.P, obstaculizando finalmente el buen 
ejercicio de la defensa respecto de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. 
 

3. Frente al derecho al Debido Proceso, a la Defensa y contradicción, atendiendo el artículo 29 
de nuestra Constitución Política, el cual estipula que, el primero, corresponderá a la aplicación 
sobre toda clase de actuaciones; debiéndose ejecutar cualquier decisión con base en las 
normas preexistentes, y el segundo, a la oportunidad que tiene toda persona de tener la 
asistencia de un abogado y defender sus derechos, se tiene que tanto el Juzgado 13 Laboral 
del Circuito de Cali, como el Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral, violentaron estos 
derechos constitucionales, ya que, bajo razones subjetivas y sin atender las normas 
procesales, indicaron que, dentro del proceso no se pretendieron prestaciones económicas, 
por tanto, no era necesaria la vinculación de la ARL SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA 
S.A., vulnerando el debido proceso, derecho a la defensa y contradicción de mi representada, 
dentro de un proceso donde se discutió la nulidad de un dictamen y la práctica de uno nuevo, 
que finalmente trajo consecuencias a los intereses de la Administradora, por no haber sido 
integrada como litisconsorte necesario. 

 
4. En lo que corresponde a la administración de justicia, los artículos 228 y 229 ibidem, estipulan 

la prevalencia que se debe tener respecto del derecho sustancial, es decir, la norma que se 
aplica al caso en concreto, así como la garantía del acceso a la administración de justicia, 
derechos de los que igualmente está siendo privada mi representada SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A., al no ser integrada como litisconsorte necesario en el proceso 
ordinario laboral de primera instancia, en el cual no se le permitió contradecir el dictamen de 
perdida de la capacidad laboral que se practicó, cercenando así derechos de orden 
constitucional, y excediéndose de formalismos infundados.  

 
De la norma constitucional transcrita, es dable afirmar que, toda persona, sea natural o jurídica 
se encuentra revestida de derechos mínimos fundamentales que deben ser garantizados al 
momento de encontrarse ante una acción judicial, de los cuales es el Juez de conocimiento quien 
debe velar por el cabal cumplimiento de todos y cada uno de los derechos enunciados 
anteriormente, por lo que, en el caso de estudio, se observa que el Juzgado 13 Laboral del 
Circuito de Cali, como el Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral, con la decisión de declarar 
improcedente la nulidad por indebida integración del contradictorio, basados en argumentos 
meramente subjetivos y alejándose de la ley procesal, vulneraron el derecho al debido proceso, 
a la defensa y contradicción de la ARL SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. al impedirle 
hace parte en un proceso donde se discuten el origen de las patologías del afiliado y que 
conforme lo prescribe el artículo 228 del C.G.P. mi prohijada tenía derecho a la contradicción del 
mismo, siendo necesaria su integración a la litis. 
 
De esta manera, evidenciándose una vulneración latente en el caso de marras, es procedente 
analizar la procedencia de esta acción constitucional, de la siguiente manera 
 

III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
De manera reiterada, la jurisprudencia constitucional se ha referido a la posibilidad de 
controvertir las decisiones judiciales a través del ejercicio de la acción de tutela, precisando que, 
en esos casos, el amparo es de alcance excepcional y restringido, en el sentido que solo tiene 
lugar cuando pueda establecerse claramente una actuación del juzgador manifiestamente 
incompatible con la Constitución y violatoria de derechos fundamentales, en especial, de los 
derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, sin que sea factible 
entender que la tutela, en sí misma, constituya un juicio de corrección de los asuntos ya definidos 
por la autoridad competente. 
 
Ha explicado la Corte que, aun cuando las decisiones judiciales pueden dar lugar a la amenaza 
o vulneración de garantías constitucionales susceptibles de protección por vía de tutela, el 
alcance excepcional y restrictivo de dicha acción surge, precisamente, de la necesidad de 
preservar los principios constitucionales de los que se desprende el respeto por la cosa juzgada, 
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la seguridad jurídica, la garantía de la independencia y autonomía de los jueces y el sometimiento 
general de los conflictos a las competencias judiciales ordinarias. 
 
En ese sentido, la procedencia excepcional de la tutela contra providencias judiciales, “parte del 
equilibrio adecuado que debe existir, entre el respeto a los principios constitucionales de 
seguridad jurídica y autonomía judicial, por un lado, y la prevalencia y eficacia de los derechos 
fundamentales, por el otro, para disponer sobre su protección, cuando éstos han resultado 
ilegítimamente afectados con una decisión judicial”1. 
 
Sobre esa base, la Corte Constitucional ha construido una sólida línea jurisprudencial en relación 
con las condiciones que deben cumplirse para que sea posible controvertir una providencia 
judicial a través del mecanismo de amparo constitucional. 
 
Precisamente, en una labor de sistematización sobre la materia, en la Sentencia C-590 de 2005, 
la Corte identificó los requisitos generales y específicos de procedencia de la tutela cuando la 
amenaza o violación de los derechos proviene de una decisión judicial. A este respecto, se aclaró 
en el fallo que los primeros son presupuestos cuyo cumplimiento forzoso es condición necesaria 
para que el juez constitucional pueda entrar a valorar de fondo el asunto puesto en su 
conocimiento, mientras que los segundos corresponden, específicamente, a los vicios o defectos 
presentes en la decisión judicial y que constituyen la causa de la vulneración o amenaza de los 
derechos fundamentales. 
 
Siguiendo lo dicho en la citada sentencia, a su vez reiterada de manera uniforme en posteriores 
pronunciamientos, para que una decisión judicial pueda ser revisada en sede de tutela, es 
necesario que previamente cumpla con los siguientes requisitos generales, también 
denominados por la jurisprudencia como presupuestos formales, a saber: 
 

• Que la controversia planteada sea constitucionalmente relevante, lo que significa que el juez 
de tutela tiene la carga de explicar por qué el asunto sometido a su conocimiento trasciende 
el ámbito de la mera legalidad y plantea una controversia de marcada importancia 
constitucional que afecta los derechos fundamentales de alguna de las partes. 

 

• Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al 
alcance de la persona afectada, a menos que se busque evitar la ocurrencia de un perjuicio 
irremediable. Dado el carácter subsidiario y residual que identifica la acción de tutela, y con 
el fin de evitar que la misma sea utilizada como un medio alternativo o supletivo de defensa, 
es deber del actor, antes de acudir a ella, agotar todos los mecanismos judiciales que el 
sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. 

 

• Que se cumpla con el requisito de la inmediatez. Es decir, que la acción de tutela se 
promueva en un término razonable y proporcional a la ocurrencia del hecho que originó la 
amenaza o vulneración del derecho.  En la medida que la tutela tiene como propósito la 
protección inmediata de los derechos fundamentales, se requiere, para efectos de lograr tal 
objetivo, que la misma se promueva oportunamente, es decir, en forma consecutiva o 
próxima al evento que da lugar a la afectación de los derechos fundamentales. Respecto al 
cumplimiento de este requisito, la jurisprudencia constitucional ha estimado que, “al 
momento de determinar si se presenta el fenómeno de la inmediatez en materia de acción 
de tutela contra providencias judiciales, es necesario examinar los siguientes aspectos: (i) 
si obra en el expediente prueba alguna que justifique la inactividad del peticionario; (ii) si se 
está en presencia de un sujeto de especial protección o de persona que se encontraba en 
una situación de especial indefensión; y (iii) la existencia de un plazo razonable”. 

 

• Que, tratándose de una irregularidad procesal, la misma tenga un efecto decisivo o 
determinante en la decisión a la que se le atribuye la afectación de los derechos 
fundamentales. De acuerdo con tal presupuesto, cuando se alega una irregularidad 
procesal, es necesario que el vicio invocado incida de tal manera en la decisión final, que 
de no haberse presentado o de haberse corregido a tiempo, habría variado sustancialmente 

 

1 Sentencia T-214 de 2018 
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el alcance de tal decisión. No obstante, de acuerdo con lo expresado en la sentencia C-590 
de 2005, si la irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal como 
ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse como crímenes de lesa 
humanidad, la protección de tales derechos se genera independientemente del efecto sobre 
la decisión y, por ello, hay lugar a la anulación del juicio. 

 

• Que la parte actora identifique de forma razonable los hechos que generaron la vulneración 
y los derechos afectados, y que hubiere alegado tal situación en el proceso judicial en la 
medida de lo posible. En contraposición a la informalidad que identifica la acción de tutela, 
cuando está se promueve contra providencias judiciales, se requiere que el actor no solo 
tenga claridad en cuanto a la causa de la afectación de derechos que surge de la decisión 
cuestionada, sino también, que la haya planteado previamente al interior del proceso, 
debiendo dar cuenta de ello en la solicitud de protección constitucional. 

 

• Que la acción de tutela no se promueva contra una sentencia de tutela, pues los debates 
sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse indefinidamente. 
Tal exigencia resulta particularmente relevante, si se tiene en cuenta que todas las 
sentencias proferidas en sede de tutela son remitidas a la Corte Constitucional para su 
eventual revisión y, con ese propósito, son sometidas a un riguroso proceso de selección, 
en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala 
respectiva, se tornan definitivas e inmutables.   

 
Los segundos -requisitos específicos-, aluden a los yerros judiciales que se advierten en la 
decisión judicial y tornan inexorable la intervención del juez de tutela. Esos fueron denominados 
“causales especiales de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales”, y se explicaron 
en los siguientes términos: 

a) Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la 
providencia impugnada carece, absolutamente, de competencia para ello.  

b) Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al 
margen del procedimiento establecido. 

c) Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la 
aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

d) Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas 
inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción 
entre los fundamentos y la decisión. 

e) Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por 
parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos 
fundamentales. 

f) Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar 
cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que 
precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional. 

g) Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la 
Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario 
aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede 
como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente 
vinculante del derecho fundamental vulnerado. 

h) Violación directa de la Constitución.   

Teniendo claros los vicios o defectos que han sido señalados, en el caso de marras se observa 
que, tanto el Juez de Instancia, como el Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral, incurrieron en 
uno de estos, el defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 
completamente al margen del procedimiento establecido, vicio en el que se ve inmerso los 
conceptos de: defecto sustantivo, fáctico, orgánico y procedimental.  
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Para el caso que nos atañe y propiamente la providencia proferida por el TRIBUNAL SUPERIOR 
DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI, y ante la decisión equivocada de declarar improcedente la 
nulidad procesal por indebida integración del contradictorio bajo el argumento de que dentro del 
proceso ordinario laboral no se pretendió la obtención de prestaciones económicas del sistema 
general de seguridad social de riesgos laborales, sin examinarse que, cualquier decisión judicial 
que se tome con fundamento en un dictamen de pérdida de capacidad laboral, involucra 
directamente a las entidades de seguridad social, pues las resultas del mismo acarrean cargas 
prestacionales en contra de aquellas, por tanto, es evidente que estamos ante un defecto 
procedimental absoluto, dejando de lado lo dispuesto en el artículo 228 de la Constitución 
Política. 
 

IV. CONFIGURACIÓN DE LA VÍA DE HECHO 
 

• Cumplimiento de los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela para 
el caso en concreto:  

 
I. El asunto debatido reviste relevancia constitucional. 

El problema jurídico puesto a consideración es de evidente relevancia constitucional, puesto 
que se refiere a la falta del ejercicio del derecho a la defensa y contradicción que tuvo 
SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. al no poder hacer parte de un proceso, en el 
cual cualquier decisión que se discutiera entorno al origen las patologías del demandante, 
la involucraría e impactaría directamente. Su relevancia parte de que tanto el Juez de 
primera instancia como el Tribunal Superior, le dan prioridad a la Ley procesal por encima 
de la Ley sustancial, cercenando así, derechos de orden constitucional como el debido 
proceso, derecho a la defensa y contradicción e igualdad.  

II. El tutelante agotó todos los medios de defensa judicial a su alcance. 

Contra las decisiones adoptadas, el suscrito, en representación de SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A., ha llevado a cabo todos los recursos pertinentes para garantizar los 
derechos de mi defendida, siendo renuentes en la vulneración de sus derechos 
fundamentales a la defensa y debido proceso, así como impidiendo su libre acceso a la 
administración de justicia. Resaltándose que, una vez mi representada fue notificada del 
proceso laboral de única instancia, se procedió a radicar (i) la solicitud de nulidad procesal 
del proceso ordinario laboral con rad. 2017-00297 y, (ii) recurso de reposición en subsidio 
apelación respecto de la decisión del juez laboral sobre la improcedencia de la nulidad, 
mismo que finalmente fue atendido por el Tribunal Superior de Cali, no habiendo entonces 
otro mecanismo o vía más allá que el recurso de apelación presentado. 

III. Existió inmediatez entre los hechos y el ejercicio de la acción de tutela. 

La acción de tutela es interpuesta dentro de un término razonable, pues la decisión del 
Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral, fue notificada en estados el veintiocho (28) de 
enero de dos mil veinticinco (2025). 

IV. La tutela no se dirige contra una sentencia de tutela. 

La presente acción de tutela se dirige contra el Auto Interlocutorio No. 0020 del 27/01/2025 
providencia proferida por el Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral y no contra un fallo de 
tutela. 

V. El accionante identificó de manera razonable los hechos que, en su concepto, generaron la 
vulneración de sus derechos fundamentales. 

Se observa que, en el presente caso, se identifica de manera razonable los hechos que 
generaron la vulneración de los derechos fundamentales a la igualdad y al acceso efectivo 
a la administración de justicia, las causas del agravio. 

Por otro lado, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil y Agraria, en providencia 
STC2946-2023, precisó respecto de la procedencia de la tutela en estos asuntos: 
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“De acuerdo con la jurisprudencia de esta Corporación y de la Corte Constitucional, 
es procedente el análisis de acciones supralegales frente a cuestiones semejantes 
cuando se alega la vulneración del debido proceso por falta de vinculación o 
integración del contradictorio, o cuando se configura la cosa juzgada 
fraudulenta. Todo, siempre y cuando se cumplan los presupuestos de inmediatez y 
subsidiariedad de la acción (CSJ STC 31 jul. 2020, rad. 2020-01471-00, STC8657-
2021, SU627-2015)».” (subrayas y negrilla fuera de texto) 
 

Así las cosas, es claro que, se cumplen los presupuestos de inmediatez y subsidiariedad, para 
que sea procedente la presente acción en contra de las providencias que vulneraron los 
derechos al debido proceso y defensa de mi representada por la no vinculación al proceso de 
marras. 

• Sobre el defecto procedimental que se alega en la presente acción constitucional:  
 
Este defecto fue definido inicialmente a partir del año de 1992 y hasta el año 2003 cuando se dio 
lugar a la “Teoría de los defectos” en que se creó cuatro (4) formas en la que se presenta la vía 
de hecho (defecto sustantivo, fáctico, procedimental y orgánico). Posteriormente, en el año 2003 
con la sentencia T-441, se redefinió el concepto de vía de hecho por el de causales genéricas 
de procedibilidad, procurando dejar de lado dicho concepto, tratando de minimizar sus efectos 
lingüísticos que daba a entender que el juez actuaba por fuera de la legalidad, que el juez 
adoptaba decisiones arbitrarias y caprichosas, que el juez en presencia de una vía de hecho 
estaba cometiendo un delito.  
 
De esta manera, tenemos que en el caso que aquí nos ocupa se presenta el defecto 
procedimental, el cual se manifiesta siempre que el Juez se aparta abierta e injustificadamente 
de una norma procesal, conduciendo de esta manera al desconocimiento de las formas de la 
litis, sin embargo, es dable precisar que nuestra jurisprudencia ha establecido que este defecto 
se puede presentar en dos modalidades, explicados por la Corte así: 
 

“La jurisprudencia constitucional ha identificado dos formas de defecto 
procedimental: el defecto procedimental absoluto y el defecto procedimental por 
exceso ritual manifiesto. El primero se relaciona directamente con el derecho 
fundamental al debido proceso (art. 29 de la CP) y ocurre cuando la autoridad judicial 
actúa al margen del procedimiento legalmente establecido, ya sea porque sigue un 
procedimiento distinto al aplicable o porque omite una etapa sustancial de este. El 
segundo, relacionado con el derecho de acceso a la administración de justicia y el 
principio de prevalencia del derecho sustancial sobre el formal (art. 228 de la CP), 
ocurre cuando el juez concibe los procedimientos como obstáculos para la efectiva 
realización del derecho sustancial y, en consecuencia, incurre en una denegación de 
justicia. 2” (subrayas fuera de texto).  

 
De esta manera, tenemos que el caso de marras se encuentra ampliamente identificado y 
probada la aplicación del DEFECTO PROCEDIMENTAL ABSOLUTO, en el entendido que, tanto 
el Juzgado 13 Laboral del Circuito de Cali, como el Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral, 
actuaron al margen del procedimiento establecido y la normatividad aplicable al caso en 
concreto, esto es, la oportunidad y trámite de las nulidades consagradas en los artículos 133 y 
134 del CGP en concordancia con el artículo 61 ibidem, impidiendo la realización efectiva de los 
derechos de mi representada, al no integrarse en calidad de litisconsorte necesario al proceso 
ordinario laboral. Lo anterior, teniendo en cuenta que el Juez no realizó un control maximizando 
los postulados constitucionales y garantizando la supremacía de la Carta Política, 
particularmente, con sujeción a las reglas que se derivan del debido proceso y en procura de 
conceder el acceso material a la administración de justicia. Todo, con miras a evitar decisiones 
inhibitorias. 
 
Ahora bien, debemos precisar que, para el caso en concreto, el juez laboral que atiende el 
proceso ordinario laboral de primera instancia incurrió en un defecto procedimental, al no dar 

 

2 Sentencia SU048 de 2022 
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integral interpretación y aplicación al artículo 61 del CGP, numeral 8 del artículo 133 y el artículo 
134 ibidem, sino que se centró en dar argumentos subjetivos, haciendo referencia a las 
pretensiones de la demanda y lo decidido en litis.  
 
De esta manera, vemos que los artículos en cita determinan: 
 

“ARTÍCULO 61. LITISCONSORCIO NECESARIO E INTEGRACIÓN DEL 
CONTRADICTORIO. Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos 
respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse 
de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia de las 
personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, 
la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere 
así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de 
esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de 
comparecencia dispuestos para el demandado.” 

 
“ARTÍCULO 133. CAUSALES DE NULIDAD. El proceso es nulo, en todo o en parte, 
solamente en los siguientes casos: 
 
(…)  
 
8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la 
demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas 
aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que 
deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, 
o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad 
que de acuerdo con la ley debió ser citado.” 

 
“ARTÍCULO 134. OPORTUNIDAD Y TRÁMITE. Las nulidades podrán alegarse en 
cualquiera de las instancias antes de que se dicte sentencia o con posteridad a esta, 
si ocurrieren en ella. 
 
(…)  
 
Cuando exista litisconsorcio necesario y se hubiere proferido sentencia, esta 
se anulará y se integrará el contradictorio.” (subrayas y negrilla fuera de texto) 

 
Así las cosas, vemos como el juez de instancia y el Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral, se 
apartaron de las normas aplicables actuando al margen de aquellas, en el entendido que, 
argumentaron su decisión en que, (i) en la demanda las pretensiones no iban dirigidas al 
reconocimiento de una prestación económica, (ii) que no existió un dictamen de calificación 
expedido por SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. y, (iii) que la determinación del origen 
de pérdida de la capacidad laboral era un asunto eminentemente técnico.  
 
Olvidando el juzgador de primera instancia y el Tribunal lo prescrito en el artículo 2 del Decreto 
1352 de 2013 compilado por el artículo 2.2.5.1.2 del Decreto 1072 de 2015, que prescribe: 
 

“Personas interesadas. Para efectos del presente decreto, se entenderá como 
personas interesadas en el dictamen y de obligatoria notificación o 
comunicación como mínimo las siguientes:  
 
1. La persona objeto de dictamen o sus beneficiarios en caso de muerte.  
2. La Entidad Promotora de Salud.  
3. La Administradora de Riegos Laborales.  (…) (subrayas y negrilla fuera de texto) 
 

Lo dispuesto en el anterior articulado fue motivo de observancia por parte del demandado la 
Junta Nacional de Calificación de Invalidez, quien al contestar la demanda propuso la excepción 
previa de indebida integración del contradictorio, solicitando la integración al proceso de la ARL 
y AFP a la cual estuviese afiliado el demandante, ello, precisamente en consideración a que, 
cualquier decisión judicial que se tome con fundamento en un dictamen de pérdida de capacidad 
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laboral, involucra directamente a las entidades de seguridad social, pues las resultas del mismo 
acarrean cargas prestacionales en contra de aquellas, sin embargo, la misma fue negada por 
parte del A quo.  
 
Al respecto de lo anterior, la Corte Suprema de Justicia en sentencia de tutela STL12815 de 
2014, al resolver un caso idéntico al que hoy nos ocupa, precisó: 

 
“Significa lo anterior, que el proceso de calificación de invalidez comprende la 
participación de las distintas entidades que conforman el sistema integral de 
seguridad social en salud, pensión y riesgos laborales, razón por la cual la 
controversia que surja respecto al dictamen de calificación necesariamente involucra 
las decisiones adoptadas por dichos organismos; en consecuencia, les asiste el 
derecho a actuar dentro del proceso judicial en el que se discute la calificación en la 
que intervinieron previamente. 
 
En segundo lugar, porque la decisión judicial que se adopte respecto al dictamen 
de calificación de invalidez, eventualmente podría generar cargas de tipo 
prestacional sobre las entidades que conforman el sistema de seguridad social, 
en este caso, frente a la aseguradora de riesgos profesionales, sin que resulte 
admisible que posteriormente pueda exigírsele su reconocimiento con base en 
una decisión adoptada dentro de un proceso judicial en el cual no tuvo la 
oportunidad de intervenir; o en el caso hipotético en que se instaure un nuevo 
proceso tendiente al reconocimiento de prestaciones, la aseguradora no tendría la 
posibilidad de controvertir el dictamen por haber quedado en firme en un proceso 
anterior. 
 
Así las cosas, en el caso que ocupa la atención de la Sala, si bien la pretensión del 
demandante dentro del proceso ordinario laboral, se dirigió únicamente a que 
se modificara el origen de la enfermedad que había determinado la Junta Nacional 
de Calificación de Invalidez en el dictamen No. 12640170 del 27 de noviembre de 
2009, la decisión del juez laboral de no vincular a la ARL como litisconsorte 
necesario, lesionó los derechos fundamentales a la defensa y acceso a la 
administración de justicia de la entidad accionante.” (subrayas y negrilla fuera de 
texto) 

 
Conforme con lo expuesto por la H. Corte, es claro que se debió integrar al proceso a la ARL 
SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., pues el litigio precisamente se centró en 
determinar si daba o no lugar a la nulidad del dictamen emitido por la JNCI, y en su lugar si las 
patologías del señor DAVID SEPULVEDA eran de origen laboral, por lo que, cualquier decisión 
que se tomara en torno a ello, indiscutiblemente afectaría los intereses de alguna entidad de 
seguridad social. 
 
En conclusión, el despacho (i) incurrió en un DEFECTO PROCEDIMENTAL ABSOLUTO, (ii) no 
accedió a la excepción previa formulada por la demandada JNCI respecto de la integración de 
la ARL SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., (iii) rechazó por improcedente la nulidad 
alegada bajo argumentos subjetivos, (iv) expresó que SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA 
S.A. buscaba revivir un proceso legalmente concluido, olvidando que, el artículo 134 del CGP, 
busca proteger el derecho de defensa sin importar que la sentencia se encuentre ejecutoriada, 
(v) no tuvo en cuenta que, el dictamen de PCL practicado en el proceso, implicó el 
reconocimiento de prestaciones económicas a cargo de la no vinculada, por tanto, no analizó las 
consecuencias jurídicas de las resultas del dictamen de perdida de la capacidad laboral cuya 
nulidad pretendida, afectarían directamente a la ARL y por tanto, aquella debió integrarse al 
contradictorio para ejercer su derecho a la defensa, (vi) que SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A., no tuvo oportunidad de ejercer su derecho a la defensa y contradicción. 
 
Finalmente, es claro que, la solicitud de NULIDAD PROCESAL POR INDEBIDA INTEGRACIÓN 
DEL CONTRADICTORIO es totalmente procedente, conforme con lo dispuesto en los artículos 
133 y 134 del CGP en concordancia con el artículo 61 ibidem, y la jurisprudencia en cita, toda 
vez que, la no integración como litis de a ARL SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., a un 
proceso en el cual se discute la nulidad de un dictamen cuyo objetivo era que las patologías del 
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actor fueran calificadas como de origen laboral, y su resultado afectaría directamente los 
intereses de la Administradora de Riesgos Laborales. 
 
Así pues, por las razones y fundamentos anteriormente expuestos, solicito se tenga en cuenta al 
momento de proferir fallo. 
 

VI. PRETENSIÓN  
 
Con fundamento en los hechos anteriormente enunciados, solicito al honorable despacho: 

Declarar la nulidad de lo actuado en el proceso ordinario laboral con radicado 
76001310501320170029700 instaurado por el señor DAVID SEPULVA TENORIO hasta antes 
de la notificación del auto admisorio de la demanda, ordenando la vinculación de mi representada 
en calidad de litisconsorte necesario. 

VII. GRAVEDAD DE JURAMENTO 
 
Bajo la gravedad del juramento y el principio de la buena fe, artículo 83 de la Constitución 
Política, afirmo que no se ha instaurado otra acción de tutela por los mismos hechos y derechos 
aquí invocados. 
 

VIII. PRUEBAS Y ANEXOS 
 
1. Solicitud de NULIDAD PROCESAL POR INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL 

CONTRADICTORIO y correo de radicación del 19/04/2023 
2. Auto interlocutorio No. 2713 del 18/09/2023 expedido por el Juzgado Trece Laboral de Cali 
3. Recurso de apelación contra el Auto interlocutorio No. 2713 del 18/09/2023 y correo de 

radicación del 02/10/2023 
4. Auto Interlocutorio No. 3053 del 16/10/2023 expedido por el Juzgado Trece Laboral de Cali 
5. Auto Interlocutorio No. 0020 del 27/01/2025 expedido por el Tribunal Superior de Cali, Sala 

Segunda Laboral 
6. Salvamento de voto magistrado Dr. Carlos Alberto Oliver Gale frente al Auto Interlocutorio 

No. 0020 del 27/01/2025 
7. Poder conferido y su constancia de remisión por correo electrónico 
8. Cédula de Ciudadanía del suscrito apoderado. 
9. Tarjeta Profesional del suscrito apoderado.  
 

IX. NOTIFICACIONES 
 

• Los accionados: Juzgado Trece Laboral del Circuido de Cali al correo electrónico 
j13lccali@cendoj.ramajudicial.gov.co y al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali- Sala 
Laboral al correo electrónico sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 

• El suscrito y mi representada en la secretaria de su despacho, en la Avenida 6ABis No.35N-
100 Oficina 212 de la ciudad de Cali y al correo electrónico notificaciones@gha.com.co  

 
 
Cordialmente,  
 
 
 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA  
C.C. 19.395.114 de Bogotá D.C 
T.P. No. 39.116 del C.S. de la Judicatura.  
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Señores 
JUZGADO TRECE (13) LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
j13lccali@cendoj.ramajudicial.gov.co  
E.S.D.  
 

Referencia:       ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
Demandante:    DAVID SEPULVEDA TENORIO 
Demandado:    JUNTA DE CALIFICACION NACIONAL CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 
Radicación:      76001310501320170029700 
 
Asunto:            SOLICITUD DE NULIDAD PROCESAL POR INDEBIDA INTEGRACIÓN  
                          DEL CONTRADICTORIO 

 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía 
No. 19.395.114 expedida en Bogotá, abogado en ejercicio portador de la Tarjeta Profesional No. 
39.116 del C. S. de la Judicatura, obrando como apoderado Judicial de SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A., conforme al poder especial otorgado y el cual se adjunta al presente 
escrito,  respetuosamente solicito la nulidad procesal por falta de notificación e integración de mi 
representada al proceso de la referencia, teniendo en cuenta los siguientes acápites:  
 

I. SOBRE LA LEGITIMACIÓN DE SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. PARA 
SOLICITAR LA NULIDAD PROCESAL 

 
SEGUROS DE VIDA SURAMERICA S.A. se encuentra legitimada para solicitar la nulidad procesal 
porque: (i) Las sentencias emitidas dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia bajo 
radicación No. 76001310501320170029700 afectan los intereses de mi prohijada y esta no fue 
vinculada al proceso ni como demandada ni como litisconsorte necesario (ii) La solicitud versa sobre 
la práctica de una prueba que no fue controvertida por la ARL que represento y por lo tanto, es clara 
la vulneración al derecho del debido proceso, defensa y contradicción (iii) Mi prohijada no dio lugar 
al hecho que origina la causal de nulidad y (iv) Dicha nulidad no se podía alegar como excepción 
previa en razón a la falta de integración del litisconsorte necesario en el presente proceso.  
 

II. CAUSAL DE NULIDAD ALEGADA: INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL 
CONTRADICTORIO 

 
Como causal de nulidad procesal se formula la contemplada en el numeral 8° del artículo 133 del 
C.G.P. en razón a que al proceso de la referencia no se vinculó a la ARL SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A. en calidad de demandada ni en calidad de litisconsorte necesario. 
Resaltándose que la nulidad del dictamen de PCL pretendida por el actor y consigo, las resultas del 
proceso afectan los intereses de mi prohijada. Lo cual lesionó evidentemente, las garantías de mi 
representada sobre las que recaen las resultas del proceso, particularmente el derecho de 
contradicción en el juicio. 
 
Al respecto, el número 8° del artículo 133 del C.G.P precisa:  
 

“(…) 8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la 
demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas, aunque 
sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder 
en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida 
forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley 
debió ser citado (…) “ 

 
En consonancia, el artículo 134 del C.G.P indica la oportunidad y trámite para presentar la nulidad, 
de la siguiente manera:  
 

“(…) La nulidad por indebida representación, notificación o emplazamiento, solo beneficiará 
a quien la haya invocado. Cuando exista litisconsorcio necesario y se hubiere proferido 
sentencia, esta se anulará y se integrará el contradictorio (…)” (Negrilla y subrayado por 
fuera del texto original).  
 

mailto:j13lccali@cendoj.ramajudicial.gov.co


Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 

dql 

          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                     Página 2 | 6 

 

Así las cosas, es menester precisar que en sentencia del 2 de nov. de 1994, rad.6810, reiterada en 
la sentencia SL 16855 de 2015, la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Laboral dijo: 
 

“EL LITISCONSORCIO NECESARIO: “Conforme acontece en materia civil de acuerdo con 
los artículos 51 y 83 del C.P.C, en los procesos laborales puede suceder que sea 
indispensable la integración de un litisconsorcio necesario, vale decir que las partes en 
conflicto o una de ellas deban estar obligatoriamente compuestas por una pluralidad de 
sujetos en razón a que en los términos de la última norma aludida, "... el proceso verse 
sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales por su naturaleza o por 
disposición legal, no fuere posible resolver de mérito sin la comparecencia de las 
personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos ..." 
“Desde luego, la razón de ser de esta figura se halla ligada al concepto del debido proceso 
como derecho fundamental de las personas que les otorga la garantía de no ser 
vinculadas o afectadas por una decisión judicial, sin haber tenido la oportunidad de 
exponer su posición en un proceso adelantado de acuerdo con los ritos 
preestablecidos (C.N art 29) y es que el litisconsorcio necesario se explica porque es 
imperativo para la justicia decidir uniformemente para todos los que deben ser  litisconsortes. 
“Acorde con lo que establecen los textos mencionados, los cuales son aplicables en los 
juicios del trabajo a falta de norma específica sobre el tema en el C.P.L, la exigencia de 
conformar el litisconsorcio obedece en primer término a la naturaleza de la relación jurídica 
sustancial que da lugar al litigio o, en segundo lugar, a que la ley en forma expresa y en 
precisos casos imponga su integración. 
 
Ahora bien, se hace indispensable la integración de parte plural en atención a la índole de 
la relación sustancial, cuando ella está conformada por un conjunto de sujetos, bien sea en 
posición activa o pasiva, en modo tal que no sea “... susceptible de escindirse en tantas 
relaciones aisladas como sujetos activos o pasivos individualmente considerados existan 
sino que se presenta como una sola, única e indivisible frente al conjunto de tales sujetos.  
En tal hipótesis, por consiguiente un pronunciamiento del juez con alcances referidos a la 
totalidad de la relación no puede proceder con la intervención única de alguno o algunos de 
los ligados por aquella, sino necesariamente con la de todos.  Sólo estando presente en el 
respectivo juicio la totalidad de los sujetos activos y pasivos de la relación sustancial, queda 
debida e íntegramente constituida desde el punto de vista subjetivo la relación jurídico-
procesal, y por lo tanto sólo cuando las cosas son así podrá el Juez hacer el pronunciamiento 
de fondo demandado.  En caso contrario, deberá limitarse a proferir el fallo inhibitorio..." 
(G.J., Ts. CXXXIV, pág. 170 y CLXXX, pág 381, recientemente reiteradas en Casación Civil 
de 16 de mayo de 1.990, aún no publicada).  (Ver, extractos de jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia, Tercer Trimestre de 1.992, págs 47 a 50, Imprenta Nacional, 1.993) 
(…)” (Negrilla y subrayado por fuera del texto original). 

 
Ese criterio ha sido constante y pacífico, como se refleja, entre otras, en sentencias CSJ SL, del 24 
jun. 1999, rad. 11862, del 21 de feb. de 2006, rad. 24954, del 15 de feb. y 25 de oct. del 2011, 
radicaciones 34939 y 36379; y en la del 22 de ag. de 2012, rad. 38450 
 
Lo anterior porque la figura del litisconsorcio necesario hace relación a que «cuando la cuestión 
litigiosa haya de resolverse de manera uniforme para todos los litisconsortes, los recursos y en 
general las actuaciones de cada cual favorecerán a los demás. Sin embargo, los actos que 
impliquen disposición del derecho en litigio sólo tendrán eficacia si emanan de todos», lo que quiere 
decir que tal predicamento corresponde no a las afirmaciones del demandado en su respuesta a la 
demanda, o a las del demandante en su escrito inaugural del proceso, sino que por la naturaleza 
del asunto en litigio adquieren la calidad de litisconsortes necesarios, la cual surge cuando no es 
posible dictarse sentencia sin la presencia de todos quienes conforman la relación jurídica 
sustancial controvertida en el proceso, pues de resultar excluido alguno o algunos a quienes atañe 
la decisión de instancia, ésta no lograría su eficacia, y por consiguiente, no sería inmutable ni 
definitiva necesarias para su ejecutoria, puesto que respecto de aquél o aquéllos no contaría con 
oponibilidad. 
 
Respecto al Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio, el artículo 61 del C.G.P. indica 
que:  
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“Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su 
naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible 
decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones 
o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse 
contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará 
notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la 
forma y con el término de comparecencia dispuestos para el demandado. 
 
En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la 
citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya 
dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 
comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término. 
 
Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá 
sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 
 
Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. 
Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia 
si emanan de todos. 
 
Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, 
podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.” (Negrilla y 
subrayado por fuera del texto original) 
 

Con fundamento en lo expuesto, se concluye que: (i) La nulidad formulada es en razón a la falta de 
integración del contradictorio de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. en el proceso 
ordinario laboral de primera instancia bajo la radicación No. 76001310501320170029700 (ii) 
SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. no tuvo la oportunidad procesal para controvertir la 
prueba pericial práctica dentro del proceso de la referencia y por ende, las sentencias de primera y 
segunda instancia resultaron desfavorables para esta (iii) La parte actora no puede pretender 
mediante proceso ordinario laboral de única instancia bajo la radicación No. 76001-41-05-002-2023-
00174-00 que SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. le reconozca y pague la indemnización 
por IPP con base en un dictamen el cual mi representada no tuvo la oportunidad procesal para 
controvertirlo, configurándose así, una vulneración a las garantías sobre las que recaen las resultas 
del proceso, particularmente el derecho de contradicción en el juicio, al debido proceso y defensa y 
(iv) En el presente caso se debió configurar un litisconsorcio necesario por cuanto la comparecencia 
de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. era indispensable ya que las resultas del proceso 
podían acarrear obligaciones a cargo de la Administradora de Riesgos Laborales, además, no se 
podía resolver la nulidad del dictamen emitido por la JNCI por cuanto dicha decisión se encontraba 
en firme, siendo dicha junta el órgano de cierre en materia de calificación, tal como lo estable el 
Decreto 1352 de 2013 y se erigía como base de la inexistencia de responsabilidad de mi procurada, 
debiéndose tramitar la nulidad del dictamen y la responsabilidad de mi poderdante en un mismo 
proceso y (v) El suscrito formula la nulidad del juicio con posterioridad a la sentencia, es decir que, 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 134 del C.G.P, la sentencia se invalidará, se remitirá al juez 
de primera instancia quien procederá a integrar adecuadamente el contradictorio y a dictar 
nuevamente sentencia. 
 

III. ANTECEDENTES FÁCTICOS Y ARGUMENTOS QUE SUSTENTAN LA CAUSAL DE 
NULIDAD 

 
3.1 El señor DAVID SEPULVEDA TENORIO inició proceso ordinario laboral de primera instancia 
en contra de la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ pretendiendo la nulidad del 
dictamen de PCL No. 16703758-3585 del 13 de enero del 2016 emitido por la JNCI, mediante el 
cual se constató que las patologías padecidas por el demandante eran de origen común.  
 
3.2 Siendo la Junta Nacional de Calificación de Invalidez la última instancia y órgano de cierre en 
materia de calificación, el demandante acudió el 09 de junio del 2017 ante la Jurisdicción Ordinaria 
Laboral, solicitando la nulidad del dictamen de PCL arguyendo que las patologías padecidas eran 
de origen laboral, correspondiendo el conocimiento del proceso al Juzgado Trece Laboral del 
Circuito de Cali bajo la radicación No. 76001-31- 05- 013-2017-00297-00 
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3.3 En la etapa de practica de pruebas, se ordenó la emisión de un nuevo dictamen de PCL ante la 
Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, quien mediante dictamen de PCL No. 
16703758-1392 del 27/11/2019 se le otorgó al demandante un grado de pérdida del 32.30% de 
origen laboral y con fecha de estructuración del 03/06/2014.  
 
3.4 SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. no fue integrada al presente proceso en calidad de 
demandada ni en calidad de litisconsorte necesario, aún conociendo el despacho y parte actora que 
las resultas de la prueba pericial y consigo, las decisiones adoptadas en primera y segunda instancia 
podían ser desfavorables para la ARL a la cual se encontraba afiliado el demandante.   
 
3.5 Mediante proceso ordinario laboral de única instancia, tramitado en el Juzgado 2° municipal de 
pequeñas causas laborales, bajo la radicación No. 76001-41-05-002-2023-00174-00, el señor 
DAVID SEPULVEDA TENORIO pretende:  

 
1. DECLARAR que el señor DAVID SEPULVEDA TENORIO tiene derecho al reconocimiento 
y pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL por parte de 
SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. conforme a su porcentaje y origen de pérdida 
de capacidad laboral ya determinado a través de la Sentencia No. 202 del 23 de octubre de 
2020 confirmada por Sentencia No. 1882 del 23 de julio del 2021 emitida por el Tribunal 
Superior de Cali – Sala Laboral.  
 
2. Como consecuencia de lo anterior, se CONDENE a SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A. al reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR 
INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL en favor del señor DAVID SEPULVEDA 
TENORIO por tener una pérdida de capacidad laboral del 32.20 % de origen laboral con 
fecha de estructuración 03 de junio de 2014, monto que asciende a $ 18.655.274  
 
3. CONDENAR a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. para que, al momento del 
pago, indexe el valor conforme a lo establecido en el Parágrafo 1 del Artículo 5 de la Ley 
1562 del 2012.  
 
4. Que se condene a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. al reconocimiento y pago 
de los INTERESES MORATORIOS por el no pago de la INDEMNIZACIÓN POR 
INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL solicitada, mismos que deben liquidarse desde el 
01 de diciembre del 2021, término legal en el cual se tuvo que haber reconocido la prestación 
conforme a lo establecido en el inciso 5 del parágrafo 2 del Artículo 1 de la Ley 776 del 2002. 
 
 5. Así mismo, solicito que se CONDENE al reconocimiento y pago de las costas y agencias 
en derechos en favor del demandante  
 
6. Que se CONDENE a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., en los demás derechos 
reconocidos extra y ultra petita. 

 
3.6 El señor DAVID SEPULVEDA TENORIO solicita mediante el proceso laboral de única instancia, 
el reconocimiento y pago de la indemnización por IPP tomando como base el dictamen de PCL No. 
16703758-1392 del 27/11/2019 emitido por la JRCI de Risaralda, practicado en el proceso ordinario 
laboral de primera instancia bajo la radicación No. 76001-31- 05- 013-2017-00297-00. Dictamen el 
cual no fue controvertido por la ARL SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. en razón a que 
esta no fue vinculada al presente proceso, vulnerándose así los derechos de contradicción, debido 
proceso y derecho a la defensa.  
 
3.7 Las sentencias de primera y segunda instancia proferidas en el proceso ordinario laboral de 
primera instancia bajo la radicación No. 76001-31- 05- 013-2017-00297-00 no son oponibles a 
SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. en razón a que no erigen una obligación clara, expresa 
y exigible a la ARL.  
 
3.8 Por lo expuesto, mi representada no se encuentra en la obligación de reconocer y pagar el rubro 
pretendido en el proceso de única instancia ya que la indemnización por IPP está siendo solicitada 
con fundamento en un dictamen de PCL el cual mi representada no tuvo la oportunidad procesal de 
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controvertir.  
  
Así las cosas, se tiene que el artículo 228 del C.G.P. señala que “la parte contra la cual se aduzca 
un dictamen pericial podrá solicitar la comparecencia del perito a la audiencia, aportar otro o 
realizar ambas actuaciones. Estas deberán realizarse dentro del término de traslado del escrito 
con el cual haya sido aportado o, en su defecto, dentro de los tres (3) días siguientes a la 
notificación de la providencia que lo ponga en conocimiento. En virtud de la anterior solicitud, 
o si el juez lo considera necesario, citará al perito a la respectiva audiencia, en la cual el juez y las 
partes podrán interrogarlo bajo juramento acerca de su idoneidad e imparcialidad y sobre el 
contenido del dictamen. La contraparte de quien haya aportado el dictamen podrá formular 
preguntas asertivas e insinuantes. Las partes tendrán derecho, si lo consideran necesario, a 
interrogar nuevamente al perito, en el orden establecido para el testimonio. Si el perito citado no 
asiste a la audiencia, el dictamen no tendrá valor (…)” (Negrilla y subrayado por fuera del texto 
original).  
 
Se entiende entonces que la parte contra la que se presente un dictamen pericial podrá realizar las 
siguientes actuaciones: 
 

1. Solicitar la comparecencia del perito a la audiencia: cuando se da traslado al demandado, y 
este logra apreciar que las pretensiones tienen como sustento el respectivo dictamen 
pericial, podrá solicitar al juez, que haga comparecer al perito a la audiencia; caso en el cual, 
una vez se encuentre allí el experto, podrá formularle preguntas que incluso pueden ser 
asertivas e insinuantes, estos cuestionamientos pueden estar direccionados a que el perito 
explique, sustente, motive, aclare, complemente o adicione alguna de las afirmaciones, 
métodos, experimentos e investigaciones del informe pericial; todo con el fin de consolidar 
o desvirtuar la prueba pericial. 

  
2. Aportar otro dictamen pericial: la parte contra la que se presente un dictamen podrá aportar 

una nueva experticia, para sustentar la excepción y los motivos u objeciones que tenga en 
contra del dictamen pericial del cual le corren traslado. Se advierte que éste debe 
presentarse dentro “(…) del término de traslado del escrito con el cual haya sido aportado 
o, en su defecto, dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de la providencia que 
lo ponga en conocimiento”.  
 

3. Realizar las actuaciones contenidas en los numerales anteriores al mismo tiempo: si lo 
considera pertinente la parte, puede solicitar la comparecencia del perito a la audiencia, 
realizando las respectivas solicitudes o preguntas al mismo, también puede aportar en el 
término establecido un nuevo dictamen pericial.  

 
En este sentido, SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. no tuvo la oportunidad procesal de 
solicitar la comparecencia del perito a la audiencia, presentar otro dictamen pericial o realizar las 
dos actuaciones señaladas de manera conjunta, en razón a que la ARL no fue vinculada al proceso 
ordinario de la referencia, aun conociendo el despacho y parte actora que las resultas de la prueba 
pericial y consigo, las decisiones adoptadas en primera y segunda instancia podían ser 
desfavorables para la ARL a la cual se encontraba afiliado el demandante.   
 
Finalmente, de cara a la vulneración del derecho de defensa, la Corte Constitucional en sentencias 
T-544/15 y T-018-17 ha precisado que:  
 

“El derecho a la defensa es una de las principales garantías del debido proceso y fue definida 
por esta Corporación como la “oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de 
cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, de hacer valer las 
propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en 
contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables, así 
como ejercitar los recursos que la otorga. La doctrina ha establecido que el derecho 
a la defensa “concreta la garantía de la participación de los interlocutores en el discurso 
jurisdiccional, sobre todo para ejercer sus facultades de presentar argumentaciones y 
pruebas. De este modo, el derecho de defensa garantiza la posibilidad de concurrir al 
proceso, hacerse parte en el mismo, defenderse, presentar alegatos y pruebas. Cabe 
decir que este derecho fundamental se concreta en dos derechos: en primero lugar el 
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derecho de contradicción, y, en segundo lugar, el derecho a la defensa técnica.” (Negrilla y 
subrayado por fuera del texto original” 
 

Por otro lado, el derecho de contradicción probatoria no es más que la posibilidad de las partes de 
defenderse, de refutar y oponerse a las afirmaciones realizadas por la parte contraria, de aportar 
elementos que le permitan desvirtuar lo dicho en su contra, dicha posibilidad exige que se den 
ciertas garantías probatorias que son el desarrollo del debido proceso consagrado en nuestra carta 
política, la Corte Constitucional en Sentencia C 1270 (2000), en cuanto al derecho a la prueba 
esbozó que se debe dar los siguientes: 
 

“i) El derecho para presentarlas y solicitarlas; ii) el derecho para controvertir las pruebas 
que se presenten en su contra; iii) el derecho a la publicidad de la prueba, pues de esta 
manera se asegura el derecho de contradicción; iv) el derecho a la regularidad de la prueba, 
esto es, observando las reglas del debido proceso, siendo nula de pleno derecho la obtenida 
con violación de éste; v) el derecho a que de oficio se practiquen las pruebas que resulten 
necesarias para asegurar el principio de realización y efectividad de los derechos; y vi) el 
derecho a que se evalúen por el juzgador las pruebas incorporadas al proceso.” (Negrilla y 
subrayada por fuera del texto original).  

 
Así pues, se concluye que: (i) SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. no fue vinculada al 
proceso ordinario laboral de la referencia, en el cual se practicó una prueba pericial que no pudo 
ser controvertida por mi prohijada en razón a la falta de integración del litisconsorte necesario (ii) a 
SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. le vulneraron los derechos al debido proceso, defensa 
y contradicción (iii) Las sentencia emitidas en el proceso de la referencia no son oponibles a mi 
representada en razón a que la decisión del Juzgador de primera y segunda instancia se basó en 
un prueba que no fue controvertida por la parte afectada y por lo tanto, la presenta nulidad ostenta 
fundamento legal y jurisprudencia para salir avante.  
 

IV. PETICIÓN 
 

Con fundamento en lo expuesto, solicito al Juzgado 13 Laboral del Circuito de Cali, ordenar la 
nulidad de lo actuado en el proceso ordinario laboral de primera instancia bajo la radicación No. 
76001310501320170029700, declarando nulas las sentencias emitidas y ordenando la vinculación 
de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. al proceso de la referencia para que esta haga 
efectivo su derecho de defesa y contradicción.   
 

V. PRUEBAS 
 

5.1 Demanda y anexos del proceso ordinario laboral de única instancia bajo la radicación No. 
76001-41-05-002-2023-00174-00 

5.2 Auto admisorio de la demanda.  
 

VI. ANEXOS 
 

6.1 Certificado de existencia y representación legal de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA 
S.A. 

6.2 Copia de la cédula de ciudadanía y tarjeta profesional del suscrito. 
6.3 Poder debidamente conferido.  

VII. NOTIFICACIONES 
 

El suscrito y mi representada en la secretaria de su despacho, en la Avenida 6ABis No.35N-100 
Oficina 212 de la ciudad de Cali y en el correo electrónico notificaciones@gha.com.co 

 
Del Señor Juez; 
 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA 
C.C. No. 19.395.114 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 39.116 del C.S. del C.S. de la J. 
 

mailto:notificaciones@gha.com.co


 

Señor, 

JUEZ MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE CALI. 
La ciudad. 
 
 
 
PROCESO:  ORDINARIO LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA. 
DEMANDANTE: DAVID SEPULVEDA TENORIO. 
DEMANDADO:  SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. 
 
ALEYDA PATRICIA CHACÓN MARULANDA, abogada en ejercicio, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 66.949.024 de Cali y portadora de la Tarjeta Profesional No. 132.670 del C. S. 
de la J., obrando como apoderada judicial del señor DAVID SEPULVEDA TENORIO, mayor de 
edad y residente en la ciudad de Santiago de Cali (Valle), identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 16.703.758 de Cali, me dirijo ante este Despacho con el fin presentar 
DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA en contra de SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A., entidad con domicilio en Cali Valle, representada legalmente por el 
Doctor JUAN DAVID ESCOBAR FRANCO, identificado con Cédula de ciudadanía No. 
98.549.058, en calidad de presidente o por quien haga sus veces, con el fin de que mediante 
sentencia judicial acoja las pretensiones y condenas a que se llegaren en este litigio, previas 
las siguientes consideraciones.  
 

HECHOS. 
 

1. El señor DAVID SEPULVEDA TENORIO, a lo largo de su vida laboral se desempeñó en 
diferentes cargos, pero tuvo mayor tiempo de duración como TORNERO FRESADOR 
para la empresa RESKO LTDA, en la cual ostentó esta labor desde el año 1999 hasta 
el 2017, tal y como se evidencia en estudio de puesto de trabajo del 18 de noviembre 
del 2014. 
 

2. Como consecuencia de la anterior labor, al señor SEPULVEDA TENORIO se le 
diagnosticó ENFERMEDAD PULMONAR OBSTRUCTIVA NO ESPECIFICADA y 
BRONQUIECTASIA; patologías que fueron objeto de calificación para establecer su 
origen, y mediante Dictamen No. 2302126 proferido por la EPS CRUZ BLANCA el 23 
de octubre del 2014, quedaron como: “ENFERMEDAD LABORAL”. 
 

3. No obstante, por inconformidad de la ARL SURA frente a dicha calificación, el proceso 
del señor SEPULVEDA TENORIO fue remitido ante la Junta Regional de Calificación de 
Invalidez del Valle del Cauca, quien mediante Dictamen No. 33720815 del 14 de 
agosto del 2015 confirmó lo dicho por la EPS, es decir, que la patología del 
demandante era de origen “LABORAL”. 
 

4. Nuevamente, inconforme la ARL SURA con tal decisión, presentó los recursos de ley 
y el caso llegó hasta la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, quien a través de 
Dictamen No. 16703758-3585 del 13 de enero del 2016, modificó lo ya dicho y 
estableció que la patología padecida por el actor era una “ENFERMEDAD COMÚN”. 
 

5. Así las cosas, siendo el Dictamen de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez el 
último peritazgo válido que define el origen de las patologías del demandante, y 
estando totalmente en desacuerdo con lo dicho por esta entidad, se acudió el 09 de 



 

junio del 2017 ante la Jurisdicción Ordinaria Laboral, correspondiendo el proceso 
ante el Juzgado Trece Laboral del Circuito de Cali, bajo Radicación No. 76001-31-05-
013-2017-00297-00, con el fin de lograr sentencia judicial que declarara la nulidad de 
dicho dictamen y en consecuencia se determinara como laboral las patologías 
padecidas por el demandante. 
 

6. De esta manera, una vez surtidas todas las etapas procesales pertinentes, se obtuvo 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA No. 202 del 23 de octubre de 2020, la cual 
estableció: 
 
“(…) 2. DECLARAR que el señor DAVID SEPULVEDA TENORIO, identificado con cédula 
de ciudadanía No. 16.703.758, tiene una pérdida de capacidad laboral del 32.20% de 
origen laboral con fecha de estructuración 3 de junio de 2014, conforme las 
consideraciones de la presente sentencia”. 
 

7. Así mismo, se obtuvo Sentencia de Segunda Instancia No. 1882 del 23 de julio del 
2021 emitida por el Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral, la cual confirmó la 
decisión de primer grado, es decir, establecer que las patologías del demandante son 
de origen “ENFERMEDAD LABORAL”.  
 

8. Vale decir que, las decisiones judiciales antes descritas, se sustentaron en el 
DICTAMEN No. 16703758 del 27 de noviembre de 2019 emitido por la JUNTA 
REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA, el cual se obtuvo como 
peritazgo ordenado dentro del proceso judicial adelantado en el Juzgado 13 Laboral 
del Circuito de Cali.  
 

9. Con ocasión de la decisión judicial de segundo grado que, confirmó lo decidido por el 
A quo, el día 01 de octubre del 2021 se elevó por correo electrónico SOLICITUD ante 
la ARL SURA con el fin de obtener el reconocimiento y pago de la indemnización por 
incapacidad permanente parcial ya declarada judicialmente.  
 

10. El día 13 de octubre del 2021, la ARL SURA responde a la solicitud de indemnización 
dantes descrita, indicando que, no procede ningún reconocimiento de prestaciones 
económicas o asistenciales toda vez que, el señor SEPÚLVEDA cuenta con un 
dictamen de la Junta Nacional sobre patologías de origen común. 
 

11. Ante el desconocimiento de la ARL, el día 05 de noviembre del 2021, se envió 
insistencia y Contra-respuesta pidiendo el pago de la indemnización solicitada, pues 
si bien es cierto existía dictamen de la Junta Nacional que calificó algunas patologías 
de origen común, esto no podía desconocer el proceso judicial en el cual se declaró 
que algunas patologías eran de origen laboral y se determinara el % de pérdida de 
capacidad laboral.   
 

12. Posteriormente a través de Auto No. 1982 del 18 de noviembre del 2021 el Juzgado 
13 Laboral del Circuito de Cali dispuso obedecer y cumplir lo resuelto por el superior. 
 

13. De manera simultánea, el día 19 de noviembre del 2021, se recibió respuesta de la 
ARL SURA, donde básicamente dicen que, no pueden cumplir una sentencia donde a 
ellos no los condenaron a nada. 
 



 

14. De manera seguida, a través de Auto No. 3538 del 26 de noviembre del 2021, el 
Juzgado 13 Laboral del Circuito de Cali dispuso el archivo del proceso. 
 

15. Siguiendo con la inconformidad por la postura negativa de la ARL SURA, el día 01 de 
diciembre del 2021, se remite Contra-respuesta y nueva insistencia ante la ARL SURA 
para que procedan con el pago de la IPP. 
 

16. Por pasar el tiempo y no recibir nuevo pronunciamiento de la ARL, mediante 
PETICIÓN radicada el día 28 de marzo del 2022 a través de correo electrónico ante la 
ARL SURA bajo Radicado No. 22032825986471, se SOLICITÓ nuevamente de manera 
formal el reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD 
PERMANENTE PARCIAL al haber sido decretado mediante sentencia judicial el origen 
y porcentaje de pérdida de capacidad laboral por una “ENFERMEDAD LABORAL” 
padecida por el señor SEPULVEDA TENORIO, además porque ya se contaba con el 
auto de archivo del proceso, el cual daba constancia de la firmeza de la decisión 
judicial.  
 

17. Como respuesta de lo anterior, la ARL SURA a través de comunicado No. 
CE202231004104 del 12 de abril del 2022, dijo lo siguiente, lo cual demuestra su clara 
postura negativa y habilita a mi poderdante para acudir a esta instancia judicial, 
veamos: 
 
“En la sentencia referida no existen declaratorias ni condenas dirigidas en contra de 
ARL Sura, por lo que dicha sentencia no es vinculante para esta Compañía. Tampoco, 
ARL Sura fue vinculada al proceso 76001310501320170029700, por lo que esta 
Administradora, no pudo ejercer su derechos procesales y sustanciales, por lo que 
cualquier orden a la ARL que estuviera contenida en la sentencia atentaría contra el 
debido proceso. Por lo anterior, no podemos atender satisfactoriamente su petición.” 

 
PRETENSIONES. 

 
Con fundamento en lo antes descrito y la prueba documental relacionada, se solicita al 
honorable juzgador lo siguiente: 
 

1. DECLARAR que el señor DAVID SEPULVEDA TENORIO tiene derecho al 
reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD PERMANENTE 
PARCIAL por parte de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. conforme a su 
porcentaje y origen de pérdida de capacidad laboral ya determinado a través de la 
Sentencia No. 202 del 23 de octubre de 2020 confirmada por Sentencia No. 1882 del 
23 de julio del 2021 emitida por el Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral.   
 

2. Como consecuencia de lo anterior, se CONDENE a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA 
S.A. al reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD 
PERMANENTE PARCIAL en favor del señor DAVID SEPULVEDA TENORIO por tener una 
pérdida de capacidad laboral del 32.20 % de origen laboral con fecha de 
estructuración 03 de junio de 2014, monto que asciende a $ 18.655.274. 
 

3. Igualmente se pide CONDENAR a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. para que, 
al momento del pago, indexe el valor conforme a lo establecido en el Parágrafo 1 del 
Artículo 5 de la Ley 1562 del 2012. 



 

 
4. Que se condene a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. al reconocimiento y pago 

de los INTERESES MORATORIOS por el no pago de la INDEMNIZACIÓN POR 
INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL solicitada, mismos que deben liquidarse desde 
el 01 de diciembre del 2021, término legal en el cual se tuvo que haber reconocido la 
prestación conforme a lo establecido en el inciso 5 del parágrafo 2 del Artículo 1 de 
la Ley 776 del 2002. 
 

5. Así mismo, solicito que se CONDENE al reconocimiento y pago de las costas y agencias 
en derechos en favor del demandante. 
 

6. Que se CONDENE a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., en los demás derechos 
reconocidos extra y ultra petita. 

 
ARGUMENTACIÓN FÁCTICO-JURÍDICA. 

 
Para iniciar es pertinente hacer referencia a los especiales postulados de nuestra 
Constitución Política, tal como establece el amplio articulado, y más concretamente, desde 
el preámbulo constitucional, pues en este, se enmarca como pilar fundamental el derecho al 
trabajo, la vida, la justicia, la igualdad, y se busca garantizar un orden social y justo.  
 
En este mismo sentido, el artículo 1º de nuestra carta magna, enfatizan sobre la concepción 
del Estado Social de Derecho que enmarca el respecto a la dignidad humana, al trabajo y a 
la solidaridad como fundamento para cumplir con los fines esenciales del Estado enunciados 
en el artículo 2º del mismo orden supremo, los cuales se sintetizan en el servicio a la 
comunidad, promoción de la prosperidad general, y la garantía de la efectividad de los 
derechos, principios y deberes constitucionales.  
 
Dentro del Estado Social de Derecho y teniendo como estribo la Constitución actual y 
garantista que nos rige, vemos cómo desde el interior de la misma (art.4) se orienta sobre la 
supremacía constitucional y se hace énfasis en el trato digno a las personas (art. 12), así como 
la igualdad de derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación (art.13), más 
concretamente para aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se 
encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta. 
 
Vemos también, como los artículos 47, 53 y 54 superiores, conforman un marchamo en pro 
de los trabajadores y más especialmente para aquellos que han sufrido una disminución en 
su capacidad de trabajo en razón a una enfermedad labora o común, accidente de trabajo o 
situaciones particulares de cada uno, y el Estado entra como garantista para el goce efectivo 
de los derechos fundamentales de estos. 
 
También, la concepción del Estado Social de Derecho enmarcada en la carta política del 91 
tiene un profundo contenido filosófico y, particular consideración por la persona humana, 
convirtiéndola en el fin de toda actividad pública o privada y al delegarse una responsabilidad 
en una entidad particular, ésta ocupa el lugar del Estado y como tal debe responder a las 
labores encomendadas de una manera rápida, eficaz, oportuna y justa. 
 
Ahora bien, exponiendo la parte fáctica del presente asunto, tenemos que, la entidad 
demandada NIEGA el reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD 
PERMANENTE PARCIAL al demandante, desconociendo que, fue mediante sentencia judicial 



 

que se declaró el % de pérdida de capacidad laboral del actor, así como el origen y la fecha 
de estructuración, elementos que conforman el Dictamen pericial que habilita al señor 
SEPULVEDA para acceder a las prestaciones económicas y asistenciales que contempla la 
legislación vigente en torno a los riesgos laborales. 
 
En este sentido basta con citar la normatividad aplicable al caso, la cual contempla la 
viabilidad para el reconocimiento y pago de lo pretendido. 
 
Tenemos entonces que, desde la Ley 1295 de 1994 en su Artículo 7, se establecen las 
prestaciones económicas derivadas de una enfermedad laboral, así: 
 
(…) 
 
ARTÍCULO 7. Prestaciones económicas. 
 
Todo trabajador que sufra un accidente de trabajo o una enfermedad profesional tendrá 
derecho al reconocimiento y pago de las siguientes prestaciones económicas: 
 
a) Subsidio por incapacidad temporal; 
 
b) Indemnización por incapacidad permanente parcial; 
 
c) Pensión de Invalidez; 
 
d) Pensión de sobrevivientes; y, 
 
e) Auxilio funerario. 
 
(…) (Resaltado propio). 
 
Así mismo, la Ley 776 del 17 de diciembre del 2002, estableció: 
 
“Artículo 1°. Derecho a las prestaciones. Todo afiliado al Sistema General de Riesgos 
Profesionales que, en los términos de la presente ley o del Decreto-ley 1295 de 1994, sufra un 
accidente de trabajo o una enfermedad profesional, o como consecuencia de ellos se 
incapacite, se invalide o muera, tendrá derecho a que este Sistema General le preste los 
servicios asistenciales y le reconozca las prestaciones económicas a los que se refieren el 
Decreto/ley 1295 de 1994 y la presente ley.” 
 
Antes de continuar, es imperioso citar el Artículo 4 de la Ley 1562 del 2012, por la cual se 
modifica el Sistema de Riesgos Laborales y se dictan otras disposiciones en materia de Salud 
Ocupacional, pues esta normatividad define una enfermedad laboral así: 
 
(…) ARTÍCULO 4o. ENFERMEDAD LABORAL. Es enfermedad laboral la contraída como 
resultado de la exposición a factores de riesgo inherentes a la actividad laboral o del medio 
en el que el trabajador se ha visto obligado a trabajar. El Gobierno Nacional, determinará, en 
forma periódica, las enfermedades que se consideran como laborales y en los casos en que 
una enfermedad no figure en la tabla de enfermedades laborales, pero se demuestre la 
relación de causalidad con los factores de riesgo ocupacional será reconocida como 
enfermedad laboral, conforme lo establecido en las normas legales vigentes. (…) 



 

 
Ahora bien, sobre la INDEXACIÓN del monto a pagar, debo decir que esta se trata de la 
actualización de la moneda por considerar que la indemnización pedida toma como base 
para liquidar, el promedio de la cotización dentro de los 12 meses anteriores a que se hubiese 
calificado el origen en primera oportunidad, y como dicha fecha es anterior claramente al 
momento en el cual se define el % de pérdida de capacidad laboral, debe traerse a valor 
presente dicho monto. 
 
Al respecto, el Parágrafo 1 del Artículo 5 de la Ley 1562 del 2012, dispone: 
 
(…)  
 
PARÁGRAFO 1o. Las sumas de dinero que las Entidades Administradoras de Riesgos Laborales 
deben pagar por concepto de prestaciones económicas deben indexarse, con base en el Índice 
de Precios al Consumidor (IPC) al momento del pago certificado por el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística, DANE. 
 
(...) 
 
Sobre los INTERESES MORATORIOS también pedidos en esta demanda, se aclara que los 
mismo proceden desde el momento en el que se cumplieron los 2 meses desde la radicación 
de la solicitud, pues a dicha fecha se aportaron todos los documentos necesarios para el 
reconocimiento de la prestación, pero la entidad negó su reconocimiento. 
 
Tenemos entonces que, la mencionada Ley 776 de 2002 (Diciembre 17) en su ARTÍCULO 1o. 
sobre los DERECHO A LAS PRESTACIONES, y propiamente en el parágrafo 2, establece: 
 
(…) 
 
PARÁGRAFO 2o. Las prestaciones asistenciales y económicas derivadas de un accidente de 
trabajo o de una enfermedad profesional, serán reconocidas y pagadas por la administradora 
en la cual se encuentre afiliado el trabajador en el momento de ocurrir el accidente o, en el 
caso de la enfermedad profesional, al momento de requerir la prestación. 
 
(…) 
 
Las acciones de recobro que adelanten las administradoras son independientes a su 
obligación de reconocimiento del pago de las prestaciones económicas dentro de los dos (2) 
meses siguientes contados desde la fecha en la cual se alleguen o acrediten los requisitos 
exigidos para su reconocimiento. Vencido este término, la administradora de riesgos 
profesionales deberá reconocer y pagar, en adición a la prestación económica, un interés 
moratorio igual al que rige para el impuesto de renta y complementarios en proporción a la 
duración de la mora. Lo anterior, sin perjuicio de las sanciones a que haya lugar. 
 
(…) (Resaltado propio). 
 
Finalmente, vale la pena decir frente a la Prescripción que, la misma Ley 1562 del 2012, 
dispuso un término de 3 años, como se cita a continuación, queriendo decir esto que, no ha 
operado tal término y es procedente la condena pedida: 
 



 

(…) ARTÍCULO 22. PRESCRIPCIÓN. Las mesadas pensionales y las demás prestaciones 
establecidas en el Sistema General de Riesgos Profesionales prescriben en el término de tres 
(3) años, contados a partir de la fecha en que se genere, concrete y determine el derecho. (…) 
 
En conclusión, con todos los argumentos fácticos y jurídicos expuestos, es viable que este 
operador judicial, proceda a decretar mediante sentencia judicial el reconocimiento y pago 
de la Indemnización por Incapacidad permanente parcial deprecada. 
 
 

PROCEDIMIENTO - CUANTIA. 
 
 
Ateniendo el objeto de la presente litis y en concordancia con el artículo 12 del Código 
Procesal del Trabajo, Modificado por el art. 9 de la Ley 712 de 2001, Modificado por el art. 
46 de la Ley 1395 de 2010, la cuantía la estimo inferior a 20 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, relacionado y detallado en las pretensiones principales de esta 
demanda, y por lo tanto corresponde a un PROCESO ORDINARIO LABORAL DE ÚNICA 
INSTANCIA, el cual está reglamentado en el artículo 70 del Código de Procedimiento Laboral 
y subsiguientes.   
 
Se detalla así: 
  

PROMEDIO PARA BASE DE LIQUIDACIÓN DE IPP 

MES DIAS IBC 

nov-13 30  $   1.162.000  

dic-13 20  $      775.000  

ene-14 15  $      607.000  

feb-14 30  $   1.215.000  

mar-14 30  $   1.215.000  

abr-14 30  $   1.215.000  

may-14 28  $   1.134.000  

jun-14 5  $      202.000  

jul-14 10  $      404.934  

ago-14 0  $                  -    

sep-14 23  $      931.000  

oct-14 14  $      567.000  

TOTAL 235  $   9.427.934  

PROMEDIO DIARIO    $         40.119  

DIAS 30  $   1.203.566  

SALARIO BASE  $   1.203.566  

   
Una vez obtenido el promedio del ingreso base de cotización, procedemos a liquidar la 
prestación así: 
 

PCL 32,20% 

MONTO 15.5 SBC 

SBC  $     1.203.566  

INDEMINZACIÓN  $   18.655.274  

   



 

COMPETENCIA. 
 
La competencia es suya señor Juez, debido al domicilio del demandante y demandado, la 
cuantía y el lugar donde se prestó el servicio, todo de conformidad con el Artículo 5 del 
Código Procesal del Trabajo, Modificado por el art. 3 de la Ley 712 de 2001, Modificado por 
el art. 45 de la Ley 1395 de 2010. 

 
ANEXOS. 

 
1. PODER para actuar. 
2. Copia del documento de identidad del demandante. 
3. Cédula y tarjeta profesional de la suscrita. 
4. Los documentos relacionados en las pruebas. 

 
PRUEBAS. 

 
1. Estudio de puesto de trabajo del 18/11/2014. 
2. Dictamen No. 2302126 del 23/10/2014 de la EPS Cruz Blanca. 
3. Dictamen No. 33720815 del 14/08/2015 de la Junta Regional del Valle. 
4. Dictamen No. 16703758-3585 del 13/01/2016 de la Junta Nacional.  
5. Acta de reparto de demanda radicada el 09/06/2017. 
6. Acta de audiencia donde está la Sentencia de Primera Instancia No. 202 del 23 de 

octubre de 2020. 
7. Acta No. 015 donde está la Sentencia de Segunda Instancia No. 1882 del 23 de julio 

del 2021. 
8. Dictamen No. 16703758- 1392 del 27 de noviembre de 2019 de la Junta Regional de 

Risaralda. 
9. Solicitud radicada ante la ARL el 01 de octubre del 2021. 
10. Respuesta de la ARL del 13/10/2021. 
11. Contra respuesta enviada el 05/11/2021 a la ARL. 
12. Auto de Sustanciación No. 1982 del 18/11/2021. 
13. Respuesta de la ARL del 19/11/2021. 
14. Auto Interlocutorio No. 3538 emitido el 26/11/2021 por el Juzgado 13 Laboral del 

Circuito de Cali.  
15. Contra respuesta e insistencia enviada el 01/12/2021 a la ARL. 
16. insistencia enviada el 28/03/2022 a la ARL. 
17. Respuesta de la ARL del 12/04/2022. 
18. Certificado donde consta el salario base de cotización del demandante ante la ARL. 
19. Certificado de existencia y representación legal de demandada. 

 
NOTIFICACIONES. 

 
DMANDNATE: En la Calle 52 No. 28D-128 B/ Doce de octubre, Tel. 4385571, cel. 3153595250 
- 3103851505, e-mail  
 
DEMANDADO: SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. en la Carrera 63 # 49 A - 31 PISO 1, 
Ed. Camacol en MEDELLÍN - ANTIOQUIA, Tel. 2602100, e-mail 
notificacionesjudiciales@suramericana.com.co   
 
 

mailto:notificacionesjudiciales@suramericana.com.co


 

SUSCRITA APODERARA: En la carrera 4 No. 12 – 41 Oficina 401 del Edificio Seguros Bolívar 
en Cali Valle, e-mail notificaciones@chaconabogados.com.co – PBX: 6504477 - Cel: 
3175165318 – 3103851505.  
 
Atentamente,  

 
ALEYDA PATRICIA CHACÓN MARULANDA. 
C.C. 66.949.024 de Cali. 
T.P. 132.670 del C. S. de la J. 
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Notificaciones Chacon Abogados

De: DAVID SEPULVEDA TENORIO <davidtenorio1964@gmail.com>
Enviado el: martes, 28 de marzo de 2023 5:13 p. m.
Para: Notificaciones Chacon Abogados
Asunto: PODER DEMANDA

Señores,  
JUEZ MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE CALI. (REPARTO). 
E.S.D. 
  
  
ASUNTO: PODER ESPECIAL. 
  
DAVID SEPULVEDA TENORIO, identificado con la cédula de ciudadanía No.  16.703.758 de Cali, e-mail 
davidtenorio1964@gmail.com, por medio del presente escrito, manifiesto que confiero PODER ESPECIAL, 
AMPLIO Y SUFICIENTE a la Dra. ALEYDA PATRICIA CHACÓN MARULANDA, identificada con cédula de ciudadanía 
No. 66.949.024 expedida en Cali, abogada en ejercicio, portadora de la Tarjeta Profesional No. 132.670 del C. S. 
de la J., e.mail notificaciones@chaconabogados.com.co, para en en mi nombre y representación 
interponga DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA en contra de SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A., entidad con domicilio en Cali Valle, representada legalmente por el Doctor JUAN DAVID 
ESCOBAR FRANCO, identificado con Cédula de ciudadanía No. 98.549.058, en calidad de presidente o por quien 
haga sus veces,  con el fin de que mediante sentencia judicial acoja las siguientes o similares DECLARACIONES Y 
CONDENAS que describo: 
  

1.    DECLARAR que tengo derecho al reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD 
PERMANENTE PARCIAL por parte de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. conforme al porcentaje y 
origen de pérdida de capacidad laboral ya determinado a través de la Sentencia No. 202 del 23 de octubre 
de 2020 confirmada por Sentencia No. 1882 del 23 de julio del 2021  emitida por el Tribunal Superior de 
Cali – Sala Laboral.   
  
2.    Como consecuencia de lo anterior, se CONDENE a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. al 
reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL en mi favor por 
tener una pérdida de capacidad laboral del 32.20 % de origen laboral con fecha de estructuración 03 de 
junio de 2014, monto que asciende a $ 18.655.274. 
  
3.    Igualmente se pide CONDENAR a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. para que, al momento del 
pago, indexe el valor conforme a lo establecido en el Parágrafo 1 del Artículo 5 de la Ley 1562 del 2012. 
  
4.    Que se condene a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. al reconocimiento y pago de los INTERESES 
MORATORIOS por el no pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL solicitada, 
mismos que deben liquidarse desde el 01 de diciembre del 2021, término legal en el cual se tuvo que 
haber reconocido la prestación conforme a lo establecido en el inciso 5 del parágrafo 2 del Artículo 1 de 
la Ley 776 del 2002. 
  

 No suele recibir correos electrónicos de davidtenorio1964@gmail.com. Por qué esto es importante  
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5.    Así mismo, solicito que se CONDENE al reconocimiento y pago de las costas y agencias en derecho. 
  
6.    Que se CONDENE a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., en los demás derechos reconocidos extra 
y ultra petita. 

  
Mi apoderada queda facultada en los términos de la ley además para cobrar en su favor el 100% de las costas y 
agencias en derecho por haberse pactado así contractualmente. 
  
Atentamente, 
  
  
DAVID SEPULVEDA TENORIO,  
C.C. No.  16.703.758 de Cali    . 
e-mail davidtenorio1964@gmail.com 
  
Acepto, 
  
  
ALEYDA PATRICIA CHACÓN MARULANDA 
C.C. 66.949.024 de Cali. 
T.P. 132.670 del C. S. de la J. 
notificaciones@chaconabogados.com.co 
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EL SECRETARIO GENERAL

En ejercicio de las facultades y, en especial, de la prevista en el artículo 11.2.1.4.59 numeral 10 del decreto
2555 de 2010, modificado por el artículo 3 del decreto 1848 de 2016.

CERTIFICA

RAZÓN SOCIAL: SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. pudiendo  emplear la sigla "Seguros de
Vida SURA"

NIT: 890903790-5

NATURALEZA JURÍDICA: Sociedad Anónima De Nacionalidad Colombiana. Entidad sometida al control y
vigilancia por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia.

CONSTITUCIÓN Y REFORMAS: Escritura Pública No 2381 del 04 de agosto de 1947 de la Notaría 3 de
MEDELLIN (ANTIOQUIA).  bajo la denominación de COMPAÑÍA SURAMERICANA DE SEGUROS DE VIDA
S.A.
Escritura Pública No 1502 del 15 de septiembre de 1997 de la Notaría 14 de MEDELLIN (ANTIOQUIA).  Se
protocolizó el acto de escisión de la COMPAÑÍA SURAMERICANA DE SEGUROS DE VIDA S.A., la cual
segrega una parte de su patrimonio con destino a la constitución de la sociedad denominada "PORTAFOLIO
DE INVERSIONES SURAMERICANA S.A."
Resolución S.F.C. No 2197 del 01 de diciembre de 2006  La Superintendencia Financiera  aprueba la escisión
de la Compañía Suramericana de Seguros S.A., la Compañía Suramericana de Seguros de Vida S.A. y la
Compañía Suramericana de Capitalización S.A., constituyendo la sociedad beneficiaria "Sociedad Inversionista
Anónima S.A.", la cual no estará sujeta a la vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia,
protocolizada mediante Escritura Pública 2166 del 15 de diciembre de 2006 notaria 14 de Medellín, aclarada
mediante Escritura Pública 0339 del 02 de marzo de 2007 Notaria 14 de Medellín
Resolución S.F.C. No 0810 del 04 de junio de 2007  por medio de la cual la Superintendencia Financiera
aprueba la cesión de activos, pasivos, contratos y de cartera de seguros de la Compañía Agrícola de Seguros
S.A. y de la Compañía Agricola de Seguros de Vida S.a. a favor de la Compañía Suramericana de Seguros
S.A., la Compañía Suramericana de Seguros de Vida S.A. y de la Compañía Suramericana Administradora de
Riesgos Profesionales y Seguros de Vida S.A. SURATEP.
Escritura Pública No 0821 del 13 de mayo de 2009 de la Notaría 14 de MEDELLIN (ANTIOQUIA).  Cambia su
razópn social de COMPAÑIA SURAMERICANA DE SEGUROS DE VIDA S.A. por la de SEGUROS DE VIDA
SURAMERICANA S.A.
Escritura Pública No 35 del 22 de enero de 2018 de la Notaría 14 de MEDELLIN (ANTIOQUIA).  Cambia su
razópn social de  SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. por la de SEGUROS DE VIDA
SURAMERICANA S.A.,pudiendo emplear la sigla "Seguros de Vida SURA"
Resolución S.F.C. No 01753 del 10 de diciembre de 2018  ,por medio de la cual la Superintendencia Financiera
no objeta la fusión por absorción entre Seguros de Vida Suramericana S.A. y Seguros de Riesgos Laborales
Suramericana S.A., protocolizada mediante Escritura Pública No. 5116 del 17 de diciembre de 2018, Notaría 25
de Medellín.
Resolución S.F.C. No 0440 del 04 de mayo de 2020  , por la cual se aprueba la escisión parcial de Seguros de
Vida Suramericana S.A. Entidad Escidente  y Suramericana S.A. es una sociedad inscrita y un emisor de
valores  Entidad Beneficiaria, protocolizada mediante Escritura Pública 1188 del 18 de mayo de 2020 de la
Notaría 25 de Medellín.
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AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO: Resolución S.B. 806 del 26 de septiembre de 1947

REPRESENTACIÓN LEGAL: REPRESENTACIÓN LEGAL: La representación legal de la Sociedad será
múltiple y la gestión de los negocios sociales estará simultáneamente a cargo de un Presidente, de uno o más
Vicepresidentes, del Gerente de Vida y Rentas, el Gerente  de Inversiones y Tesorería; el Secretario General, y
demás Representantes Legales, según lo defina la Junta Directiva quienes podrán actuar conjunta o
separadamente. Para efectos exclusivos de representar a la Sociedad en las gestiones relacionadas con el
ramo de riesgos laborales, tendrán también la calidad de representantes legales el Gerente de Producto ARL,
el Gerente Comercial ARL y el Gerente Técnico ARL, quienes serán designados por la Junta Directiva y podrán
actuar de manera conjunta o separada. Así mismo, se elegirán uno o más Gerentes Regionales, que serán
nombrados por la Junta Directiva y ejercerán la representación legal de la Sociedad con las mismas facultades
y atribuciones establecidas en estos estatutos para dicho cargo, funciones que podrán ejercer únicamente
dentro de su respectiva región y zonas que sean a ellas suscritas.. Todos los empleados de la Sociedad, a
excepción del Auditor Interno y de los dependientes de éste, si los hubiere, están subordinados al Presidente
en el desempeño de sus cargos. PARÁGRAFOS. Para efectos de la representación legal judicial de la
Sociedad, tendrá igualmente la calidad de representante legal el Gerente de Asuntos Legales o su suplente, así
como los abogados que para tal fin designe la Junta Directiva, quienes representarán a la Sociedad ante las
autoridades jurisdiccionales, administrativas, y/o con funciones administrativas, políticas, entidades
centralizadas y descentralizadas del Estado, así mismo, los representantes legales judiciales podrán otorgar
poder a abogados externos para representar a la Sociedad ante las autoridades jurisdiccionales,
administrativas y/o con funciones administrativas, políticas, entidades centralizadas y descentralizadas del
Estado. FUNCIONES: Son funciones de los representantes legales: a) Representar legalmente la Sociedad y
tener a su cargo la inmediata dirección y administración de sus negocios. b) Ejecutar y hacer cumplir las
decisiones de la Asamblea General de Accionistas y de la Junta Directiva. c) Celebrar en nombre de la
Sociedad todos los actos o contratos relacionados con su objeto social. d) Nombrar y remover libremente a los
empleados de sus dependencias, así como a los demás que le corresponda nombrar y remover en ejercicio de
la delegación de funciones que pueda hacerle la Junta Directiva. Así mismo nombrar los administradores de los
establecimientos de comercio. e) Adoptar las medidas necesarias para la debida conservación de los bienes
sociales y para el adecuado recaudo y aplicación de sus fondos. f) Citar a la Junta Directiva cuando lo
considere necesario o conveniente, y mantener adecuada y oportunamente informada sobre la marcha de los
negocios sociales; someter a su consideración los estados financieros de prueba y suministrarle todos los
informes que ella le solicite en relación con la Sociedad y con sus actividades. g) Presentar a la Asamblea
General de Accionistas anualmente, en su reunión ordinaria, los estados financieros de fin de ejercicio, junto
con los informes y proyecto de distribución de utilidades y demás detalles e informaciones especiales exigidos
por la ley, previo el estudio, consideraciones y aprobación inicial de la Junta Directiva. h) Someter a aprobación
de la Junta Directiva, en coordinación con el oficial de cumplimiento, el manual del sistema de administración
del riesgo de lavado de activos y financiación del terrorismo SARLAFT y sus actualizaciones.  i) Las demás que
le corresponden de acuerdo con la ley y estos Estatutos. FACULTADES: Los Representantes Legales están
facultados para celebrar o ejecutar, sin otra limitación que la establecida en los Estatutos en cuanto se trate de
operaciones que deban ser previamente autorizadas por la Junta Directiva, o por la Asamblea General de
Accionistas, todos los actos y contratos comprendidos dentro del objeto social, o que tengan el carácter
simplemente preparatorio, accesorio o complementario para la realización de los fines que la Sociedad
persigue, y los que se relacionen directamente con la existencia y el funcionamiento de la Sociedad. Los
Representantes Legales podrán transigir, comprometer y arbitrar los negocios sociales, promover acciones
judiciales e interponer todos los recursos que fueren procedentes conforme a la ley, recibir, sustituir, adquirir,
otorgar y renovar obligaciones y créditos, dar o recibir bienes en pago; constituir apoderados o extrajudiciales y
delegar facultades, otorgar mandatos y sustituciones con la limitación que se desprende de estos Estatutos. La
Sociedad tendrá un Secretario General que será propuesto por el Presidente de la Sociedad y nombrado por la
Junta Directiva, el cual será a su vez el Secretario de la Asamblea General de Accionistas, de la Junta Directiva
y de sus respectivos Comités. En ausencia absolutas, temporales, o accidentales, la Junta Directiva, la Alta
Gerencia o los miembros de los Comités podrán designar un Secretario Ad Hoc para ejercer una o varias de las
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funciones del Secretario General en su ausencia. El Secretario Ad Hoc no tendrá representación legal; excepto
si la misma ha sido otorgada de acuerdo con lo establecido en los presentes Estatutos. El secretario General
no podrá ser miembro de la Junta Directiva. FUNCIONES: Además de las funciones de carácter especial que le
sean asignadas por la Asamblea General de Accionistas, la Junta Directiva, o por la Alta Gerencia, el
Secretario General tendrá las siguientes funciones y responsabilidades: (J) La Representación legal de la
Sociedad. (K) Llevar conforme a la ley, los libros de actas de Asamblea General de Accionistas, de la Junta
Directiva y de los Comités de Junta, y autorizar con su firma las copias y extractos que de ellas se expidan. (L)
Llevar a cabo la expedición y refrendación de títulos de acciones, así como la inscripción de actos o
documentos en el libro de registro de acciones. (M) Comunicar las convocatorias para las reuniones de la
Asamblea General de Accionistas, de la Junta Directiva y de sus respectivos Comités. (N) Asistir a las
reuniones de la Asamblea General de Accionistas, de la Junta Directiva y de sus respectivos Comités. (O)
Coordinar la organización de las reuniones de la Asamblea General de Accionistas, de la Junta Directiva y de
sus respectivos Comités, de conformidad con lo establecido en la ley y en estos Estatutos. (P) Coordinar la
preparación del orden del día de las reuniones. (Q) Apoyar al Presidente de la Junta Directiva con el suministro
de la información a los miembros de Junta Directiva de manera oportuna y en debida forma. (R) Asegurarse
que las decisiones adoptadas en la Asamblea General de Accionistas, en la Junta Directiva y en sus
respectivos Comités, efectivamente se incorporen en las respectivas actas. (S) Dirigir la administración de
documentos y archivo de la secretaria general de la Sociedad, y velar por la custodia y conservación de los
libros, escrituras, títulos, comprobantes y demás documentos que se le confíen. (T) Gestionar, archivar y
custodiar la información confidencial de la Sociedad. (U) Atender las consultas y/o reclamos que se presenten
por parte de los accionistas, autoridades y demás grupos de interés, para lo cual contará con personal
calificado. (V) Ser el puente de comunicación entre los accionistas y los Administradores, o entre estos últimos
y la Sociedad. (W) Velar por la legalidad formal de las actuaciones de la Asamblea General de Accionistas y
Junta Directiva, y garantizar que sus procedimientos y reglas de gobierno sean respetados y regularmente
revisados, de acuerdo con lo previsto en los presentes Estatutos y la normatividad vigente. (X) Las demás que
le asigne la Junta Directiva. (Escritura Pública 764 del 21/07/2022 Notaría 14 de Medellín)
Que figuran posesionados y en consecuencia, ejercen la representación legal de la entidad, las siguientes
personas:

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Juan David Escobar Franco
Fecha de inicio del cargo: 05/02/2016

CC - 98549058 Presidente

Luis Guillermo Gutiérrez Londoño
Fecha de inicio del cargo: 01/12/2016

CC - 98537472 Representante Legal en Calidad
de Vicepresidente

Patricia Del Pilar Jaramillo Salgado
Fecha de inicio del cargo: 21/06/2018

CC - 51910417 Secretario General

Ana Cristina Gaviria Gómez
Fecha de inicio del cargo: 20/05/2021

CC - 42896641 Vicepresidente de Seguros

Julián Fernando Vernaza Alhach
Fecha de inicio del cargo: 21/10/2004

CC - 19485228 Gerente Regional Cali

Diego Alberto De Jesus Cardenas
Zapata
Fecha de inicio del cargo: 22/09/2022

CC - 98527423 Gerente Regional Centro

Natalia Andrea Infante Navarro
Fecha de inicio del cargo: 01/11/2016

CC - 1037602583 Representante Legal Judicial

Maria Alejandra Zapata Pereira
Fecha de inicio del cargo: 01/11/2016

CC - 1151935338 Representante Legal Judicial

David Ricardo Gómez Restrepo
Fecha de inicio del cargo: 20/04/2017

CC - 1037607179 Representante Legal Judicial

Julián Alberto Cuadrado Luengas
Fecha de inicio del cargo: 02/11/2017

CC - 1088319072 Representante Legal Judicial
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Harry Alberto Montoya Fernandez
Fecha de inicio del cargo: 22/02/2018

CC - 1128276315 Representante Legal Judicial

Lina Marcela García Villegas
Fecha de inicio del cargo: 06/06/2018

CC - 1128271996 Representante Legal Judicial

Diana Carolina Gutiérrez Arango
Fecha de inicio del cargo: 26/09/2018

CC - 1010173412 Representante Legal Judicial

Mariana Castro Echavarría
Fecha de inicio del cargo: 19/12/2018

CC - 1037622690 Representante Legal Judicial

Lina Maria Angulo Gallego
Fecha de inicio del cargo: 19/12/2018

CC - 67002356 Representante Legal Judicial

Ana Isabel Mejía Mazo
Fecha de inicio del cargo: 12/02/2019

CC - 43627601 Representante Legal Judicial

Carlos Augusto Moncada Prada
Fecha de inicio del cargo: 12/02/2019

CC - 91535718 Representante Legal Judicial

Natalia Alejandra Mendoza Barrios
Fecha de inicio del cargo: 15/02/2019

CC - 1143139825 Representante Legal Judicial

Juan Diego Maya Duque
Fecha de inicio del cargo: 12/11/2019

CC - 71774079 Representante Legal Judicial

July Natalia Gaona Prada
Fecha de inicio del cargo: 05/02/2020

CC - 63558966 Representante Legal Judicial

Ana María Restrepo Mejía
Fecha de inicio del cargo: 14/04/2016

CC - 43259475 Representante Legal Judicial

Andrea Sierra Amado
Fecha de inicio del cargo: 14/04/2016

CC - 1140824269 Representante Legal Judicial

Diego Andres Avendaño Castillo
Fecha de inicio del cargo: 10/02/2014

CC - 74380936 Representante Legal Judicial

Ana Maria Rodríguez Agudelo
Fecha de inicio del cargo: 10/04/2012

CC - 1097034007 Representante Legal Judicial

María Del Pilar Vallejo Barrera
Fecha de inicio del cargo: 01/07/2004

CC - 51764113 Representante Legal Judicial

Marisol Restrepo Henao
Fecha de inicio del cargo: 05/04/2020

CC - 43067974 Representante Legal Judicial

Daniela Isaza Lema
Fecha de inicio del cargo: 25/11/2022

CC - 1037617487 Representante Legal Judicial

Carolina Montoya Vargas
Fecha de inicio del cargo: 26/10/2022

CC - 43871751 Representante Legal Judicial

Jhonatan Gómez Pérez
Fecha de inicio del cargo: 09/09/2022

CC - 1140815765 Representante Legal Judicial

Andrés Felipe Ayora Gómez
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2022

CC - 1152196547 Representante Legal Judicial

Claudia Marcela Sarasti Navia
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2022

CC - 1151964950 Representante Legal Judicial

Claudia Marcela Saldarriaga Álvarez
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2022

CC - 1037589956 Representante Legal Judicial
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Sara Ruiz Mejía
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2022

CC - 1035831782 Representante Legal Judicial

Cindy Paola Plata Zarate
Fecha de inicio del cargo: 12/11/2021

CC - 1140863452 Representante Legal Judicial

Carlos Francisco Soler Peña
Fecha de inicio del cargo: 27/08/2021

CC - 80154041 Representante Legal Judicial

Nazly Yamile Manjarrez Paba
Fecha de inicio del cargo: 27/08/2021

CC - 32939987 Representante Legal Judicial

Juliana Aranguren Cárdenas
Fecha de inicio del cargo: 13/05/2021

CC - 1088248238 Representante Legal Judicial

Carolina Sierra Vega
Fecha de inicio del cargo: 29/05/2020

CC - 43157828 Representante Legal Judicial

Miguel Orlando Ariza Ortiz
Fecha de inicio del cargo: 12/04/2021

CC - 1101757237 Representante Legal Judicial

Javier Ignacio Wolff Cano
Fecha de inicio del cargo: 07/03/2013

CC - 71684969 Gerente Regional Eje Caferero

Rafael Enrique Diaz Granados Nader
Fecha de inicio del cargo: 20/02/2012

CC - 72201681 Gerente Regional Zona Norte

Luz Marina Velásquez Vallejo
Fecha de inicio del cargo: 02/05/2019

CC - 43584279 Vicepresidente de Talento
Humano

Melisa González González
Fecha de inicio del cargo: 30/05/2019

CC - 1128273241 Gerente de Inversiones y
Tesorería

Margarita María Henao Arango
Fecha de inicio del cargo: 17/11/2022

CC - 32108380 Gerente de Vida y Rentas

Patricia Del Pilar Jaramillo Salgado
Fecha de inicio del cargo: 22/01/2018

CC - 51910417 Gerente de Asuntos Legales

Richard Gandur Jacome
Fecha de inicio del cargo: 28/02/2019

CC - 88139732 Gerente ARL Regional Norte

Iván Ignacio Zuloaga Latorre
Fecha de inicio del cargo: 07/03/2019

CC - 98550799 Gerente de Producto ARL

Andrés Felipe Gómez Mena
Fecha de inicio del cargo: 13/10/2022

CC - 16227922 Gerente Técnico ARL

María Eugenia Osorno Palacio
Fecha de inicio del cargo: 28/03/2019

CC - 42785795 Gerente ARL Regional Antioquia

Paola Morayma Arbelaez Enriquez
Fecha de inicio del cargo: 24/05/2022

CC - 52525083 Gerente ARL Regional Centro

Mauricio Alvarez Gallo
Fecha de inicio del cargo: 01/08/2019

CC - 10131025 Gerente ARL Regional Occidente

RAMOS: Resolución S.B. No 5148 del 31 de diciembre de 1991 Accidentes personales, colectivo vida, salud,
vida grupo, vida individual. con Resolución S.F.C. Nro. 1419 del 24/08/2011 : se revoca la autorización
concedida a Seguros de Vida Suramericana S.A., para operar el ramo de seguro Colectivo de Vida
Resolución S.B. No 1320 del 29 de abril de 1993 exequias
Resolución S.B. No 785 del 29 de abril de 1994 seguros previsionales de invalidez y sobrevivencia
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Resolución S.B. No 1129 del 14 de junio de 1994 seguro de pensiones ley 100
Resolución S.B. No 685 del 02 de junio de 1998 pensiones de jubilación mediante circular externa 052 de 20 de
diciembre de 2002 el ramo de pensiones de jubilación, se denominará en adelante ramo de pensiones
voluntarias
Resolución S.B. No 999 del 30 de junio de 1999 grupo educativo, con resolución 0638 del 26/03/2010 se
revoca la autorización concedida mediante resolución 0999 del 30 de junio de 2009 para operar el ramo de
seguro educativo.
Resolución S.B. No 1127 del 02 de octubre de 2002 enfermedades de alto costo
Resolución S.B. No 129 del 16 de febrero de 2004 formaliza la autorización a Compañía Suramericana de
Seguros de Vida S.A., para operar el ramo de seguro de Pensiones con Conmutación Pensional a partir del 23
de diciembre de 2002, fecha de entrada en vigencia de la Circular Externa 052 de diciembre 20 de 2002, así
como la utilización del modelo de la póliza de Seguro de Pensiones con Conmutación Pensional enviadas por
la compañía a esta Entidad.
Resolución S.F.C. No 1535 del 13 de septiembre de 2011 autoriza operar ramo de desempleo
Resolución S.B. No 0557 del 17 de abril de 2012 autoriza operar el ramo de rentas voluntarias
Escritura Pública No 5116 del 17 de diciembre de 2018 de la Notaría 15 de MEDELLIN (ANTIOQUIA). Como
consecuencia de la absorción de Seguros de Riesgos Labores Suramericana S.A."ARL Sura", asume el ramo
autorizado mediante Resolución 3241 del 29 de diciembre de 1995: Riesgos profesionales  (Ley 1562 del 11 de
julio de 2012, modifica la denominación  por la de Riesgos Laborales)

JOSUÉ OSWALDO BERNAL CAVIEDES
SECRETARIO GENERAL

"De conformidad con el artículo 12 del Decreto 2150 de 1995, la firma mecánica que aparece en este texto
tiene plena validez para todos los efectos legales."
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Señor(a) 

JUEZ TRECE (13) LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI  

j13lccali@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E.S.D.  

 

PROCESO:                  ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  

DEMANDANTE:          DAVID SEPULVEDA TENORIO 

DEMANDADO:           JUNTA DE CALIFICACION DEL VALLE DEL CAUCA. 

RADICACIÓN:            76001310501320170029700 

 

ASUNTO:                    PODER ESPECIAL, AMPLIO Y SUFICIENTE 

 

MARIA ALEJANDRA ZAPATA PEREIRA, mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadanía 

No. 1.151.935.338 de Cali- Valle, en mi calidad de representante legal de SEGUROS DE VIDA 

SURAMERICANA S.A., comedidamente manifestó que en esa calidad confiero poder especial 

amplio y suficiente al Doctor GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, mayor de edad, abogado en 

ejercicio, vecino de Cali, identificado con la cédula de ciudadanía No. 19.395.114 de Bogotá y 

portador de la tarjeta profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, para que 

actuando en nombre de dicha sociedad la represente en el proceso de la referencia, presente 

nulidades, se notifique del auto admisorio de la demanda y /o del llamamiento en garantía, los 

conteste, interponga recursos, descorra el traslado de los que interponga la parte actora o los demás 

convocados, proponga excepciones, solicite la práctica de las pruebas que se pretendan hacer valer 

dentro del proceso y realice todas las actuaciones inherentes a su calidad. 

 

El apoderado queda facultado para notificarse, recibir, reasumir, sustituir, objetar el juramento 

estimatorio y en general para realizar todas las acciones necesarias e indispensables para el buen 

éxito del mandato a su cargo. 

 

Solicito reconocer personería al mandatario para los fines de la gestión encomendada en los 

términos del artículo 77 del Código General del Proceso, incluyendo la facultad de sustituir este 

poder. Las facultades de transigir y desistir están sujetas a la autorización previa de la 

Vicepresidencia Jurídica y la facultad de conciliar a la decisión que adopte el Comité de defensa 

judicial y conciliación de la compañía.  

 

El presente poder se confiere en virtud del artículo 5° de la Ley 2213 de 2022 por lo que se procede 

a enviar desde la cuenta de notificaciones inscrita en el certificado de cámara de comercio y se 

manifiesta que nuestro apoderado cuenta con la dirección de correo electrónico: 

notificaciones@gha.com.co  

 

 Cordialmente,                                                                    Acepto 

 

 

 

 
MARIA ALEJANDRA ZAPATA PEREIRA                      GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA                 
Representante Legal                                                        C.C. 19.395.114 de Bogotá 
SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A.                  T.P. 39.116 del C. S. de la J. 
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EL SECRETARIO GENERAL

En ejercicio de las facultades y, en especial, de la prevista en el artículo 11.2.1.4.59 numeral 10 del decreto
2555 de 2010, modificado por el artículo 3 del decreto 1848 de 2016.

CERTIFICA

RAZÓN SOCIAL: SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. pudiendo  emplear la sigla "Seguros de
Vida SURA"

NIT: 890903790-5

NATURALEZA JURÍDICA: Sociedad Anónima De Nacionalidad Colombiana. Entidad sometida al control y
vigilancia por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia.

CONSTITUCIÓN Y REFORMAS: Escritura Pública No 2381 del 04 de agosto de 1947 de la Notaría 3 de
MEDELLIN (ANTIOQUIA).  bajo la denominación de COMPAÑÍA SURAMERICANA DE SEGUROS DE VIDA
S.A.
Escritura Pública No 1502 del 15 de septiembre de 1997 de la Notaría 14 de MEDELLIN (ANTIOQUIA).  Se
protocolizó el acto de escisión de la COMPAÑÍA SURAMERICANA DE SEGUROS DE VIDA S.A., la cual
segrega una parte de su patrimonio con destino a la constitución de la sociedad denominada "PORTAFOLIO
DE INVERSIONES SURAMERICANA S.A."
Resolución S.F.C. No 2197 del 01 de diciembre de 2006  La Superintendencia Financiera  aprueba la escisión
de la Compañía Suramericana de Seguros S.A., la Compañía Suramericana de Seguros de Vida S.A. y la
Compañía Suramericana de Capitalización S.A., constituyendo la sociedad beneficiaria "Sociedad Inversionista
Anónima S.A.", la cual no estará sujeta a la vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia,
protocolizada mediante Escritura Pública 2166 del 15 de diciembre de 2006 notaria 14 de Medellín, aclarada
mediante Escritura Pública 0339 del 02 de marzo de 2007 Notaria 14 de Medellín
Resolución S.F.C. No 0810 del 04 de junio de 2007  por medio de la cual la Superintendencia Financiera
aprueba la cesión de activos, pasivos, contratos y de cartera de seguros de la Compañía Agrícola de Seguros
S.A. y de la Compañía Agricola de Seguros de Vida S.a. a favor de la Compañía Suramericana de Seguros
S.A., la Compañía Suramericana de Seguros de Vida S.A. y de la Compañía Suramericana Administradora de
Riesgos Profesionales y Seguros de Vida S.A. SURATEP.
Escritura Pública No 0821 del 13 de mayo de 2009 de la Notaría 14 de MEDELLIN (ANTIOQUIA).  Cambia su
razópn social de COMPAÑIA SURAMERICANA DE SEGUROS DE VIDA S.A. por la de SEGUROS DE VIDA
SURAMERICANA S.A.
Escritura Pública No 35 del 22 de enero de 2018 de la Notaría 14 de MEDELLIN (ANTIOQUIA).  Cambia su
razópn social de  SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. por la de SEGUROS DE VIDA
SURAMERICANA S.A.,pudiendo emplear la sigla "Seguros de Vida SURA"
Resolución S.F.C. No 01753 del 10 de diciembre de 2018  ,por medio de la cual la Superintendencia Financiera
no objeta la fusión por absorción entre Seguros de Vida Suramericana S.A. y Seguros de Riesgos Laborales
Suramericana S.A., protocolizada mediante Escritura Pública No. 5116 del 17 de diciembre de 2018, Notaría 25
de Medellín.
Resolución S.F.C. No 0440 del 04 de mayo de 2020  , por la cual se aprueba la escisión parcial de Seguros de
Vida Suramericana S.A. Entidad Escidente  y Suramericana S.A. es una sociedad inscrita y un emisor de
valores  Entidad Beneficiaria, protocolizada mediante Escritura Pública 1188 del 18 de mayo de 2020 de la
Notaría 25 de Medellín.
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AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO: Resolución S.B. 806 del 26 de septiembre de 1947

REPRESENTACIÓN LEGAL: REPRESENTACIÓN LEGAL: La representación legal de la Sociedad será
múltiple y la gestión de los negocios sociales estará simultáneamente a cargo de un Presidente, de uno o más
Vicepresidentes, del Gerente de Vida y Rentas, el Gerente  de Inversiones y Tesorería; el Secretario General, y
demás Representantes Legales, según lo defina la Junta Directiva quienes podrán actuar conjunta o
separadamente. Para efectos exclusivos de representar a la Sociedad en las gestiones relacionadas con el
ramo de riesgos laborales, tendrán también la calidad de representantes legales el Gerente de Producto ARL,
el Gerente Comercial ARL y el Gerente Técnico ARL, quienes serán designados por la Junta Directiva y podrán
actuar de manera conjunta o separada. Así mismo, se elegirán uno o más Gerentes Regionales, que serán
nombrados por la Junta Directiva y ejercerán la representación legal de la Sociedad con las mismas facultades
y atribuciones establecidas en estos estatutos para dicho cargo, funciones que podrán ejercer únicamente
dentro de su respectiva región y zonas que sean a ellas suscritas.. Todos los empleados de la Sociedad, a
excepción del Auditor Interno y de los dependientes de éste, si los hubiere, están subordinados al Presidente
en el desempeño de sus cargos. PARÁGRAFOS. Para efectos de la representación legal judicial de la
Sociedad, tendrá igualmente la calidad de representante legal el Gerente de Asuntos Legales o su suplente, así
como los abogados que para tal fin designe la Junta Directiva, quienes representarán a la Sociedad ante las
autoridades jurisdiccionales, administrativas, y/o con funciones administrativas, políticas, entidades
centralizadas y descentralizadas del Estado, así mismo, los representantes legales judiciales podrán otorgar
poder a abogados externos para representar a la Sociedad ante las autoridades jurisdiccionales,
administrativas y/o con funciones administrativas, políticas, entidades centralizadas y descentralizadas del
Estado. FUNCIONES: Son funciones de los representantes legales: a) Representar legalmente la Sociedad y
tener a su cargo la inmediata dirección y administración de sus negocios. b) Ejecutar y hacer cumplir las
decisiones de la Asamblea General de Accionistas y de la Junta Directiva. c) Celebrar en nombre de la
Sociedad todos los actos o contratos relacionados con su objeto social. d) Nombrar y remover libremente a los
empleados de sus dependencias, así como a los demás que le corresponda nombrar y remover en ejercicio de
la delegación de funciones que pueda hacerle la Junta Directiva. Así mismo nombrar los administradores de los
establecimientos de comercio. e) Adoptar las medidas necesarias para la debida conservación de los bienes
sociales y para el adecuado recaudo y aplicación de sus fondos. f) Citar a la Junta Directiva cuando lo
considere necesario o conveniente, y mantener adecuada y oportunamente informada sobre la marcha de los
negocios sociales; someter a su consideración los estados financieros de prueba y suministrarle todos los
informes que ella le solicite en relación con la Sociedad y con sus actividades. g) Presentar a la Asamblea
General de Accionistas anualmente, en su reunión ordinaria, los estados financieros de fin de ejercicio, junto
con los informes y proyecto de distribución de utilidades y demás detalles e informaciones especiales exigidos
por la ley, previo el estudio, consideraciones y aprobación inicial de la Junta Directiva. h) Someter a aprobación
de la Junta Directiva, en coordinación con el oficial de cumplimiento, el manual del sistema de administración
del riesgo de lavado de activos y financiación del terrorismo SARLAFT y sus actualizaciones.  i) Las demás que
le corresponden de acuerdo con la ley y estos Estatutos. FACULTADES: Los Representantes Legales están
facultados para celebrar o ejecutar, sin otra limitación que la establecida en los Estatutos en cuanto se trate de
operaciones que deban ser previamente autorizadas por la Junta Directiva, o por la Asamblea General de
Accionistas, todos los actos y contratos comprendidos dentro del objeto social, o que tengan el carácter
simplemente preparatorio, accesorio o complementario para la realización de los fines que la Sociedad
persigue, y los que se relacionen directamente con la existencia y el funcionamiento de la Sociedad. Los
Representantes Legales podrán transigir, comprometer y arbitrar los negocios sociales, promover acciones
judiciales e interponer todos los recursos que fueren procedentes conforme a la ley, recibir, sustituir, adquirir,
otorgar y renovar obligaciones y créditos, dar o recibir bienes en pago; constituir apoderados o extrajudiciales y
delegar facultades, otorgar mandatos y sustituciones con la limitación que se desprende de estos Estatutos. La
Sociedad tendrá un Secretario General que será propuesto por el Presidente de la Sociedad y nombrado por la
Junta Directiva, el cual será a su vez el Secretario de la Asamblea General de Accionistas, de la Junta Directiva
y de sus respectivos Comités. En ausencia absolutas, temporales, o accidentales, la Junta Directiva, la Alta
Gerencia o los miembros de los Comités podrán designar un Secretario Ad Hoc para ejercer una o varias de las

La validez de este documento puede verificarse en la página www.superfinanciera.gov.co con el número de PIN

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA

Certificado Generado con el Pin No: 1291932416445767

Generado el 04 de octubre de  2022 a las 08:55:11

ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACIÓN ACTUAL DE LA ENTIDAD
HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICIÓN

Calle 7 No. 4 - 49  Bogotá D.C.
Conmutador: (571) 5 94 02 00 – 5 94 02 01
www.superfinanciera.gov.co Página 2 de 6



CERTIF
IC

ADO V
ÁLID

O E
MIT

ID
O P

OR L
A S

UPERIN
TENDENCIA

 F
IN

ANCIE
RA D

E C
OLOMBIA

funciones del Secretario General en su ausencia. El Secretario Ad Hoc no tendrá representación legal; excepto
si la misma ha sido otorgada de acuerdo con lo establecido en los presentes Estatutos. El secretario General
no podrá ser miembro de la Junta Directiva. FUNCIONES: Además de las funciones de carácter especial que le
sean asignadas por la Asamblea General de Accionistas, la Junta Directiva, o por la Alta Gerencia, el
Secretario General tendrá las siguientes funciones y responsabilidades: (J) La Representación legal de la
Sociedad. (K) Llevar conforme a la ley, los libros de actas de Asamblea General de Accionistas, de la Junta
Directiva y de los Comités de Junta, y autorizar con su firma las copias y extractos que de ellas se expidan. (L)
Llevar a cabo la expedición y refrendación de títulos de acciones, así como la inscripción de actos o
documentos en el libro de registro de acciones. (M) Comunicar las convocatorias para las reuniones de la
Asamblea General de Accionistas, de la Junta Directiva y de sus respectivos Comités. (N) Asistir a las
reuniones de la Asamblea General de Accionistas, de la Junta Directiva y de sus respectivos Comités. (O)
Coordinar la organización de las reuniones de la Asamblea General de Accionistas, de la Junta Directiva y de
sus respectivos Comités, de conformidad con lo establecido en la ley y en estos Estatutos. (P) Coordinar la
preparación del orden del día de las reuniones. (Q) Apoyar al Presidente de la Junta Directiva con el suministro
de la información a los miembros de Junta Directiva de manera oportuna y en debida forma. (R) Asegurarse
que las decisiones adoptadas en la Asamblea General de Accionistas, en la Junta Directiva y en sus
respectivos Comités, efectivamente se incorporen en las respectivas actas. (S) Dirigir la administración de
documentos y archivo de la secretaria general de la Sociedad, y velar por la custodia y conservación de los
libros, escrituras, títulos, comprobantes y demás documentos que se le confíen. (T) Gestionar, archivar y
custodiar la información confidencial de la Sociedad. (U) Atender las consultas y/o reclamos que se presenten
por parte de los accionistas, autoridades y demás grupos de interés, para lo cual contará con personal
calificado. (V) Ser el puente de comunicación entre los accionistas y los Administradores, o entre estos últimos
y la Sociedad. (W) Velar por la legalidad formal de las actuaciones de la Asamblea General de Accionistas y
Junta Directiva, y garantizar que sus procedimientos y reglas de gobierno sean respetados y regularmente
revisados, de acuerdo con lo previsto en los presentes Estatutos y la normatividad vigente. (X) Las demás que
le asigne la Junta Directiva. (Escritura Pública 764 del 21/07/2022 Notaría 14 de Medellín)
Que figuran posesionados y en consecuencia, ejercen la representación legal de la entidad, las siguientes
personas:

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Juan David Escobar Franco
Fecha de inicio del cargo: 05/02/2016

CC - 98549058 Presidente

Luis Guillermo Gutiérrez Londoño
Fecha de inicio del cargo: 01/12/2016

CC - 98537472 Representante Legal en Calidad
de Vicepresidente

Patricia Del Pilar Jaramillo Salgado
Fecha de inicio del cargo: 21/06/2018

CC - 51910417 Secretario General

Ana Cristina Gaviria Gómez
Fecha de inicio del cargo: 20/05/2021

CC - 42896641 Vicepresidente de Seguros

Julián Fernando Vernaza Alhach
Fecha de inicio del cargo: 21/10/2004

CC - 19485228 Gerente Regional Cali

Diego Alberto De Jesus Cardenas
Zapata
Fecha de inicio del cargo: 22/09/2022

CC - 98527423 Gerente Regional Centro

Natalia Andrea Infante Navarro
Fecha de inicio del cargo: 01/11/2016

CC - 1037602583 Representante Legal Judicial

Maria Alejandra Zapata Pereira
Fecha de inicio del cargo: 01/11/2016

CC - 1151935338 Representante Legal Judicial

David Ricardo Gómez Restrepo
Fecha de inicio del cargo: 20/04/2017

CC - 1037607179 Representante Legal Judicial

Maria Teresa Ospina Caro
Fecha de inicio del cargo: 20/04/2017

CC - 44000661 Representante Legal Judicial
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Julián Alberto Cuadrado Luengas
Fecha de inicio del cargo: 02/11/2017

CC - 1088319072 Representante Legal Judicial

Harry Alberto Montoya Fernandez
Fecha de inicio del cargo: 22/02/2018

CC - 1128276315 Representante Legal Judicial

Lina Marcela García Villegas
Fecha de inicio del cargo: 06/06/2018

CC - 1128271996 Representante Legal Judicial

Diana Carolina Gutiérrez Arango
Fecha de inicio del cargo: 26/09/2018

CC - 1010173412 Representante Legal Judicial

Mariana Castro Echavarría
Fecha de inicio del cargo: 19/12/2018

CC - 1037622690 Representante Legal Judicial

Lina Maria Angulo Gallego
Fecha de inicio del cargo: 19/12/2018

CC - 67002356 Representante Legal Judicial

Ana Isabel Mejía Mazo
Fecha de inicio del cargo: 12/02/2019

CC - 43627601 Representante Legal Judicial

Carlos Augusto Moncada Prada
Fecha de inicio del cargo: 12/02/2019

CC - 91535718 Representante Legal Judicial

Natalia Alejandra Mendoza Barrios
Fecha de inicio del cargo: 15/02/2019

CC - 1143139825 Representante Legal Judicial

Juan Diego Maya Duque
Fecha de inicio del cargo: 12/11/2019

CC - 71774079 Representante Legal Judicial

July Natalia Gaona Prada
Fecha de inicio del cargo: 05/02/2020

CC - 63558966 Representante Legal Judicial

Marisol Restrepo Henao
Fecha de inicio del cargo: 05/04/2020

CC - 43067974 Representante Legal Judicial

Ana María Restrepo Mejía
Fecha de inicio del cargo: 14/04/2016

CC - 43259475 Representante Legal Judicial

Andrea Sierra Amado
Fecha de inicio del cargo: 14/04/2016

CC - 1140824269 Representante Legal Judicial

Diego Andres Avendaño Castillo
Fecha de inicio del cargo: 10/02/2014

CC - 74380936 Representante Legal Judicial

Ana Maria Rodríguez Agudelo
Fecha de inicio del cargo: 10/04/2012

CC - 1097034007 Representante Legal Judicial

María Del Pilar Vallejo Barrera
Fecha de inicio del cargo: 01/07/2004

CC - 51764113 Representante Legal Judicial

Carolina Sierra Vega
Fecha de inicio del cargo: 29/05/2020

CC - 43157828 Representante Legal Judicial

Jhonatan Gómez Pérez
Fecha de inicio del cargo: 09/09/2022

CC - 1140815765 Representante Legal Judicial

Andrés Felipe Ayora Gómez
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2022

CC - 1152196547 Representante Legal Judicial

Claudia Marcela Sarasti Navia
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2022

CC - 1151964950 Representante Legal Judicial

Andrés Felipe Velasco Galeano
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2022

CC - 1144027092 Representante Legal Judicial
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Susana Tamayo Jaramillo
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2022

CC - 1039459033 Representante Legal Judicial

Claudia Marcela Saldarriaga Álvarez
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2022

CC - 1037589955 Representante Legal Judicial

Sara Ruiz Mejía
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2022

CC - 1035831782 Representante Legal Judicial

Andrea Alejandra Diaz Chalarca
Fecha de inicio del cargo: 17/02/2022

CC - 1036664077 Representante Legal Judicial

Cindy Paola Plata Zarate
Fecha de inicio del cargo: 12/11/2021

CC - 1140863452 Representante Legal Judicial

Carlos Francisco Soler Peña
Fecha de inicio del cargo: 27/08/2021

CC - 80154041 Representante Legal Judicial

Nazly Yamile Manjarrez Paba
Fecha de inicio del cargo: 27/08/2021

CC - 32939987 Representante Legal Judicial

Miguel Orlando Ariza Ortiz
Fecha de inicio del cargo: 12/04/2021

CC - 1101757237 Representante Legal Judicial

Juliana Aranguren Cárdenas
Fecha de inicio del cargo: 13/05/2021

CC - 1088248238 Representante Legal Judicial

Ana Lucia Pérez Medina
Fecha de inicio del cargo: 19/07/2021

CC - 1040733595 Representante Legal Judicial

Javier Ignacio Wolff Cano
Fecha de inicio del cargo: 07/03/2013

CC - 71684969 Gerente Regional Eje Caferero

Rafael Enrique Diaz Granados Nader
Fecha de inicio del cargo: 20/02/2012

CC - 72201681 Gerente Regional Zona Norte

Luz Marina Velásquez Vallejo
Fecha de inicio del cargo: 02/05/2019

CC - 43584279 Vicepresidente de Talento
Humano

Melisa González González
Fecha de inicio del cargo: 30/05/2019

CC - 1128273241 Gerente de Inversiones y
Tesorería

Carolina Mesa Herrera
Fecha de inicio del cargo: 21/06/2018

CC - 43156430 Gerente de Vida y Rentas

Patricia Del Pilar Jaramillo Salgado
Fecha de inicio del cargo: 22/01/2018

CC - 51910417 Gerente de Asuntos Legales

Richard Gandur Jacome
Fecha de inicio del cargo: 28/02/2019

CC - 88139732 Gerente ARL Regional Norte

Iván Ignacio Zuloaga Latorre
Fecha de inicio del cargo: 07/03/2019

CC - 98550799 Gerente de Producto ARL

Gema Cecilia Uribe Vélez
Fecha de inicio del cargo: 28/03/2019

CC - 43087200 Gerente Técnico ARL

María Eugenia Osorno Palacio
Fecha de inicio del cargo: 28/03/2019

CC - 42785795 Gerente ARL Regional Antioquia

Paola Morayma Arbelaez Enriquez
Fecha de inicio del cargo: 24/05/2022

CC - 52525083 Gerente ARL Regional Centro

Mauricio Alvarez Gallo
Fecha de inicio del cargo: 01/08/2019

CC - 10131025 Gerente ARL Regional Occidente
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RAMOS: Resolución S.B. No 5148 del 31 de diciembre de 1991 Accidentes personales, colectivo vida, salud,
vida grupo, vida individual. con Resolución S.F.C. Nro. 1419 del 24/08/2011 : se revoca la autorización
concedida a Seguros de Vida Suramericana S.A., para operar el ramo de seguro Colectivo de Vida
Resolución S.B. No 1320 del 29 de abril de 1993 exequias
Resolución S.B. No 785 del 29 de abril de 1994 seguros previsionales de invalidez y sobrevivencia
Resolución S.B. No 1129 del 14 de junio de 1994 seguro de pensiones ley 100
Resolución S.B. No 685 del 02 de junio de 1998 pensiones de jubilación mediante circular externa 052 de 20 de
diciembre de 2002 el ramo de pensiones de jubilación, se denominará en adelante ramo de pensiones
voluntarias
Resolución S.B. No 999 del 30 de junio de 1999 grupo educativo, con resolución 0638 del 26/03/2010 se
revoca la autorización concedida mediante resolución 0999 del 30 de junio de 2009 para operar el ramo de
seguro educativo.
Resolución S.B. No 1127 del 02 de octubre de 2002 enfermedades de alto costo
Resolución S.B. No 129 del 16 de febrero de 2004 formaliza la autorización a Compañía Suramericana de
Seguros de Vida S.A., para operar el ramo de seguro de Pensiones con Conmutación Pensional a partir del 23
de diciembre de 2002, fecha de entrada en vigencia de la Circular Externa 052 de diciembre 20 de 2002, así
como la utilización del modelo de la póliza de Seguro de Pensiones con Conmutación Pensional enviadas por
la compañía a esta Entidad.
Resolución S.F.C. No 1535 del 13 de septiembre de 2011 autoriza operar ramo de desempleo
Resolución S.B. No 0557 del 17 de abril de 2012 autoriza operar el ramo de rentas voluntarias
Escritura Pública No 5116 del 17 de diciembre de 2018 de la Notaría 15 de MEDELLIN (ANTIOQUIA). Como
consecuencia de la absorción de Seguros de Riesgos Labores Suramericana S.A."ARL Sura", asume el ramo
autorizado mediante Resolución 3241 del 29 de diciembre de 1995: Riesgos profesionales  (Ley 1562 del 11 de
julio de 2012, modifica la denominación  por la de Riesgos Laborales)

JOSUÉ OSWALDO BERNAL CAVIEDES
SECRETARIO GENERAL

"De conformidad con el artículo 12 del Decreto 2150 de 1995, la firma mecánica que aparece en este texto
tiene plena validez para todos los efectos legales."
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SOLICITUD DE NULIDAD PROCESAL POR INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO - DTE. DAVID SEPULVEDA TENORIO - DDO. JNCI - RAD.
2017-297

Desde Notificaciones GHA <notificaciones@gha.com.co>
Fecha Mié 19/04/2023 14:13
Para Juzgado 13 Laboral - Valle Del Cauca - Cali <j13lccali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
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notificacióndemandas@juntanacional.com <notificacióndemandas@juntanacional.com>
CCO Manuel Fernando Rodríguez Soto <mrodriguez@gha.com.co>; Daniela Quintero Laverde <dquintero@gha.com.co>

1 archivo adjunto (25 MB)
NULIDAD PROCESAL POR INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO.pdf;

Señores 
JUZGADO TRECE (13) LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
j13lccali@cendoj.ramajudicial.gov.co  
E.S.D.  
 

Referencia:       ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
Demandante:    DAVID SEPULVEDA TENORIO 
Demandado:    JUNTA DE CALIFICACION NACIONAL CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 
Radicación:      76001310501320170029700 
 
Asunto:            SOLICITUD DE NULIDAD PROCESAL POR INDEBIDA INTEGRACIÓN  
                          DEL CONTRADICTORIO. 

 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía No. 19.395.114 expedida en Bogotá, abogado en
ejercicio portador de la Tarjeta Profesional No. 39.116 del C. S. de la Judicatura, obrando como apoderado Judicial de SEGUROS DE VIDA
SURAMERICANA S.A., conforme al poder especial otorgado y el cual se adjunta al presente escrito,  respetuosamente solicito la nulidad procesal por
falta de notificación e integración de mi representada al proceso de la referencia.  
 
Por favor acusar la recepción del presente correo junto con el archivo PDF adjunto.  
 
Cordialmente,  
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA 
C.C. No. 19.395.114 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 39.116 del C.S. del C.S. de la J. 
dql
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INFORME SECRETARIAL: Pasa al despacho el presente proceso, radicado bajo 
el número 2017-00297-00; para informarle que el doctor GUSTAVO HERRERA 
AVILA, actuando como apoderado judicial de la compañía SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A., solicitando la nulidad procesal por falta de notificación e 
integración de la compañía de SEGUROS DE VIDA SURAMENRICANA S.A. 
Sírvase proveer. 
 
 
                                                                   DERLY LORENA GAMEZ CARDOZO  
                                                                                       Secretaria 

 
 

JUZGADO TRECE LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI. 
 

Santiago de Cali, septiembre 18 de 2023 
 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 2713 
 

En atención al informe secretarial que antecede, procede el juzgado a revisar todo 
lo actuado, con miras a pronunciarse sobre la nulidad planteada. 
 
Al decir del abogado de la compañía de SEGUROS DE VIDA SURAMENRICANA 
S.A.; se encuentra legitimada para solicitar la nulidad procesal porque: (i) Las 
sentencias emitidas dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia bajo 
radicación No. 76001310501320170029700 afectan los intereses de su prohijada y 
esta no fue vinculada al proceso ni como demandada ni como litisconsorte necesario 
(ii) La solicitud versa sobre la práctica de una prueba que no fue controvertida por la 
ARL que representa y por lo tanto, es clara la vulneración al derecho del debido 
proceso, defensa y contradicción (iii) Su prohijada no dio lugar al hecho que origina 
la causal de nulidad y (iv) Dicha nulidad no se podía alegar como excepción previa 
en razón a la falta de integración del litisconsorte necesario en el presente proceso. 
 
 
Censura el profesional del derecho que habla por la empresa encartada, que 
mediante actuación de junio de 2016, se le inadmite la contestación de la demanda; 
para posteriormente tenerla por no contestada, en providencia de marzo de 2018; 
por lo que concreta sus reparos en: i) la presentación personal de la contestación 
de la demanda en 49 folios; ii) la situación contradictoria con los fundamentos de la 
inadmisión; la actuación contradictoria del juzgado frente al decreto de pruebas; y 
iii) que los anexos permanecieron en el expediente para luego extrañamente 
desaparecer. 
 

Advierte el memorialista que, Como causal de nulidad procesal se formula la 

contemplada en el numeral 8° del artículo 133 del C.G.P. en razón a que al proceso 

de la referencia no se vinculó a la ARL SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA 

S.A. en calidad de demandada ni en calidad de litisconsorte necesario. 

Resaltándose que la nulidad del dictamen de PCL pretendida por el actor y consigo, 

las resultas del proceso afectan los intereses de mi prohijada. Lo cual lesionó 

evidentemente, las garantías de mi representada sobre las que recaen las resultas 

del proceso, particularmente el derecho de contradicción en el juicio. 

mailto:j13lccali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Al respecto, el número 8° del artículo 133 del C.G.P precisa: 

“(…) 8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de 

la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás 

personas, aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de 

aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la 

ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier 

otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado (…) “ 

  
En consonancia, el artículo 134 del C.G.P indica la oportunidad y trámite para 

presentar la nulidad, de la siguiente manera: 

“(…) La nulidad por indebida representación, notificación o emplazamiento, solo 

beneficiará a quien la haya invocado. Cuando exista litisconsorcio necesario y se 

hubiere proferido sentencia, esta se anulará y se integrará el contradictorio 

(…)” (Negrilla y subrayado por fuera del texto original). 

Con fundamento en lo expuesto, se concluye que: (i) La nulidad formulada es en 

razón a la falta de integración del contradictorio de SEGUROS DE VIDA 

SURAMERICANA S.A. en el proceso ordinario laboral de primera instancia bajo 

la radicación No. 76001310501320170029700 (ii) SEGUROS DE VIDA 

SURAMERICANA S.A. no tuvo la oportunidad procesal para controvertir la prueba 

pericial práctica dentro del proceso de la referencia y por ende, las sentencias de 

primera y segunda instancia resultaron desfavorables para esta (iii) La parte 

actora no puede pretender mediante proceso ordinario laboral de única instancia 

bajo la radicación No. 76001-41-05-002-2023- 00174-00 que SEGUROS DE VIDA 

SURAMERICANA S.A. le reconozca y pague la indemnización por IPP con base 

en un dictamen el cual mi representada no tuvo la oportunidad procesal para 

controvertirlo, configurándose así, una vulneración a las garantías sobre las que 

recaen las resultas del proceso, particularmente el derecho de contradicción en el 

juicio, al debido proceso y defensa y 

(iv) En el presente caso se debió configurar un litisconsorcio necesario por cuanto 

la comparecencia de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. era 

indispensable ya que las resultas del proceso podían acarrear obligaciones a 

cargo de la Administradora de Riesgos Laborales, además, no se podía resolver 

la nulidad del dictamen emitido por la JNCI por cuanto dicha decisión se 

encontraba en firme, siendo dicha junta el órgano de cierre en materia de 

calificación, tal como lo estable el Decreto 1352 de 2013 y se erigía como base de 

la inexistencia de responsabilidad de mi procurada, debiéndose tramitar la nulidad 

del dictamen y la responsabilidad de mi poderdante en un mismo proceso y (v) El 

suscrito formula la nulidad del juicio con posterioridad a la sentencia, es decir que, 

de acuerdo con lo previsto en el artículo 134 del C.G.P, la sentencia se invalidará, 

se remitirá al juez de primera instancia quien procederá a integrar adecuadamente 

el contradictorio y a dictar nuevamente sentencia. 

 
CONSIDERACIONES PARA RESOLVER 

 
Constituye premisa normativa, para resolver sobre la nulidad impetrada, el artículo 
29 de la Constitución Política de Colombia; en lo que corresponde a la 

mailto:j13lccali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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observancia de las formas propias de cada juicio; el debido proceso con respeto al 
derecho de audiencia, contradicción y defensa; al paso que en el orden legal, 
brindan sus luces los artículos 31, 41, 48, 63, 65, 77, y 145 del Código Procesal 
del Trabajo y de la Seguridad Social; sobre la contestación de la demanda y sus 
anexos, las formas de notificación, el respeto a los derechos fundamentales, el 
equilibrio entre las partes, los recursos de reposición y apelación, las etapas de la 
primera audiencia, y la remisión analógica al Código General del Proceso. 
 
En cuanto a nulidades, nos asimos de los artículos 1, 132, y del 133 al 136, del 
Código General del Proceso; sobre su objeto de aplicación, control de legalidad; 
causales, oportunidad, trámite, requisitos, y saneamiento de las nulidades; los que 
resultan de recibo en nuestra ritualidad, no solo en observancia del artículo 29 de 
la Constitución Política de Colombia; sino también por las facultades del juez, y 
remisión analógica que autorizan los artículo 48 y 145 de nuestro Instrumental 
del Trabajo y de la Seguridad Social. 
 
Al examinar ahora las actuaciones del despacho, nos encontramos con las 
siguientes realidades procesales: 
 

A. Mediante Auto Interlocutorio 2019 del 22 de junio de 2017, se admite la 
demanda; el 30 de abril de 2019 la entidad demandada contestó la demanda, 
proponiendo como excepción previa “falta de integración de Litis consorcio 
necesario respecto a la administradora de fondos de pensiones”; por auto 
1444 del 02 de mayo de 2019 se admite la contestación de la demanda, y se 
fija fecha para el día 22 de julio de 2019;  

B. En la fecha señala se llevó a cabo la audiencia del artículo 77 del CPTSS, en 
la cual el titular del Despacho resolvió la excepción previa DECLARANDO: 
No probada la excepción presentada con el carácter de previa FALTA DE 
INTEGRACION DEL LITIS CONSORTE NECESARIO, con el fondo 
pensional al cual se encuentra afiliado el demandante. 
Continuando con el trámite de la audiencia, el Despacho fijó el litigio, decretó 
las pruebas y ordenó dictamen pericial al demandante, designando como 
perito a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda. 

C. La Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, allego al 
Despacho el 29 de noviembre de 2019 dictamen pericial ordenado por el 
Juzgado teniendo como concepto final: la pérdida de capacidad laboral y 
ocupacional del 32.30%, origen de la enfermedad laboral, fecha de 
estructuración 3 de mayo de 2014; corriendo el traslado a las partes y 
señalando fecha para audiencia de trámite y juzgamiento del artículo 80 del 
CPTSS. Para el día 8 de mayo de 2020; posteriormente reprogramándola 
para el 23 de octubre de 2020. 

D. En la fecha programada para llevar a cabo la audiencia se profirió sentencia 
número 202 en la que se resuelve: 1) DECLARAR no probadas las 
excepciones propuestas por la JUNTA NACIONAL DE INVALIDEZ, frente al 
origen de la enfermedad padecida por el demandante señor DAVID 
SEPULVEDA TENORIO, por las razones manifestadas en precedencia. 2) 
DECLARAR que el señor DAVID SEPULVEDA TENORIO, identificado con 
cédula de ciudadanía No. 16.703.758, tiene una pérdida de capacidad laboral 
del 32.20% de origen laboral con fecha de estructuración 3 de junio de 2014, 
conforme las consideraciones de la presente sentencia. 3) CONDENAR en 
costas a LA JUNTA NACIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ  a favor 
de la demandante, para lo que desde ya se fijan las agencias en derecho la 
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suma equivalente a 1 S.M.L.M.V., independiente de los costos procesales, 
entre ellos la experticia rendida por la JUNTA REGIONAL DE INVALIDEZ 
DEL RISARALDA; la que fue apelada por los apoderados judiciales de ambas 
partes y remitida al HTS Sala Laboral. 

E. El 23 de julio de 2021, el Honorable Tribunal Superior Sala Laboral, profirió 
la sentencia 1882, en la que resolvió: “1) REVOCAR el resolutivo tercero de 
la apelada sentencia condenatoria No. 202 del 23 de octubre de 2020, sin 
costas a cargo de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez. En lo demás 
se confirma la referida sentencia. Costas a cargo del apelante demandante 
infructuoso y en favor de la demandada JNCI, se fija la suma de doscientos 
mil pesos como agencias en derecho. Liquídense de conformidad con el art. 
366 del CGP. Devuélvase el expediente a la oficina de origen”. 
 

Huelga señalar, que el Control de Legalidad, consagrado en el artículo 132 del 
Código General del Proceso, está sujeto a cada una de sus etapas, precisando 
que no se podrá alegar en momentos subsiguientes, vicios o irregularidades; salvo 
que se trate de hechos nuevos. Luego, aún en gracia de discusión, de ser cierta la 
anomalía en que se fundamenta la solicitud de nulidad que nos ocupa; nada se dijo 
sobre ellas en actuaciones pretéritas; dispositivo preclusivo que se repite en el 
parágrafo del artículo 133 y en el artículo 136 de la misma obra jurídica 
instrumental; donde la inactividad de la parte, sanea la eventual anomalía. 
 
Igualmente, aún en gracia de discusión, se debe advertir que los artículos 
2.2.5.1.42. y 2.2.5.1.43. del Decreto 1072 del 2015 señalan lo relativo a las 
controversias frente a los Dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación de 
Invalidez y a la firmeza de los mismos: 
 

“Artículo 2.2.5.1.42. Controversias sobre los dictámenes de las Juntas de 
Calificación de Invalidez. Las controversias que se susciten en relación con los 
dictámenes emitidos en firme por las Juntas de Calificación de Invalidez, serán 
dirimidas por la justicia laboral ordinaria de conformidad con lo previsto en el Código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, mediante demanda promovida contra 
el dictamen de la Junta correspondiente. Para efectos del proceso judicial, el director 
administrativo y financiero representará a la Junta como entidad privada del 
Régimen de Seguridad Social Integral, con personería jurídica, y autonomía técnica 
y científica en los dictámenes (…). PARÁGRAFO. Frente al dictamen proferido por 
las Junta Regional o Nacional solo será procedente acudir a la justicia ordinaria 
cuando el mismo se encuentre en firme”. 
 
“Artículo 2.2.5.1.43. Firmeza de los dictámenes. Los dictámenes adquieren firmeza 
cuando: (…) 1. Contra el dictamen no se haya interpuesto el recurso de reposición 
y/o apelación dentro del término de diez (10) días siguientes a su notificación; (…) 
2. Se hayan resuelto los recursos interpuestos y se hayan notificado o comunicado 
en los términos establecidos en el presente capítulo; (…) 3. Una vez resuelta la 
solicitud de aclaración o complementación del dictamen proferido por la Junta 
Nacional y se haya comunicado a todos los interesados”. 

 
En contraste, el articulo 61 del CGP señala: 
 

“(…) Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los 
cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera 
uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia de las personas 
que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la demanda 
deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en 
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el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes 
falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 
dispuestos para el demandado. (…). 
 

De las normas en comento se coligen las condiciones de firmeza de un dictamen y 
su impugnabilidad ante la justicia ordinaria. Se destaca de manera especial que el 
primero de los artículos refiere que la demanda se promueve en contra del dictamen 
de la junta correspondiente. Igualmente, se advierte que el litisconsorcio necesario 
únicamente surge cuando el asunto, por naturaleza o por disposición legal, no 
pueda resolverse sin la participación de algún sujeto. 
 
En el presente caso, se advierte que la demanda se promovió en contra de la Junta 
Nacional de Calificación de Invalidez, entidad emisora del dictamen 
correspondiente. Se observa que no hubo ningún dictamen emitido en el proceso 
por SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. y, en contraste, la entidad 
calificadora de última instancia tuvo la oportunidad de controvertir el concepto 
técnico emitido en el marco del proceso. En ese sentido, atendiendo a que la 
determinación de origen de pérdida de capacidad laboral es un asunto 
eminentemente técnico, no se desprende ninguna relación sustancial ni injerencia 
directa con SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. en la determinación 
científica adoptada. Cabe anotar que en el proceso no se controvirtió ninguna 
prestación económica y, en todo caso, esta surge de manera independiente al 
procedimiento objetivo de calificación de origen que abordó el Despacho en su 
oportunidad. 
 
Corolario de todo lo anterior, resulta improcedente la solicitud de nulidad 
enarbolada; en la instancia se reconocerá personería al doctor GUSTAVO 
HERRERA AVILA, identificado con la c.c. 19.395.114 y tarjeta profesional 39.116 
del C. S. de la Judicatura, quien actúa como apoderado judicial de la compañía 
SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. 
 

RESUELVE: 
 
1°.- RECHAZAR por improcedente la solicitud de nulidad del apoderado judicial de 
la empresa compañía SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., por las razones 
consignadas en la parte considerativa de esta providencia.  
 
2°.- RECONOCER personería al doctor GUSTAVO HERRERA AVILA, identificado 
con la c.c. 19.395.114 y tarjeta profesional 39.116 del C. S. de la Judicatura, quien 
actúa como apoderado judicial de la compañía SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A. 
 
3°.- DEVOLVER al archivo el presente proceso.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
El Juez 
 
 

              FABIO ANDRES OBANDO RENTERIA 
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fobandor
Firma Juez Fabio Obando
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RV: RECURSO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO INTERLOCUTORIO No. 2713 || RAD:
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RECURSO APELACIÓN AUTO NIEGA NULIDAD - DAVID ANOTONIO SEPULVEDA.pdf;

De: No�ficaciones GHA <no�ficaciones@gha.com.co>
Enviado: lunes, 2 de octubre de 2023 2:40 p. m.
Para: Juzgado 13 Laboral - Valle del Cauca - Cali <j13lccali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: No�ficaciones Chacon Abogados <no�ficaciones@chaconabogados.com.co>; avidtenorio1964@gmail.com
<avidtenorio1964@gmail.com>; no�ficacióndemandas@juntanacional.com
<no�ficacióndemandas@juntanacional.com>
Asunto: RECURSO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO INTERLOCUTORIO No. 2713 || RAD: 2017-297 || DTE: DAVID
SEPULVEDA TENORIO
 
Señores 
JUZGADO TRECE(13) LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
j13lccali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E. S. D. 

 
 

PROCESO:                           ORDINARIO LABORAL DE PRIMERAINSTANCIA 
DEMANDANTE:                   DAVID SEPULVEDA TENORIO 
DEMANDADO:                    JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 
RADICACIÓN:                     760013105013-2017-00297-00. 

 
 
ASUNTO: RECURSO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO INTERLOCUTORIO No. 2713 DEL
18 DE SEPTIEMBRE DEL 2023, NOTIFICADO EL 25 DE SEPTIEMBRE DE 2023. 

 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, mayor de edad, vecino de Cali, identificado con la Cédula de
ciudadanía No. 19.395.114 expedida en Bogotá, abogado en ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional
No. 39.116. del Consejo Superior de la Judicatura, quien actúa en calidad de apoderado general de
SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., conforme al Certificado de Existencia y Representación
Legal que aporto con la presente, manifiesto que mediante el presente líbelo y estando dentro del
término legal oportuno, procedo a presentar RECURSO DE APELACIÓN contra el Auto Interlocutorio
No. 2713 del 18 de septiembre del 2023, notificado por estados del día 25 del mismo mes y año.

Se remite con copia a las partes.
 
 
Atentamente, 
 
 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 
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Señores 
JUZGADO TRECE (13) LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
j13lccali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E. S. D. 

 
 

PROCESO:     ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
DEMANDANTE:  DAVID SEPULVEDA TENORIO 
DEMANDADO:     JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 
RADICACIÓN:     760013105013-2017-00297-00. 

 
 
ASUNTO: RECURSO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO INTERLOCUTORIO No. 2713 
DEL 18 DE SEPTIEMBRE DEL 2023, NOTIFICADO EL 25 DE SEPTIEMBRE DE 2023. 

 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, mayor de edad, vecino de Cali, identificado con la Cédula 
de ciudadanía No. 19.395.114 expedida en Bogotá, abogado en ejercicio, portador de la Tarjeta 
Profesional No. 39.116. del Consejo Superior de la Judicatura, quien actúa en calidad de apoderado 
general de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., conforme al Certificado de Existencia y 
Representación Legal que aporto con la presente, manifiesto que mediante el presente líbelo y 
estando dentro del término legal oportuno, procedo a presentar RECURSO DE APELACIÓN contra 
el Auto Interlocutorio No. 2713 del 18 de septiembre del 2023, notificado por estados del día 25 del 
mismo mes y año, en los siguientes términos:  
 

I. ARGUMENTACIÓN FÁCTICO Y JURÍDICA 
 
1. El señor DAVID SEPULVEDA TENORIO, el 09 de junio de 2017, inició proceso ordinario laboral 

de primera instancia en contra de la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ 
pretendiendo la nulidad del dictamen de PCL No. 16703758-3585 del 13 de enero del 2016 
emitido por la JNCI, mediante el cual se constató que las patologías padecidas por el 
demandante eran de origen común.  

 
2. En la Litis referenciada, el demandante, solicitó la nulidad del dictamen de PCL arguyendo que 

las patologías padecidas eran de origen laboral. 
 
3. La demanda instaurada por el señor SEPULVEDA fue asignada por reparto al Juzgado 13 

Laboral del Circuito de Cali, bajo la radicación No. 76001-31- 05- 013-2017-00297-00. 
 
4. Pese a que se estuviera solicitando proceder con una calificación de origen laboral, 

SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. no fue integrada al presente proceso en calidad 
de demandada ni en calidad de litisconsorte necesario, aún conociendo el despacho y parte 
actora que las resultas de la prueba pericial y consigo, las decisiones adoptadas en primera y 
segunda instancia podían ser desfavorables para la ARL a la cual se encontraba afiliado el 
demandante 

 
5. En la etapa de practica de pruebas, se ordenó la emisión de un nuevo dictamen de PCL ante 

la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, quien mediante dictamen de PCL 
No. 16703758-1392 del 27/11/2019 se le otorgó al demandante un grado de pérdida del 32.30% 
de origen laboral y con fecha de estructuración del 03/06/2014. 

 
6. Ahora, con ocasión al Dictamen pericial practicado en el proceso con Rad: 2017-297, el señor 

DAVID SEPULVA TENORIO, adelante Proceso Ordinario Laboral de Única Instancia, 
pretendiendo lo siguiente:  

 
1. DECLARAR que el señor DAVID SEPULVEDA TENORIO tiene derecho al 

reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD PERMANENTE 
PARCIAL por parte de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. conforme a su 
porcentaje y origen de pérdida de capacidad laboral ya determinado a través de la 
Sentencia No. 202 del 23 de octubre de 2020 confirmada por Sentencia No. 1882 del 23 

mailto:j13lccali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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de julio del 2021 emitida por el Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral. 
 
2. Como consecuencia de lo anterior, se CONDENE a SEGUROS DE VIDA 

SURAMERICANA S.A. al reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR 
INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL en favor del señor DAVID SEPULVEDA 
TENORIO por tener una pérdida de capacidad laboral del 32.20 % de origen laboral con 
fecha de estructuración 03 de junio de 2014, monto que asciende a $ 18.655.274 

 
3. CONDENAR a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. para que, al momento del 

pago, indexe el valor conforme a lo establecido en el Parágrafo 1 del Artículo 5 de la Ley 
1562 del 2012. 

 
4. Que se condene a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. al reconocimiento y 

pago de los INTERESES MORATORIOS por el no pago de la INDEMNIZACIÓN POR 
INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL solicitada, mismos que deben liquidarse 
desde el 01 de diciembre del 2021, término legal en el cual se tuvo que haber reconocido 
la prestación conforme a lo establecido en el inciso 5 del parágrafo 2 del Artículo 1 de la 
Ley 776 del 2002. 

 
5. Así mismo, solicito que se CONDENE al reconocimiento y pago de las costas y agencias 

en derechos en favor del demandante 
 
6. Que se CONDENE a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., en los demás 

derechos reconocidos extra y ultra petita. 
 
7. Se Colige con lo anterior que, el señor DAVID SEPULVEDA TENORIO solicita mediante el 

proceso laboral de única instancia, el reconocimiento y pago de la indemnización por IPP 
tomando como base el dictamen de PCL No. 16703758-1392 del 27/11/2019 emitido por la 
JRCI de Risaralda, practicado en el proceso ordinario laboral de primera instancia bajo la 
radicación No. 76001-31- 05- 013-2017-00297-00. Dictamen el cual no fue controvertido por la 
ARL SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. en razón a que esta no fue vinculada al 
presente proceso, vulnerándose así los derechos de contradicción, debido proceso y derecho 
a la defensa. 

 
8. Las sentencias de primera y segunda instancia proferidas en el proceso ordinario laboral de 

primera instancia bajo la radicación No. 76001-31- 05- 013-2017-00297-00 no son oponibles a 
SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. en razón a que no erigen una obligación clara, 
expresa y exigible a la ARL. 

 
9. Mi representada no se encuentra en la obligación de reconocer y pagar el rubro pretendido en 

el proceso de única instancia ya que la indemnización por IPP está siendo solicitada con 
fundamento en un dictamen de PCL el cual mí representada no tuvo la oportunidad procesal 
de controvertir. 

 
10. El día 19 de abril de 2023, el suscrito elevó solicitud de NULIDAD PROCESAL POR INDEBIDA 

INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO, ante el Juzgado 13 Laboral del Circuito de Cali, el 
cual fue resuelto negativamente a través del Auto Interlocutorio aquí atacado, No. 2713 del 18 
de septiembre de 2023. 

 
11. En Auto Interlocutorio No. 2713 del 18 de septiembre de 2023, el Juzgado 13 Laboral del 

Circuito de Cali, de manera deliberante, afirmó que en el proceso con Rad 2017-297, la ARL 
SURA, nunca tuvo participación alguna por cuanto no existía algún dictamen emitido por esta 
compañía, sin embargo, olvidó este Juzgador que, el solo hecho de que la pretensión fuera 
dirigida a lograr la calificación de patologías de origen laboral, inmediatamente se ven afectados 
intereses de una entidad diferente a las que ya participaban en la Litis.  

 
12. De conformidad con el artículo 228 del C.G.P., encontrándose en un proceso en el cual se 

emita un dictamen pericial, se podrá aportar otro en el momento del traslado, en aras de 
controvertirlo y ejercer el derecho a la defensa, pudiendo además solicitar el interrogatorio el 
perito y así formular las preguntas a la que haya lugar por la emisión de tal dictamen. 
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13. En el proceso bajo Rad: 2017-297, SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., no tuvo la 

oportunidad procesal de solicitar la comparecencia del perito a la audiencia, presentar otro 
dictamen pericial o realizar las dos actuaciones señaladas de manera conjunta, en razón a que 
la ARL no fue vinculada al proceso ordinario de la referencia, aun conociendo el despacho y 
parte actora que las resultas de la prueba pericial y consigo, las decisiones adoptadas en 
primera y segunda instancia podían ser desfavorables para la ARL a la cual se encontraba 
afiliado el demandante. 

 
II. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDAD DEL RECURSO 

 
En el campo jurídico existen métodos de impugnación en aras de que se replanteen decisiones 
desfavorables para los intereses de alguna de las partes. De esa manera, pueden modificarse o 
incluso ser revocadas dichas providencias. En este sentido y para el caso en concreto, se expondrá 
la procedencia del recurso de apelación, con base en lo dispuesto en el CPTSS, a continuación: 
 

 Procedencia y oportunidad del Recurso de Apelación  
 

 Sobre la procedencia del recurso de apelación y la oportunidad procesal para interponerlo, el 
Artículo 65 del CPTSS expresa lo siguiente:  
 

“ARTICULO 65. PROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACION: Son apelables los 
siguientes autos proferidos en primera instancia: 
 

6. El que decida sobre nulidades procesales. 
 
(…)” 

 
Así las cosas, en el caso de marras el recurso de apelación es procedente por cuanto el auto 
notificado tiene la característica de Interlocutorio, y es oportuna su radicación por cuanto el Auto 
Interlocutorio No. 2713 fue notificado por estados del 25 de septiembre del 2023, encontrándonos 
dentro del término legal otorgado para tal fin. 
 

 Procedencia para declarar la Nulidad Procesal por Indebida Integración del 
Contradictorio.  

 
 
Como causal de nulidad procesal se formula la contemplada en el numeral 8° del artículo 133 del 
C.G.P. en razón a que al proceso de la referencia no se vinculó a la ARL SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A. en calidad de demandada ni en calidad de litisconsorte necesario. 
Resaltándose que la nulidad del dictamen de PCL pretendida por el actor y consigo, las resultas del 
proceso afectan los intereses de mi prohijada. Lo cual lesionó evidentemente, las garantías de mi 
representada sobre las que recaen las resultas del proceso, particularmente el derecho de 
contradicción en el juicio.  
 
Al respecto, el número 8° del artículo 133 del C.G.P precisa: 
 

 “(…) 8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda 
a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas, aunque sean 
indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el 
proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al 
Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado 
(…) “  

 
En consonancia, el artículo 134 del C.G.P indica la oportunidad y trámite para presentar la nulidad, 
de la siguiente manera: 
 
 

 “(…) La nulidad por indebida representación, notificación o emplazamiento, solo beneficiará a 
quien la haya invocado. Cuando exista litisconsorcio necesario y se hubiere proferido sentencia, 
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esta se anulará y se integrará el contradictorio (…)” (Negrilla y subrayado por fuera del texto 
original). 

 
Así las cosas, es menester precisar que en Sentencia SC2496-2022, la Sala de Casación Civil, 
sobre el particular aquí discutido, ha sido enfático en establecer la necesidad de declarar la nulidad 
de lo actuado, ante la falta de integración del contradictorio de una parte que pudo haber defendido 
sus derechos y no se le permitió tal circunstancia. Dice entonces la Honorable Corte Suprema de 
Justicia, lo siguiente:  
 

(…) 
 
De conformidad con el inciso final del artículo 134 cuando exista litisconsorcio necesario y se 
hubiere proferido sentencia, esta se anulará y se integrará el contradictorio», lo que quiere 
decir que es un defecto insubsanable, así no lo diga expresamente el parágrafo del artículo 
136 ibídem, pero que de todas maneras encaja dentro del supuesto de pretermisión integra 
de la respectiva instancia por cuanto implica el desconocimiento del debido proceso a un 
interesado cuya comparecencia se obvia a pesar de resultar obligatoria su vinculación, de ahí 
que se le conculca la posibilidad de pronunciarse, solicitar pruebas, intervenir en su recaudo 
y poder controvertir las allegadas por los restantes participantes en la Litis. 
 
Por esa misma razón, tal omisión deben ser materia de estudio preliminar por el superior al 
recibir las actuaciones en virtud de la alzada, según dispone el artículo 325 id, sin que sea 
posible disponer las medidas de saneamiento a que alude el artículo 137 id relacionadas con 
la notificación a los afectados por indebida representación de las partes o falencias en el 
enteramiento del admisorio a los litigantes o terceros intervinientes, ya que corresponden a 
irregularidades completamente ajenas a la referida. 
 
Vistas así las cosas, en todos los eventos en que el juzgador de segundo grado advierta la 
«falta de integración del contradictorio» resulta imperioso, tal como se procedió en CSJ 
SC1182-2016, a anular el proveído apelado, para que el inferior tome los correctivos 
necesarios que garanticen el debido proceso de quien no ha sido vinculado a la litis, cuando 
debió hacerse desde un comienzo. 
 
(…) 

 
En la misma línea, la Corte Constitucional, ha manifestado lo siguiente:  
 

La debida integración del contradictorio en los procesos judiciales tiene por objeto garantizar los 
derechos de contradicción y defensa de las partes y los interesados. En efecto, el conocimiento 
del proceso, así como la vinculación adecuada y oportuna de los sujetos procesales a los trámites 
judiciales, son necesarias para que “las razones propias sean presentadas y consideradas en el 
proceso”. Del mismo modo, garantiza que los sujetos procesales puedan “participar 
efectivamente en la producción de la prueba, por ejemplo interrogando a los testigos presentados 
por la otra parte o por el funcionario investigador y exponer sus argumentos en torno a lo que 
[demuestran] los medios de prueba”. Por esta razón, el inciso 8º del artículo 133 del CGP dispone 
que el proceso es nulo, en todo o en parte, cuando “no se practica en legal forma la notificación 
del auto admisorio de la demanda” a las partes o terceros con interés. 

 
Con lo relatado anteriormente, deja en evidencia la basta jurisprudencia que, de evidenciarse que 
existe un afectado el cual no tuvo la oportunidad de ejecutar su derecho a la defensa y contradicción, 
tales como, solicitar pruebas y/o controvertir las allegadas, deberá tomarse los correctivos 
necesarios en aras de otorgar y garantizar el debido proceso de quien no ha sido vinculado a la 
Litis.  
 
Sobre lo manifestado anteriormente, en el caso de marras, tenemos que SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A., NUNCA fue siquiera notificada del proceso cursado en el Juzgado 13 
Laboral del Circuito de Cali, en el que se practicó un dictamen pericial que resultó desfavorable 
hacia mí representada, en el entendido que del mismo, se originan prestaciones económicas a favor 
del demandante y a cargo de la ARL SURA, lo que claramente, genera un perjuicio inminente hacia 
la compañía que represento. 
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Ahora bien, la Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, en Sentencia del 2 de nov. de 1994, 
rad.6810, reiterada en la sentencia SL 16855 de 2015, la Corte Suprema de Justicia – Sala de 
Casación Laboral dijo:  
 

“EL LITISCONSORCIO NECESARIO: “Conforme acontece en materia civil de acuerdo con los 
artículos 51 y 83 del C.P.C, en los procesos laborales puede suceder que sea indispensable 
la integración de un litisconsorcio necesario, vale decir que las partes en conflicto o una de 
ellas deban estar obligatoriamente compuestas por una pluralidad de sujetos en razón a que en 
los términos de la última norma aludida, "... el proceso verse sobre relaciones o actos 
jurídicos respecto de los cuales por su naturaleza o por disposición legal, no fuere posible 
resolver de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales 
relaciones o que intervinieron en dichos actos ..." “Desde luego, la razón de ser de esta figura 
se halla ligada al concepto del debido proceso como derecho fundamental de las personas 
que les otorga la garantía de no ser vinculadas o afectadas por una decisión judicial, sin 
haber tenido la oportunidad de exponer su posición en un proceso adelantado de acuerdo 
con los ritos preestablecidos (C.N art 29) y es que el litisconsorcio necesario se explica porque 
es imperativo para la justicia decidir uniformemente para todos los que deben ser litisconsortes. 
“Acorde con lo que establecen los textos mencionados, los cuales son aplicables en los juicios 
del trabajo a falta de norma específica sobre el tema en el C.P.L, la exigencia de conformar el 
litisconsorcio obedece en primer término a la naturaleza de la relación jurídica sustancial que da 
lugar al litigio o, en segundo lugar, a que la ley en forma expresa y en precisos casos imponga 
su integración.  
 
Ahora bien, se hace indispensable la integración de parte plural en atención a la índole de la 
relación sustancial, cuando ella está conformada por un conjunto de sujetos, bien sea en posición 
activa o pasiva, en modo tal que no sea “... susceptible de escindirse en tantas relaciones 
aisladas como sujetos activos o pasivos individualmente considerados existan sino que se 
presenta como una sola, única e indivisible frente al conjunto de tales sujetos. En tal hipótesis, 
por consiguiente un pronunciamiento del juez con alcances referidos a la totalidad de la relación 
no puede proceder con la intervención única de alguno o algunos de los ligados por aquella, sino 
necesariamente con la de todos. Sólo estando presente en el respectivo juicio la totalidad de los 
sujetos activos y pasivos de la relación sustancial, queda debida e íntegramente constituida 
desde el punto de vista subjetivo la relación jurídico-procesal, y por lo tanto sólo cuando las cosas 
son así podrá el Juez hacer el pronunciamiento de fondo demandado. En caso contrario, deberá 
limitarse a proferir el fallo inhibitorio..." (G.J., Ts. CXXXIV, pág. 170 y CLXXX, pág 381, 
recientemente reiteradas en Casación Civil de 16 de mayo de 1.990, aún no publicada). (Ver, 
extractos de jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, Tercer Trimestre de 1.992, págs 47 
a 50, Imprenta Nacional, 1.993) (…)” (Negrilla y subrayado por fuera del texto original). 

 
Ese criterio ha sido constante y pacífico, como se refleja, entre otras, en sentencias CSJ SL, del 24 
jun. 1999, rad. 11862, del 21 de feb. de 2006, rad. 24954, del 15 de feb. y 25 de oct. del 2011, 
radicaciones 34939 y 36379; y en la del 22 de ag. de 2012, rad. 38450  
 
Lo anterior porque la figura del litisconsorcio necesario hace relación a que «cuando la cuestión 
litigiosa haya de resolverse de manera uniforme para todos los litisconsortes, los recursos y en 
general las actuaciones de cada cual favorecerán a los demás. Sin embargo, los actos que 
impliquen disposición del derecho en litigio sólo tendrán eficacia si emanan de todos», lo que quiere 
decir que tal predicamento corresponde no a las afirmaciones del demandado en su respuesta a la 
demanda, o a las del demandante en su escrito inaugural del proceso, sino que por la naturaleza 
del asunto en litigio adquieren la calidad de litisconsortes necesarios, la cual surge cuando no es 
posible dictarse sentencia sin la presencia de todos quienes conforman la relación jurídica 
sustancial controvertida en el proceso, pues de resultar excluido alguno o algunos a quienes atañe 
la decisión de instancia, ésta no lograría su eficacia, y por consiguiente, no sería inmutable ni 
definitiva necesarias para su ejecutoria, puesto que respecto de aquél o aquéllos no contaría con 
oponibilidad.  
 
Respecto al Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio, el artículo 61 del C.G.P. indica 
que: 
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“Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su 
naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible 
decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o 
que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra 
todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y 
dar traslado de esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el 
término de comparecencia dispuestos para el demandado. 
  
En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la citación 
de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya dictado 
sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 
comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término.  
 
Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá sobre 
ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas.  
 
Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin 
embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si 
emanan de todos.  
 
Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, podrá 
pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.” (Negrilla y subrayado por 
fuera del texto original). 

 
Con fundamento en lo expuesto, se concluye que: (i) SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., 
no tuvo oportunidad de ejercer su derecho a la defensa y contradicción respecto del Proceso 
Ordinario Laboral de Primera Instancia, con Rad 76001310501320170029700 (ii) En el Proceso 
Ordinario Laboral de Primera Instancia se practicaron pruebas de las cuales derivaron obligaciones 
a cargo de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA y las cuales no pudieron ser objetadas, (iii) La 
nulidad formulada es en razón a la falta de integración del contradictorio de SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A. en el proceso ordinario laboral de primera instancia bajo la radicación No. 
76001310501320170029700 (iv) SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. no tuvo la 
oportunidad procesal para controvertir la prueba pericial práctica dentro del proceso de la referencia 
y por ende, las sentencias de primera y segunda instancia resultaron desfavorables para esta (v) 
La parte actora no puede pretender mediante proceso ordinario laboral de única instancia bajo la 
radicación No. 76001-41-05-002-2023-00174-00 que SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. 
le reconozca y pague la indemnización por IPP con base en un dictamen el cual mi representada 
no tuvo la oportunidad procesal para controvertirlo, configurándose así, una vulneración a las 
garantías sobre las que recaen las resultas del proceso, particularmente el derecho de contradicción 
en el juicio, al debido proceso y defensa y (vi) En el presente caso se debió configurar un 
litisconsorcio necesario por cuanto la comparecencia de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA 
S.A. era indispensable ya que las resultas del proceso podían acarrear obligaciones a cargo de la 
Administradora de Riesgos Laborales, además, no se podía resolver la nulidad del dictamen emitido 
por la JNCI por cuanto dicha decisión se encontraba en firme, siendo dicha junta el órgano de cierre 
en materia de calificación, tal como lo estable el Decreto 1352 de 2013 y se erigía como base de la 
inexistencia de responsabilidad de mi procurada, debiéndose tramitar la nulidad del dictamen y la 
responsabilidad de mi poderdante en un mismo proceso y (v) El suscrito formula la nulidad del juicio 
con posterioridad a la sentencia, es decir que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 134 del 
C.G.P, la sentencia se invalidará, se remitirá al juez de primera instancia quien procederá a integrar 
adecuadamente el contradictorio y a dictar nuevamente sentencia. 
 

III. PETICIÓN 
 
Solicito respetuosamente, se conceda el RECURSO DE APELACIÓN, contra el Auto No. 2713 
del 18 de septiembre de 2023 y notificado por estado el día 25 del mismo mes y año, para que, la 
Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial, proceda con el respectivo análisis y ordene 
la Nulidad Procesal de todo lo actuado por Indebida Integración al Contradictorio y como 
consecuencia se ordene la integración de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A.  
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IV. ANEXOS  
 

a. Solicito se tengan en cuenta los documentos aportados con la solicitud inicial de Nulidad. 
b. Demanda y anexos del proceso ordinario laboral de única instancia bajo la radicación No. 

76001-41-05-002-2023-00174-00  
c. Auto admisorio de la demanda.  

 
V. NOTIFICACIONES 

 
El suscrito y mi representada podrán ser notificados en la Avenida 6 A Bis No. 35N – 100 Oficina 
212, en la Ciudad de Cali, en la secretaría de la Honorable Corporación, y en el correo electrónico: 
notificaciones@gha.com.co  
 
Cordialmente,   
 
 
 
 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA  
C.C. 19.395.114 de Bogotá D.C 
T.P. No. 39.116 del C.S. de la J.  
 
 

mailto:notificaciones@gha.com.co


 

Señor, 

JUEZ MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE CALI. 
La ciudad. 
 
 
 
PROCESO:  ORDINARIO LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA. 
DEMANDANTE: DAVID SEPULVEDA TENORIO. 
DEMANDADO:  SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. 
 
ALEYDA PATRICIA CHACÓN MARULANDA, abogada en ejercicio, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 66.949.024 de Cali y portadora de la Tarjeta Profesional No. 132.670 del C. S. 
de la J., obrando como apoderada judicial del señor DAVID SEPULVEDA TENORIO, mayor de 
edad y residente en la ciudad de Santiago de Cali (Valle), identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 16.703.758 de Cali, me dirijo ante este Despacho con el fin presentar 
DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA en contra de SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A., entidad con domicilio en Cali Valle, representada legalmente por el 
Doctor JUAN DAVID ESCOBAR FRANCO, identificado con Cédula de ciudadanía No. 
98.549.058, en calidad de presidente o por quien haga sus veces, con el fin de que mediante 
sentencia judicial acoja las pretensiones y condenas a que se llegaren en este litigio, previas 
las siguientes consideraciones.  
 

HECHOS. 
 

1. El señor DAVID SEPULVEDA TENORIO, a lo largo de su vida laboral se desempeñó en 
diferentes cargos, pero tuvo mayor tiempo de duración como TORNERO FRESADOR 
para la empresa RESKO LTDA, en la cual ostentó esta labor desde el año 1999 hasta 
el 2017, tal y como se evidencia en estudio de puesto de trabajo del 18 de noviembre 
del 2014. 
 

2. Como consecuencia de la anterior labor, al señor SEPULVEDA TENORIO se le 
diagnosticó ENFERMEDAD PULMONAR OBSTRUCTIVA NO ESPECIFICADA y 
BRONQUIECTASIA; patologías que fueron objeto de calificación para establecer su 
origen, y mediante Dictamen No. 2302126 proferido por la EPS CRUZ BLANCA el 23 
de octubre del 2014, quedaron como: “ENFERMEDAD LABORAL”. 
 

3. No obstante, por inconformidad de la ARL SURA frente a dicha calificación, el proceso 
del señor SEPULVEDA TENORIO fue remitido ante la Junta Regional de Calificación de 
Invalidez del Valle del Cauca, quien mediante Dictamen No. 33720815 del 14 de 
agosto del 2015 confirmó lo dicho por la EPS, es decir, que la patología del 
demandante era de origen “LABORAL”. 
 

4. Nuevamente, inconforme la ARL SURA con tal decisión, presentó los recursos de ley 
y el caso llegó hasta la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, quien a través de 
Dictamen No. 16703758-3585 del 13 de enero del 2016, modificó lo ya dicho y 
estableció que la patología padecida por el actor era una “ENFERMEDAD COMÚN”. 
 

5. Así las cosas, siendo el Dictamen de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez el 
último peritazgo válido que define el origen de las patologías del demandante, y 
estando totalmente en desacuerdo con lo dicho por esta entidad, se acudió el 09 de 



 

junio del 2017 ante la Jurisdicción Ordinaria Laboral, correspondiendo el proceso 
ante el Juzgado Trece Laboral del Circuito de Cali, bajo Radicación No. 76001-31-05-
013-2017-00297-00, con el fin de lograr sentencia judicial que declarara la nulidad de 
dicho dictamen y en consecuencia se determinara como laboral las patologías 
padecidas por el demandante. 
 

6. De esta manera, una vez surtidas todas las etapas procesales pertinentes, se obtuvo 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA No. 202 del 23 de octubre de 2020, la cual 
estableció: 
 
“(…) 2. DECLARAR que el señor DAVID SEPULVEDA TENORIO, identificado con cédula 
de ciudadanía No. 16.703.758, tiene una pérdida de capacidad laboral del 32.20% de 
origen laboral con fecha de estructuración 3 de junio de 2014, conforme las 
consideraciones de la presente sentencia”. 
 

7. Así mismo, se obtuvo Sentencia de Segunda Instancia No. 1882 del 23 de julio del 
2021 emitida por el Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral, la cual confirmó la 
decisión de primer grado, es decir, establecer que las patologías del demandante son 
de origen “ENFERMEDAD LABORAL”.  
 

8. Vale decir que, las decisiones judiciales antes descritas, se sustentaron en el 
DICTAMEN No. 16703758 del 27 de noviembre de 2019 emitido por la JUNTA 
REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA, el cual se obtuvo como 
peritazgo ordenado dentro del proceso judicial adelantado en el Juzgado 13 Laboral 
del Circuito de Cali.  
 

9. Con ocasión de la decisión judicial de segundo grado que, confirmó lo decidido por el 
A quo, el día 01 de octubre del 2021 se elevó por correo electrónico SOLICITUD ante 
la ARL SURA con el fin de obtener el reconocimiento y pago de la indemnización por 
incapacidad permanente parcial ya declarada judicialmente.  
 

10. El día 13 de octubre del 2021, la ARL SURA responde a la solicitud de indemnización 
dantes descrita, indicando que, no procede ningún reconocimiento de prestaciones 
económicas o asistenciales toda vez que, el señor SEPÚLVEDA cuenta con un 
dictamen de la Junta Nacional sobre patologías de origen común. 
 

11. Ante el desconocimiento de la ARL, el día 05 de noviembre del 2021, se envió 
insistencia y Contra-respuesta pidiendo el pago de la indemnización solicitada, pues 
si bien es cierto existía dictamen de la Junta Nacional que calificó algunas patologías 
de origen común, esto no podía desconocer el proceso judicial en el cual se declaró 
que algunas patologías eran de origen laboral y se determinara el % de pérdida de 
capacidad laboral.   
 

12. Posteriormente a través de Auto No. 1982 del 18 de noviembre del 2021 el Juzgado 
13 Laboral del Circuito de Cali dispuso obedecer y cumplir lo resuelto por el superior. 
 

13. De manera simultánea, el día 19 de noviembre del 2021, se recibió respuesta de la 
ARL SURA, donde básicamente dicen que, no pueden cumplir una sentencia donde a 
ellos no los condenaron a nada. 
 



 

14. De manera seguida, a través de Auto No. 3538 del 26 de noviembre del 2021, el 
Juzgado 13 Laboral del Circuito de Cali dispuso el archivo del proceso. 
 

15. Siguiendo con la inconformidad por la postura negativa de la ARL SURA, el día 01 de 
diciembre del 2021, se remite Contra-respuesta y nueva insistencia ante la ARL SURA 
para que procedan con el pago de la IPP. 
 

16. Por pasar el tiempo y no recibir nuevo pronunciamiento de la ARL, mediante 
PETICIÓN radicada el día 28 de marzo del 2022 a través de correo electrónico ante la 
ARL SURA bajo Radicado No. 22032825986471, se SOLICITÓ nuevamente de manera 
formal el reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD 
PERMANENTE PARCIAL al haber sido decretado mediante sentencia judicial el origen 
y porcentaje de pérdida de capacidad laboral por una “ENFERMEDAD LABORAL” 
padecida por el señor SEPULVEDA TENORIO, además porque ya se contaba con el 
auto de archivo del proceso, el cual daba constancia de la firmeza de la decisión 
judicial.  
 

17. Como respuesta de lo anterior, la ARL SURA a través de comunicado No. 
CE202231004104 del 12 de abril del 2022, dijo lo siguiente, lo cual demuestra su clara 
postura negativa y habilita a mi poderdante para acudir a esta instancia judicial, 
veamos: 
 
“En la sentencia referida no existen declaratorias ni condenas dirigidas en contra de 
ARL Sura, por lo que dicha sentencia no es vinculante para esta Compañía. Tampoco, 
ARL Sura fue vinculada al proceso 76001310501320170029700, por lo que esta 
Administradora, no pudo ejercer su derechos procesales y sustanciales, por lo que 
cualquier orden a la ARL que estuviera contenida en la sentencia atentaría contra el 
debido proceso. Por lo anterior, no podemos atender satisfactoriamente su petición.” 

 
PRETENSIONES. 

 
Con fundamento en lo antes descrito y la prueba documental relacionada, se solicita al 
honorable juzgador lo siguiente: 
 

1. DECLARAR que el señor DAVID SEPULVEDA TENORIO tiene derecho al 
reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD PERMANENTE 
PARCIAL por parte de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. conforme a su 
porcentaje y origen de pérdida de capacidad laboral ya determinado a través de la 
Sentencia No. 202 del 23 de octubre de 2020 confirmada por Sentencia No. 1882 del 
23 de julio del 2021 emitida por el Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral.   
 

2. Como consecuencia de lo anterior, se CONDENE a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA 
S.A. al reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD 
PERMANENTE PARCIAL en favor del señor DAVID SEPULVEDA TENORIO por tener una 
pérdida de capacidad laboral del 32.20 % de origen laboral con fecha de 
estructuración 03 de junio de 2014, monto que asciende a $ 18.655.274. 
 

3. Igualmente se pide CONDENAR a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. para que, 
al momento del pago, indexe el valor conforme a lo establecido en el Parágrafo 1 del 
Artículo 5 de la Ley 1562 del 2012. 



 

 
4. Que se condene a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. al reconocimiento y pago 

de los INTERESES MORATORIOS por el no pago de la INDEMNIZACIÓN POR 
INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL solicitada, mismos que deben liquidarse desde 
el 01 de diciembre del 2021, término legal en el cual se tuvo que haber reconocido la 
prestación conforme a lo establecido en el inciso 5 del parágrafo 2 del Artículo 1 de 
la Ley 776 del 2002. 
 

5. Así mismo, solicito que se CONDENE al reconocimiento y pago de las costas y agencias 
en derechos en favor del demandante. 
 

6. Que se CONDENE a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., en los demás derechos 
reconocidos extra y ultra petita. 

 
ARGUMENTACIÓN FÁCTICO-JURÍDICA. 

 
Para iniciar es pertinente hacer referencia a los especiales postulados de nuestra 
Constitución Política, tal como establece el amplio articulado, y más concretamente, desde 
el preámbulo constitucional, pues en este, se enmarca como pilar fundamental el derecho al 
trabajo, la vida, la justicia, la igualdad, y se busca garantizar un orden social y justo.  
 
En este mismo sentido, el artículo 1º de nuestra carta magna, enfatizan sobre la concepción 
del Estado Social de Derecho que enmarca el respecto a la dignidad humana, al trabajo y a 
la solidaridad como fundamento para cumplir con los fines esenciales del Estado enunciados 
en el artículo 2º del mismo orden supremo, los cuales se sintetizan en el servicio a la 
comunidad, promoción de la prosperidad general, y la garantía de la efectividad de los 
derechos, principios y deberes constitucionales.  
 
Dentro del Estado Social de Derecho y teniendo como estribo la Constitución actual y 
garantista que nos rige, vemos cómo desde el interior de la misma (art.4) se orienta sobre la 
supremacía constitucional y se hace énfasis en el trato digno a las personas (art. 12), así como 
la igualdad de derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación (art.13), más 
concretamente para aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se 
encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta. 
 
Vemos también, como los artículos 47, 53 y 54 superiores, conforman un marchamo en pro 
de los trabajadores y más especialmente para aquellos que han sufrido una disminución en 
su capacidad de trabajo en razón a una enfermedad labora o común, accidente de trabajo o 
situaciones particulares de cada uno, y el Estado entra como garantista para el goce efectivo 
de los derechos fundamentales de estos. 
 
También, la concepción del Estado Social de Derecho enmarcada en la carta política del 91 
tiene un profundo contenido filosófico y, particular consideración por la persona humana, 
convirtiéndola en el fin de toda actividad pública o privada y al delegarse una responsabilidad 
en una entidad particular, ésta ocupa el lugar del Estado y como tal debe responder a las 
labores encomendadas de una manera rápida, eficaz, oportuna y justa. 
 
Ahora bien, exponiendo la parte fáctica del presente asunto, tenemos que, la entidad 
demandada NIEGA el reconocimiento y pago de la INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD 
PERMANENTE PARCIAL al demandante, desconociendo que, fue mediante sentencia judicial 



 

que se declaró el % de pérdida de capacidad laboral del actor, así como el origen y la fecha 
de estructuración, elementos que conforman el Dictamen pericial que habilita al señor 
SEPULVEDA para acceder a las prestaciones económicas y asistenciales que contempla la 
legislación vigente en torno a los riesgos laborales. 
 
En este sentido basta con citar la normatividad aplicable al caso, la cual contempla la 
viabilidad para el reconocimiento y pago de lo pretendido. 
 
Tenemos entonces que, desde la Ley 1295 de 1994 en su Artículo 7, se establecen las 
prestaciones económicas derivadas de una enfermedad laboral, así: 
 
(…) 
 
ARTÍCULO 7. Prestaciones económicas. 
 
Todo trabajador que sufra un accidente de trabajo o una enfermedad profesional tendrá 
derecho al reconocimiento y pago de las siguientes prestaciones económicas: 
 
a) Subsidio por incapacidad temporal; 
 
b) Indemnización por incapacidad permanente parcial; 
 
c) Pensión de Invalidez; 
 
d) Pensión de sobrevivientes; y, 
 
e) Auxilio funerario. 
 
(…) (Resaltado propio). 
 
Así mismo, la Ley 776 del 17 de diciembre del 2002, estableció: 
 
“Artículo 1°. Derecho a las prestaciones. Todo afiliado al Sistema General de Riesgos 
Profesionales que, en los términos de la presente ley o del Decreto-ley 1295 de 1994, sufra un 
accidente de trabajo o una enfermedad profesional, o como consecuencia de ellos se 
incapacite, se invalide o muera, tendrá derecho a que este Sistema General le preste los 
servicios asistenciales y le reconozca las prestaciones económicas a los que se refieren el 
Decreto/ley 1295 de 1994 y la presente ley.” 
 
Antes de continuar, es imperioso citar el Artículo 4 de la Ley 1562 del 2012, por la cual se 
modifica el Sistema de Riesgos Laborales y se dictan otras disposiciones en materia de Salud 
Ocupacional, pues esta normatividad define una enfermedad laboral así: 
 
(…) ARTÍCULO 4o. ENFERMEDAD LABORAL. Es enfermedad laboral la contraída como 
resultado de la exposición a factores de riesgo inherentes a la actividad laboral o del medio 
en el que el trabajador se ha visto obligado a trabajar. El Gobierno Nacional, determinará, en 
forma periódica, las enfermedades que se consideran como laborales y en los casos en que 
una enfermedad no figure en la tabla de enfermedades laborales, pero se demuestre la 
relación de causalidad con los factores de riesgo ocupacional será reconocida como 
enfermedad laboral, conforme lo establecido en las normas legales vigentes. (…) 



 

 
Ahora bien, sobre la INDEXACIÓN del monto a pagar, debo decir que esta se trata de la 
actualización de la moneda por considerar que la indemnización pedida toma como base 
para liquidar, el promedio de la cotización dentro de los 12 meses anteriores a que se hubiese 
calificado el origen en primera oportunidad, y como dicha fecha es anterior claramente al 
momento en el cual se define el % de pérdida de capacidad laboral, debe traerse a valor 
presente dicho monto. 
 
Al respecto, el Parágrafo 1 del Artículo 5 de la Ley 1562 del 2012, dispone: 
 
(…)  
 
PARÁGRAFO 1o. Las sumas de dinero que las Entidades Administradoras de Riesgos Laborales 
deben pagar por concepto de prestaciones económicas deben indexarse, con base en el Índice 
de Precios al Consumidor (IPC) al momento del pago certificado por el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística, DANE. 
 
(...) 
 
Sobre los INTERESES MORATORIOS también pedidos en esta demanda, se aclara que los 
mismo proceden desde el momento en el que se cumplieron los 2 meses desde la radicación 
de la solicitud, pues a dicha fecha se aportaron todos los documentos necesarios para el 
reconocimiento de la prestación, pero la entidad negó su reconocimiento. 
 
Tenemos entonces que, la mencionada Ley 776 de 2002 (Diciembre 17) en su ARTÍCULO 1o. 
sobre los DERECHO A LAS PRESTACIONES, y propiamente en el parágrafo 2, establece: 
 
(…) 
 
PARÁGRAFO 2o. Las prestaciones asistenciales y económicas derivadas de un accidente de 
trabajo o de una enfermedad profesional, serán reconocidas y pagadas por la administradora 
en la cual se encuentre afiliado el trabajador en el momento de ocurrir el accidente o, en el 
caso de la enfermedad profesional, al momento de requerir la prestación. 
 
(…) 
 
Las acciones de recobro que adelanten las administradoras son independientes a su 
obligación de reconocimiento del pago de las prestaciones económicas dentro de los dos (2) 
meses siguientes contados desde la fecha en la cual se alleguen o acrediten los requisitos 
exigidos para su reconocimiento. Vencido este término, la administradora de riesgos 
profesionales deberá reconocer y pagar, en adición a la prestación económica, un interés 
moratorio igual al que rige para el impuesto de renta y complementarios en proporción a la 
duración de la mora. Lo anterior, sin perjuicio de las sanciones a que haya lugar. 
 
(…) (Resaltado propio). 
 
Finalmente, vale la pena decir frente a la Prescripción que, la misma Ley 1562 del 2012, 
dispuso un término de 3 años, como se cita a continuación, queriendo decir esto que, no ha 
operado tal término y es procedente la condena pedida: 
 



 

(…) ARTÍCULO 22. PRESCRIPCIÓN. Las mesadas pensionales y las demás prestaciones 
establecidas en el Sistema General de Riesgos Profesionales prescriben en el término de tres 
(3) años, contados a partir de la fecha en que se genere, concrete y determine el derecho. (…) 
 
En conclusión, con todos los argumentos fácticos y jurídicos expuestos, es viable que este 
operador judicial, proceda a decretar mediante sentencia judicial el reconocimiento y pago 
de la Indemnización por Incapacidad permanente parcial deprecada. 
 
 

PROCEDIMIENTO - CUANTIA. 
 
 
Ateniendo el objeto de la presente litis y en concordancia con el artículo 12 del Código 
Procesal del Trabajo, Modificado por el art. 9 de la Ley 712 de 2001, Modificado por el art. 
46 de la Ley 1395 de 2010, la cuantía la estimo inferior a 20 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, relacionado y detallado en las pretensiones principales de esta 
demanda, y por lo tanto corresponde a un PROCESO ORDINARIO LABORAL DE ÚNICA 
INSTANCIA, el cual está reglamentado en el artículo 70 del Código de Procedimiento Laboral 
y subsiguientes.   
 
Se detalla así: 
  

PROMEDIO PARA BASE DE LIQUIDACIÓN DE IPP 

MES DIAS IBC 

nov-13 30  $   1.162.000  

dic-13 20  $      775.000  

ene-14 15  $      607.000  

feb-14 30  $   1.215.000  

mar-14 30  $   1.215.000  

abr-14 30  $   1.215.000  

may-14 28  $   1.134.000  

jun-14 5  $      202.000  

jul-14 10  $      404.934  

ago-14 0  $                  -    

sep-14 23  $      931.000  

oct-14 14  $      567.000  

TOTAL 235  $   9.427.934  

PROMEDIO DIARIO    $         40.119  

DIAS 30  $   1.203.566  

SALARIO BASE  $   1.203.566  

   
Una vez obtenido el promedio del ingreso base de cotización, procedemos a liquidar la 
prestación así: 
 

PCL 32,20% 

MONTO 15.5 SBC 

SBC  $     1.203.566  

INDEMINZACIÓN  $   18.655.274  

   



 

COMPETENCIA. 
 
La competencia es suya señor Juez, debido al domicilio del demandante y demandado, la 
cuantía y el lugar donde se prestó el servicio, todo de conformidad con el Artículo 5 del 
Código Procesal del Trabajo, Modificado por el art. 3 de la Ley 712 de 2001, Modificado por 
el art. 45 de la Ley 1395 de 2010. 

 
ANEXOS. 

 
1. PODER para actuar. 
2. Copia del documento de identidad del demandante. 
3. Cédula y tarjeta profesional de la suscrita. 
4. Los documentos relacionados en las pruebas. 

 
PRUEBAS. 

 
1. Estudio de puesto de trabajo del 18/11/2014. 
2. Dictamen No. 2302126 del 23/10/2014 de la EPS Cruz Blanca. 
3. Dictamen No. 33720815 del 14/08/2015 de la Junta Regional del Valle. 
4. Dictamen No. 16703758-3585 del 13/01/2016 de la Junta Nacional.  
5. Acta de reparto de demanda radicada el 09/06/2017. 
6. Acta de audiencia donde está la Sentencia de Primera Instancia No. 202 del 23 de 

octubre de 2020. 
7. Acta No. 015 donde está la Sentencia de Segunda Instancia No. 1882 del 23 de julio 

del 2021. 
8. Dictamen No. 16703758- 1392 del 27 de noviembre de 2019 de la Junta Regional de 

Risaralda. 
9. Solicitud radicada ante la ARL el 01 de octubre del 2021. 
10. Respuesta de la ARL del 13/10/2021. 
11. Contra respuesta enviada el 05/11/2021 a la ARL. 
12. Auto de Sustanciación No. 1982 del 18/11/2021. 
13. Respuesta de la ARL del 19/11/2021. 
14. Auto Interlocutorio No. 3538 emitido el 26/11/2021 por el Juzgado 13 Laboral del 

Circuito de Cali.  
15. Contra respuesta e insistencia enviada el 01/12/2021 a la ARL. 
16. insistencia enviada el 28/03/2022 a la ARL. 
17. Respuesta de la ARL del 12/04/2022. 
18. Certificado donde consta el salario base de cotización del demandante ante la ARL. 
19. Certificado de existencia y representación legal de demandada. 

 
NOTIFICACIONES. 

 
DMANDNATE: En la Calle 52 No. 28D-128 B/ Doce de octubre, Tel. 4385571, cel. 3153595250 
- 3103851505, e-mail  
 
DEMANDADO: SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. en la Carrera 63 # 49 A - 31 PISO 1, 
Ed. Camacol en MEDELLÍN - ANTIOQUIA, Tel. 2602100, e-mail 
notificacionesjudiciales@suramericana.com.co   
 
 

mailto:notificacionesjudiciales@suramericana.com.co


 

SUSCRITA APODERARA: En la carrera 4 No. 12 – 41 Oficina 401 del Edificio Seguros Bolívar 
en Cali Valle, e-mail notificaciones@chaconabogados.com.co – PBX: 6504477 - Cel: 
3175165318 – 3103851505.  
 
Atentamente,  

 
ALEYDA PATRICIA CHACÓN MARULANDA. 
C.C. 66.949.024 de Cali. 
T.P. 132.670 del C. S. de la J. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA   

   
JUZGADO TRECE LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI   

 

ORDINARIO LABORAL RADICADO 2017-297 

José Pechené   

 

INFORME SECRETARIAL: A Despacho del señor Juez pasa el Proceso Ordinario 

Laboral de Primera Instancia, propuesto por DAVID SEPULVEDA TENORIO en 

contra de la JUNTA DE CALIFICACION DEL VALLE DEL CAUCA; informándole 

que el mandatario judicial de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., presenta 

recurso de apelación contra el auto 2713 publicado en estado el 25 de septiembre 

de 2023, que rechaza por improcedente la solicitud de nulidad presentada por 

SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. Sírvase proveer.   

   

   

   

   

   

DERLY LORENA GAMEZ CARDOZO    

Secretaria   

   

JUZGADO TRECE LABORAL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE CALI   

   

Santiago de Cali, Octubre 16 de 2023.   

   

AUTO INTERLOCUTORIO No. 3053  

   

Visto el informe de secretaria que antecede y como quiera que el recurso de 

apelación en contra del auto que rechaza por improcedente la solicitud de nulidad 

presentada por SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., fue presentado dentro 

del término correspondiente; el juzgado 

  

DISPONE: 

 
PRIMERO: CONCEDASE en el efecto SUSPENSIVO el recurso de apelación 

presentado por el apoderado judicial SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., 

contra el Auto Interlocutorio No 2713 publicado en estado el 25 de septiembre de 

2023.   

 

SEGUNDO: Para los efectos de que se surta el recurso de alzada ordenado en el 

numeral que antecede, remítase el expediente al HONORABLE TRIBUNAL 

SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI – SALA LABORAL a través de la 

OFICINA JUDICIAL – SECCION REPARTO.   

 
NOTIFÍQUESE, 

 
 
 
 
   

FABIAN ANDRES OBANDO RENTERIA     

El Juez    

jpechent
Nuevo sello

fobandor
Firma Juez Fabio Obando



REPÚBLICA DE COLOMBIA   

   
JUZGADO TRECE LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI   

 

ORDINARIO LABORAL RADICADO 2017-297 

José Pechené   

 

Santiago de Cali, Octubre 10 de 2023. 

 

OFICIO No. 1240 

 
Ingeniero 
PEDRO JOSE ROMERO CORTES 
Jefe Oficina de Reparto Administración Judicial  
  
 
Referencia: Remisión Proceso Ordinario Laboral de Primera Instancia  
Demandante: DAVID SEPULVEDA TENORIO 
Demandado: JUNTA DE CALIFICACION DEL VALLE DEL CAUCA.  
Radicación:   2017-297 
   

GRUPO No. 03 APELACIÓN DE AUTOS - PROCESO ORDINARIO 

    

Me permito remitir con destino a esa dependencia y a efecto de que sea repartido a 

los Magistrados del Honorable Tribunal Superior de Cali, Sala Laboral, el presente 

proceso Ordinario Laboral de Primera Instancia, propuesto por el señor DAVID 

SEPULVEDA TENORIO en contra JUNTA DE CALIFICACION DEL VALLE DEL 

CAUCA, a fin de que se surta el recurso de  apelación interpuesto por el mandatario 

judicial de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A., en contra del auto 2713 

publicado en estado el 25 de septiembre de 2023, proferida por este Despacho 

Judicial.  

  

Link proceso: 76001310501320170029700  

 

Atentamente, 

 

 

 

DERLY LORENA GAMEZ CARDOZO  
 Secretaria   

 

 

 

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j13lccali_cendoj_ramajudicial_gov_co/EmGRIhg_yG1GkNq3gJWyHQQB_C5BUgwG5j1W7v4-0GpwVw?e=aKSORI
jpechent
Nuevo sello

























 
 
ORDINARIO LABORAL 

DEMANDANTE: DANIEL SEPULVEDA TENORIO 

DEMANDADO: JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 

RADICACIÓN: 76001310501320170029702 
 

M.P. DRA ARLYS ALANA ROMERO PÉREZ 

  

SALVAMENTO DE VOTO 

 

Discrepo de la Sala mayoritaria en primer lugar respecto a la oportunidad para 

proponer  la causal de nulidad invocada (art. 133 CGP), ya que, con base en el 

art 134 del Código General del Proceso al tratarse de falta de integración del 

litisconsorcio necesario no interesa que la sentencia esté ejecutoriada, pues, se 

busca proteger el derecho de defensa y en ese sentido el CGP amplió dicha 

oportunidad y no se trata de revivir un proceso legalmente concluido como en 

alguna parte de la sentencia lo insinúa la mayoría. 

 

Respecto a si se configura la causal de nulidad prevista en el numeral 8 del 

artículo 133 del CGP considero que la sentencia afecta a la peticionaria de la 

nulidad SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA SA porque el dictamen que 

califica la pérdida de la capacidad laboral implica que se deben reconocer unas 

prestaciones económicas a cargo de la no vinculada. 

 

En consecuencia, nos preguntamos ¿puede en un proceso futuro la sociedad que 

solicita la nulidad desconocer la sentencia? En mi sentir si lo puede hacer pues, 

en principio no haría tránsito a cosa juzgada respecto a dicho ente por no ser 

parte en el proceso. 

 

En ese orden de ideas, si puede desconocer el dictamen en cuanto a PCL, fecha 

de estructuración y origen laboral del riesgo, para que hacer tramitar otro proceso 

que aunque puede versar sobre una prestación económica no pedida en este, sin 

embargo, el actual proceso se proyecta sobre el futuro proceso y sobre un tercero 

que no estuvo vinculado al primer proceso. 

 

Se desconoce negando la nulidad planteada, el principio del procedimiento 

denominado economía procesal, al desgastarse la administración de justicia sin 



 
 
que en últimas el actual plenario pueda resultar útil y trascendente frente a una 

sociedad que en últimas es la que se le va a cuestionar el pago de la prestación 

correspondiente.   

 

En los anteriores términos considero que debe declararse la nulidad de lo actuado 

en los términos solicitados con base en el numeral 8 del art. 133 del CGP. 

 

Atentamente, 

 

 

 

CARLOS ALBERTO OLIVER GALE 

Magistrado Sala Laboral 

 

Firmado Por:

Carlos Alberto Oliver Gale

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 005 Laboral

Tribunal Superior De Cali - Valle Del Cauca
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: c57e2ecb88336678042c21ed5efdfa0100330783d9066dc54006468f01533677

Documento generado en 29/01/2025 11:30:42 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



EL SECRETARIO GENERAL

En ejercicio de las facultades y, en especial, de la prevista en el artículo 11.2.1.4.59 numeral 10 del decreto 
2555 de 2010, modificado por el artículo 3 del decreto 1848 de 2016. 

CERTIFICA 

RAZÓN SOCIAL: SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. pudiendo  emplear la sigla "Seguros de Vida 
SURA"

 

NIT: 890903790-5 

 
NATURALEZA JURÍDICA:  Sociedad Anónima De Nacionalidad Colombiana Entidad sometida al control y 
vigilancia por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia. 
 

CONSTITUCIÓN Y REFORMAS: Escritura Pública No 2381 del 04 de agosto de 1947 de la Notaría 3 de 
MEDELLIN (ANTIOQUIA).  bajo la denominación de COMPAÑÍA SURAMERICANA DE SEGUROS DE VIDA 
S.A.

Escritura Pública No 1502 del 15 de septiembre de 1997 de la Notaría 14 de MEDELLIN (ANTIOQUIA).  Se 
protocolizó el acto de escisión de la COMPAÑÍA SURAMERICANA DE SEGUROS DE VIDA S.A., la cual 
segrega una parte de su patrimonio con destino a la constitución de la sociedad denominada "PORTAFOLIO DE 
INVERSIONES SURAMERICANA S.A."

Resolución S.F.C. No 2197 del 01 de diciembre de 2006  La Superintendencia Financiera  aprueba la escisión 
de la Compañía Suramericana de Seguros S.A., la Compañía Suramericana de Seguros de Vida S.A. y la 
Compañía Suramericana de Capitalización S.A., constituyendo la sociedad beneficiaria "Sociedad Inversionista 
Anónima S.A.", la cual no estará sujeta a la vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia, 
protocolizada mediante Escritura Pública 2166 del 15 de diciembre de 2006 notaria 14 de Medellín, aclarada 
mediante Escritura Pública 0339 del 02 de marzo de 2007 Notaria 14 de Medellín

Resolución S.F.C. No 0810 del 04 de junio de 2007  por medio de la cual la Superintendencia Financiera 
aprueba la cesión de activos, pasivos, contratos y de cartera de seguros de la Compañía Agrícola de Seguros 
S.A. y de la Compañía Agricola de Seguros de Vida S.a. a favor de la Compañía Suramericana de Seguros 
S.A., la Compañía Suramericana de Seguros de Vida S.A. y de la Compañía Suramericana Administradora de 
Riesgos Profesionales y Seguros de Vida S.A. SURATEP.

Escritura Pública No 0821 del 13 de mayo de 2009 de la Notaría 14 de MEDELLIN (ANTIOQUIA).  Cambia su 
razópn social de COMPAÑIA SURAMERICANA DE SEGUROS DE VIDA S.A. por la de SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A.

Escritura Pública No 35 del 22 de enero de 2018 de la Notaría 14 de MEDELLIN (ANTIOQUIA).  Cambia su 
razópn social de  SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. por la de SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA 
S.A.,pudiendo emplear la sigla "Seguros de Vida SURA"

Resolución S.F.C. No 01753 del 10 de diciembre de 2018  ,por medio de la cual la Superintendencia Financiera 
no objeta la fusión por absorción entre Seguros de Vida Suramericana S.A. y Seguros de Riesgos Laborales 
Suramericana S.A., protocolizada mediante Escritura Pública No. 5116 del 17 de diciembre de 2018, Notaría 25 
de Medellín.

Resolución S.F.C. No 0440 del 04 de mayo de 2020  , por la cual se aprueba la escisión parcial de Seguros de 
Vida Suramericana S.A. Entidad Escidente  y Suramericana S.A. es una sociedad inscrita y un emisor de 
valores  Entidad Beneficiaria, protocolizada mediante Escritura Pública 1188 del 18 de mayo de 2020 de la 
Notaría 25 de Medellín.
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AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO: Resolución S.B. 806 del 26 de septiembre de 1947

REPRESENTACIÓN LEGAL: La representación legal de la Sociedad será múltiple y la gestión de los negocios 

sociales estará simultáneamente a cargo de un Presidente, de uno o más Vicepresidentes, del Gerente de Vida 
y Rentas, el Gerente  de Inversiones y Tesorería; el Secretario General, y demás Representantes Legales, 
según lo defina la Junta Directiva quienes podrán actuar conjunta o separadamente. Para efectos exclusivos de 
representar a la Sociedad en las gestiones relacionadas con el ramo de riesgos laborales, tendrán también la 
calidad de representantes legales el Gerente de Producto ARL, el Gerente Comercial ARL y el Gerente Técnico 
ARL, quienes serán designados por la Junta Directiva y podrán actuar de manera conjunta o separada. Así 
mismo, se elegirán uno o más Gerentes Regionales, que serán nombrados por la Junta Directiva y ejercerán la 
representación legal de la Sociedad con las mismas facultades y atribuciones establecidas en estos estatutos 
para dicho cargo, funciones que podrán ejercer únicamente dentro de su respectiva región y zonas que sean a 
ellas suscritas.. Todos los empleados de la Sociedad, a excepción del Auditor Interno y de los dependientes de 
éste, si los hubiere, están subordinados al Presidente en el desempeño de sus cargos. PARÁGRAFOS. Para 
efectos de la representación legal judicial de la Sociedad, tendrá igualmente la calidad de representante legal el 
Gerente de Asuntos Legales o su suplente, así como los abogados que para tal fin designe la Junta Directiva, 
quienes representarán a la Sociedad ante las autoridades jurisdiccionales, administrativas, y/o con funciones 
administrativas, políticas, entidades centralizadas y descentralizadas del Estado, así mismo, los representantes 
legales judiciales podrán otorgar poder a abogados externos para representar a la Sociedad ante las 
autoridades jurisdiccionales, administrativas y/o con funciones administrativas, políticas, entidades centralizadas 
y descentralizadas del Estado. FUNCIONES: Son funciones de los representantes legales: a) Representar 
legalmente la Sociedad y tener a su cargo la inmediata dirección y administración de sus negocios. b) Ejecutar y 
hacer cumplir las decisiones de la Asamblea General de Accionistas y de la Junta Directiva. c) Celebrar en 
nombre de la Sociedad todos los actos o contratos relacionados con su objeto social. d) Nombrar y remover 
libremente a los empleados de sus dependencias, así como a los demás que le corresponda nombrar y remover 
en ejercicio de la delegación de funciones que pueda hacerle la Junta Directiva. Así mismo nombrar los 
administradores de los establecimientos de comercio. e) Adoptar las medidas necesarias para la debida 
conservación de los bienes sociales y para el adecuado recaudo y aplicación de sus fondos. f) Citar a la Junta 
Directiva cuando lo considere necesario o conveniente, y mantener adecuada y oportunamente informada sobre 
la marcha de los negocios sociales; someter a su consideración los estados financieros de prueba y 
suministrarle todos los informes que ella le solicite en relación con la Sociedad y con sus actividades. g) 
Presentar a la Asamblea General de Accionistas anualmente, en su reunión ordinaria, los estados financieros de 
fin de ejercicio, junto con los informes y proyecto de distribución de utilidades y demás detalles e informaciones 
especiales exigidos por la ley, previo el estudio, consideraciones y aprobación inicial de la Junta Directiva. h) 
Someter a aprobación de la Junta Directiva, en coordinación con el oficial de cumplimiento, el manual del 
sistema de administración del riesgo de lavado de activos y financiación del terrorismo SARLAFT y sus 
actualizaciones.  i) Las demás que le corresponden de acuerdo con la ley y estos Estatutos. FACULTADES: Los 
Representantes Legales están facultados para celebrar o ejecutar, sin otra limitación que la establecida en los 
Estatutos en cuanto se trate de operaciones que deban ser previamente autorizadas por la Junta Directiva, o por 
la Asamblea General de Accionistas, todos los actos y contratos comprendidos dentro del objeto social, o que 
tengan el carácter simplemente preparatorio, accesorio o complementario para la realización de los fines que la 
Sociedad persigue, y los que se relacionen directamente con la existencia y el funcionamiento de la Sociedad. 
Los Representantes Legales podrán transigir, comprometer y arbitrar los negocios sociales, promover acciones 
judiciales e interponer todos los recursos que fueren procedentes conforme a la ley, recibir, sustituir, adquirir, 
otorgar y renovar obligaciones y créditos, dar o recibir bienes en pago; constituir apoderados o extrajudiciales y 
delegar facultades, otorgar mandatos y sustituciones con la limitación que se desprende de estos Estatutos. La 
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Sociedad tendrá un Secretario General que será propuesto por el Presidente de la Sociedad y nombrado por la 
Junta Directiva, el cual será a su vez el Secretario de la Asamblea General de Accionistas, de la Junta Directiva 
y de sus respectivos Comités. En ausencia absolutas, temporales, o accidentales, la Junta Directiva, la Alta 
Gerencia o los miembros de los Comités podrán designar un Secretario Ad Hoc para ejercer una o varias de las 
funciones del Secretario General en su ausencia. El Secretario Ad Hoc no tendrá representación legal; excepto 
si la misma ha sido otorgada de acuerdo con lo establecido en los presentes Estatutos. El secretario General no 
podrá ser miembro de la Junta Directiva. FUNCIONES: Además de las funciones de carácter especial que le 
sean asignadas por la Asamblea General de Accionistas, la Junta Directiva, o por la Alta Gerencia, el Secretario 
General tendrá las siguientes funciones y responsabilidades: (J) La Representación legal de la Sociedad. (K) 
Llevar conforme a la ley, los libros de actas de Asamblea General de Accionistas, de la Junta Directiva y de los 
Comités de Junta, y autorizar con su firma las copias y extractos que de ellas se expidan. (L) Llevar a cabo la 
expedición y refrendación de títulos de acciones, así como la inscripción de actos o documentos en el libro de 
registro de acciones. (M) Comunicar las convocatorias para las reuniones de la Asamblea General de 
Accionistas, de la Junta Directiva y de sus respectivos Comités. (N) Asistir a las reuniones de la Asamblea 
General de Accionistas, de la Junta Directiva y de sus respectivos Comités. (O) Coordinar la organización de las 
reuniones de la Asamblea General de Accionistas, de la Junta Directiva y de sus respectivos Comités, de 
conformidad con lo establecido en la ley y en estos Estatutos. (P) Coordinar la preparación del orden del día de 
las reuniones. (Q) Apoyar al Presidente de la Junta Directiva con el suministro de la información a los miembros 
de Junta Directiva de manera oportuna y en debida forma. (R) Asegurarse que las decisiones adoptadas en la 
Asamblea General de Accionistas, en la Junta Directiva y en sus respectivos Comités, efectivamente se 
incorporen en las respectivas actas. (S) Dirigir la administración de documentos y archivo de la secretaria 
general de la Sociedad, y velar por la custodia y conservación de los libros, escrituras, títulos, comprobantes y 
demás documentos que se le confíen. (T) Gestionar, archivar y custodiar la información confidencial de la 
Sociedad. (U) Atender las consultas y/o reclamos que se presenten por parte de los accionistas, autoridades y 
demás grupos de interés, para lo cual contará con personal calificado. (V) Ser el puente de comunicación entre 
los accionistas y los Administradores, o entre estos últimos y la Sociedad. (W) Velar por la legalidad formal de 
las actuaciones de la Asamblea General de Accionistas y Junta Directiva, y garantizar que sus procedimientos y 
reglas de gobierno sean respetados y regularmente revisados, de acuerdo con lo previsto en los presentes 
Estatutos y la normatividad vigente. (X) Las demás que le asigne la Junta Directiva. (Escritura Pública 764 del 
21/07/2022 Notaría 14 de Medellín) 
 Que ejercen la representación legal de la entidad y han sido registradas las siguientes personas: 

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO

Juan David Escobar Franco 
Fecha de inicio del cargo: 05/02/2016

CC - 98549058 Presidente

Luis Guillermo Gutiérrez Londoño 
Fecha de inicio del cargo: 01/12/2016

CC - 98537472 Representante 
Legal en Calidad de 
Vicepresidente

Ana Cristina Gaviria Gómez 
Fecha de inicio del cargo: 20/05/2021

CC - 42896641 Vicepresidente de 
Seguros

Diego Alberto De Jesus Cardenas 
Zapata 
Fecha de inicio del cargo: 22/09/2022

CC - 98527423 Gerente Regional 
Centro
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Alejandro Ossa Cárdenas 
Fecha de inicio del cargo: 27/07/2023

CC - 94517028 Gerente Regional 
Occidente

Nazly Yamile Manjarrez Paba 
Fecha de inicio del cargo: 27/08/2021

CC - 32939987 Representante 
Legal Judicial

Diego Mauricio Estrada Pérez 
Fecha de inicio del cargo: 01/11/2024

CC - 1017223349 Representante 
Legal Judicial

Manuela Gutiérrez Londoño 
Fecha de inicio del cargo: 01/11/2024

CC - 1000416686 Representante 
Legal Judicial

Maria Nathalia Vallejo Franco 
Fecha de inicio del cargo: 24/04/2024

CC - 1088331874 Representante 
Legal Judicial

Daniela Castro Gaitan 
Fecha de inicio del cargo: 18/03/2024

CC - 1234091324 Representante 
Legal Judicial

Santiago García Pinilla 
Fecha de inicio del cargo: 18/03/2024

CC - 1010145951 Representante 
Legal Judicial

Juliana Salazar Mesa 
Fecha de inicio del cargo: 02/05/2023

CC - 1037629278 Representante 
Legal Judicial

Sara Valencia Morales 
Fecha de inicio del cargo: 02/05/2023

CC - 1036641080 Representante 
Legal Judicial

Daniela Isaza Lema 
Fecha de inicio del cargo: 25/11/2022

CC - 1037617487 Representante 
Legal Judicial

Carolina Montoya Vargas 
Fecha de inicio del cargo: 26/10/2022

CC - 43871751 Representante 
Legal Judicial

Claudia Marcela Saldarriaga Álvarez 
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2022

CC - 1037589956 Representante 
Legal Judicial

Cindy Paola Plata Zarate 
Fecha de inicio del cargo: 12/11/2021

CC - 1140863452 Representante 
Legal Judicial

Carlos Francisco Soler Peña 
Fecha de inicio del cargo: 27/08/2021

CC - 80154041 Representante 
Legal Judicial

Juliana Aranguren Cárdenas 
Fecha de inicio del cargo: 13/05/2021

CC - 1088248238 Representante 
Legal Judicial

María Del Pilar Vallejo Barrera 
Fecha de inicio del cargo: 01/07/2004

CC - 51764113 Representante 
Legal Judicial

Ana Maria Rodríguez Agudelo 
Fecha de inicio del cargo: 10/04/2012

CC - 1097034007 Representante 
Legal Judicial

Diego Andres Avendaño Castillo 
Fecha de inicio del cargo: 10/02/2014

CC - 74380936 Representante 
Legal Judicial

Ana María Restrepo Mejía Representante CC - 43259475

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
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Fecha de inicio del cargo: 14/04/2016 Legal Judicial

Natalia Andrea Infante Navarro 
Fecha de inicio del cargo: 01/11/2016

CC - 1037602583 Representante 
Legal Judicial

Maria Alejandra Zapata Pereira 
Fecha de inicio del cargo: 01/11/2016

CC - 1151935338 Representante 
Legal Judicial

David Ricardo Gómez Restrepo 
Fecha de inicio del cargo: 20/04/2017

CC - 1037607179 Representante 
Legal Judicial

Julián Alberto Cuadrado Luengas 
Fecha de inicio del cargo: 02/11/2017

CC - 1088319072 Representante 
Legal Judicial

Lina Marcela García Villegas 
Fecha de inicio del cargo: 06/06/2018

CC - 1128271996 Representante 
Legal Judicial

Diana Carolina Gutiérrez Arango 
Fecha de inicio del cargo: 26/09/2018

CC - 1010173412 Representante 
Legal Judicial

Lina Maria Angulo Gallego 
Fecha de inicio del cargo: 19/12/2018

CC - 67002356 Representante 
Legal Judicial

Ana Isabel Mejía Mazo 
Fecha de inicio del cargo: 12/02/2019

CC - 43627601 Representante 
Legal Judicial

Carlos Augusto Moncada Prada 
Fecha de inicio del cargo: 12/02/2019

CC - 91535718 Representante 
Legal Judicial

Natalia Alejandra Mendoza Barrios 
Fecha de inicio del cargo: 15/02/2019

CC - 1143139825 Representante 
Legal Judicial

Juan Diego Maya Duque 
Fecha de inicio del cargo: 12/11/2019

CC - 71774079 Representante 
Legal Judicial

Marisol Restrepo Henao 
Fecha de inicio del cargo: 05/04/2020

CC - 43067974 Representante 
Legal Judicial

Carolina Sierra Vega 
Fecha de inicio del cargo: 29/05/2020

CC - 43157828 Representante 
Legal Judicial

Miguel Orlando Ariza Ortiz 
Fecha de inicio del cargo: 12/04/2021

CC - 1101757237 Representante 
Legal Judicial

Daniel José Alzate López 
Fecha de inicio del cargo: 09/11/2023

CC - 7552930 Gerente Regional 
Antioquia

Javier Ignacio Wolff Cano 
Fecha de inicio del cargo: 07/03/2013

CC - 71684969 Gerente Regional 
Eje Caferero

Rafael Enrique Diaz Granados Nader 
Fecha de inicio del cargo: 20/02/2012

CC - 72201681 Gerente Regional 
Zona Norte

Luz Marina Velásquez Vallejo 
Fecha de inicio del cargo: 02/05/2019

CC - 43584279 Vicepresidente de 
Talento Humano
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Melisa González González 
Fecha de inicio del cargo: 30/05/2019

CC - 1128273241 Gerente de 
Inversiones y 
Tesorería

Guillermo Alberto Gaviria Sanin 
Fecha de inicio del cargo: 21/09/2023

CC - 71776446 Gerente de Vida y 
Rentas

Richard Gandur Jacome 
Fecha de inicio del cargo: 28/02/2019

CC - 88139732 Gerente ARL 
Regional Norte

Iván Ignacio Zuloaga Latorre 
Fecha de inicio del cargo: 07/03/2019

CC - 98550799 Gerente de 
Producto ARL

Andrés Felipe Gómez Mena 
Fecha de inicio del cargo: 13/10/2022

CC - 16227922 Gerente Técnico 
ARL

María Eugenia Osorno Palacio 
Fecha de inicio del cargo: 28/03/2019

CC - 42785795 Gerente ARL 
Regional Antioquia

Paola Morayma Arbelaez Enriquez 
Fecha de inicio del cargo: 24/05/2022

CC - 52525083 Gerente ARL 
Regional Centro

Mauricio Alvarez Gallo 
Fecha de inicio del cargo: 01/08/2019

CC - 10131025 Gerente ARL 
Regional Occidente

Anita María Toro Rosas 
Fecha de inicio del cargo: 25/05/2023

CC - 66808964 Gerente Comercial 
ARL

Carolina Sierra Vega 
Fecha de inicio del cargo: 13/07/2023

CC - 43157828 Secretaria General y 
Gerente de Asuntos 
Legales

RAMOS: Resolución S.B. No 5148 del 31 de diciembre de 1991 Accidentes personales, colectivo vida, salud, 
vida grupo, vida individual. con Resolución S.F.C. Nro. 1419 del 24/08/2011 : se revoca la autorización 
concedida a Seguros de Vida Suramericana S.A., para operar el ramo de seguro Colectivo de Vida

Resolución S.B. No 1320 del 29 de abril de 1993 exequias

Resolución S.B. No 785 del 29 de abril de 1994 seguros previsionales de invalidez y sobrevivencia

Resolución S.B. No 1129 del 14 de junio de 1994 seguro de pensiones ley 100
Resolución S.B. No 685 del 02 de junio de 1998 pensiones de jubilación mediante circular externa 052 de 20 de 
diciembre de 2002 el ramo de pensiones de jubilación, se denominará en adelante ramo de pensiones 
voluntarias
Resolución S.B. No 999 del 30 de junio de 1999 grupo educativo, con resolución 0638 del 26/03/2010 se revoca 
la autorización concedida mediante resolución 0999 del 30 de junio de 2009 para operar el ramo de seguro 
educativo.

Resolución S.B. No 1127 del 02 de octubre de 2002 enfermedades de alto costo
Resolución S.B. No 129 del 16 de febrero de 2004 formaliza la autorización a Compañía Suramericana de 
Seguros de Vida S.A., para operar el ramo de seguro de Pensiones con Conmutación Pensional a partir del 23 
de diciembre de 2002, fecha de entrada en vigencia de la Circular Externa 052 de diciembre 20 de 2002, así 
como la utilización del modelo de la póliza de Seguro de Pensiones con Conmutación Pensional enviadas por  la 
compañía a esta Entidad.
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Resolución S.F.C. No 1535 del 13 de septiembre de 2011 autoriza operar ramo de desempleo

Resolución S.B. No 0557 del 17 de abril de 2012 autoriza operar el ramo de rentas voluntarias
Escritura Pública No 5116 del 17 de diciembre de 2018 de la Notaría 15 de MEDELLIN (ANTIOQUIA). Como 
consecuencia de la absorción de Seguros de Riesgos Labores Suramericana S.A."ARL Sura", asume el ramo 
autorizado mediante Resolución 3241 del 29 de diciembre de 1995: Riesgos profesionales  (Ley 1562 del 11 de 
julio de 2012, modifica la denominación  por la de Riesgos Laborales)

1461482045819921

PATRICIA CAIZA ROSERO
SECRETARIA GENERAL (E)

"De conformidad con el artículo 12 del Decreto 2150 de 1995, la firma mecánica que aparece en este texto tiene plena 
validez para todos los efectos legales." 
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Señor(a) 

JUEZ CONSTITUCIONAL - H. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

E.S.D.  

 

PROCESO:                ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL 

ACCIONANTE:          SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. 

ACCIONADOS:         TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE CALI – SALA 

SEGUNDA DE DECISION LABORAL Y JUZGADO TRECE 

LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

ASUNTO:                    PODER ESPECIAL, AMPLIO Y SUFICIENTE 

 

MARIA ALEJANDRA ZAPATA PEREIRA, mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadanía 

No. 1.151.935.338 de Cali- Valle, en mi calidad de representante legal de SEGUROS GENERALES 

SURAMERICANA S.A., comedidamente manifestó que en esa calidad confiero poder especial 

amplio y suficiente al Doctor GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, mayor de edad, abogado en 

ejercicio, vecino de Cali, identificado con la cédula de ciudadanía No. 19.395.114 de Bogotá y 

portador de la tarjeta profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, para que 

actuando en nombre de dicha sociedad interponga acción de tutela contra providencia judicial en 

contra de los accionados referenciados, interponga impugnación y realice todas las actuaciones 

inherentes a su calidad. 

 

El apoderado queda facultado para notificarse, recibir, reasumir, sustituir, objetar el juramento 

estimatorio y en general para realizar todas las acciones necesarias e indispensables para el buen 

éxito del mandato a su cargo. 

 

Solicito reconocer personería al mandatario para los fines de la gestión encomendada en los 

términos del artículo 77 del Código General del Proceso, incluyendo la facultad de sustituir este 

poder. Las facultades de transigir y desistir están sujetas a la autorización previa de la 

Vicepresidencia Jurídica y la facultad de conciliar a la decisión que adopte el Comité de defensa 

judicial y conciliación de la compañía.  

 

El presente poder se confiere en virtud del artículo 5° de la Ley 2213 de 2022 por lo que se procede 

a enviar desde la cuenta de notificaciones inscrita en el certificado de cámara de comercio y se 

manifiesta que nuestro apoderado cuenta con la dirección de correo electrónico: 

notificaciones@gha.com.co  

 

 Cordialmente,                                                                    Acepto 

 

 

 

 
MARIA ALEJANDRA ZAPATA PEREIRA                      GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA                 
Representante Legal                                                        C.C. 19.395.114 de Bogotá 
SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A.                  T.P. 39.116 del C. S. de la J. 
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Señores 
JUEZ CONSTITUCIONAL - H. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
E.S.D.
PROCESO: ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL
ACCIONANTE: SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A.
ACCIONADOS: TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE CALI – SALA
SEGUNDA DE DECISION LABORAL Y JUZGADO TRECE
LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI
ASUNTO: PODER ESPECIAL, AMPLIO Y SUFICIENTE
 
Por medio del presente nos permitimos otorgar poder a GUSTAVO ALBERTO HERRERA
AVILA. para que asuma la defensa de nuestra compañía, en los términos del poder
adjunto.  
 

Cordialmente





 

 

 

 

 


